
Revista institucional del Departamento Administrativo de la Función Pública

Enero 2024

1
Revista institucional del Departamento Administrativo de la Función Pública
ISSN 2981-7161



Revista institucional del 
Departamento Administrativo de la Función Pública

ISSN 2981-7161 
Bogotá, D.C., Colombia 
Enero 2024, No.1

No se permite la reproducción total o parcial de esta revista, 
ni su incorporación a un sistema informático, ni su transmisión 
en cualquier medio, sea este electrónico, mecánico, por foto-
copia u otro método, sin el permiso previo y por escrito del 
Departamento administrativo de la Función Pública

Para más información sobre la revista, puede escribir a:
revista-bioadministracionpublica@funcionpublica.gov.co



Comite directivo

César Augusto Manrique Soacha
Director

Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector

Lidoska Julia Dolores Peralta Prieto 
Secretaria general

Aura Isabel Mora 
Directora de Participación, Transparencia y 

Servicio al Ciudadano

Paulo Molina Bolívar 
Director de Gestión del Conocimiento 

Gerardo Duque Gutiérrez
Director de Desarrollo Organizacional 

Henry Humberto Villamarín Serrano
Director de Gestión y Desempeño Institucional

Francisco Camargo Salas
Director de Empleo Público

Armando López Cortés
Director Jurídico

Luz Stella Patiño Jurado
Jefe de Oficina de Control Interno

Daniel Canal Franco 
Jefe Oficina Asesora de Comunicaciones

Alveiro Tapias Sánchez 
Jefe Oficina Asesora de Planeación 

Jhon Ricardo Morales Franco 
Jefe Oficina de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones 

Comité editorial y de 
publicaciones 
Jesús Hernando Amado Abril
Director de la revista
Comité editorial
Jorge Artistizabal Rodríguez
Paulo Alberto Molina Bolívar
Henrry Humberto Villamarín Serrano
Alfredo Manrique Reyes
Fabio Alberto Gil Bolívar
Sandra Milena Gutiérrez Castaño
Daniel Canal Franco
Juanita Baquero Rueda
Melissa Pacheco Pérez

Fabio Alberto Gil Bolívar
Editor 
Oficina Asesora de Comunicaciones

Fabio Alberto Gil Bolívar
Revisión de forma y corrección de estilo 
Oficina Asesora de Comunicaciones

César Augusto Arciniegas Beltrán
Diseño, diagramación, ilustración 
Oficina Asesora de Comunicaciones

Carrera 6 n.º 12-62, 
Bogotá, D.C., Colombia
Conmutador:
601 739 5656 / 86 - Fax: 739 5657
www.funcionpublica.gov.co
eva@funcionpublica.gov.co
Bogotá, D.C., Colombia.



1

Contenido
Bio-administración pública   7
El cambio de las administraciones públicas para la vida

César Augusto Manrique Soacha
Director Departamento Administrativo de la Función Pública

Presentación  13
Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública

BIOADMINISTRACIÓN PÚBLICA  18

Bioadministración y ecosistemas administrativos   19
Una propuesta desde el Departamento Administrativo de la 
Función Pública

Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública

Alfredo Manrique Reyes
Asesor Departamento Administrativo de la Función Pública

La administración pública, un campo 
de estudios en evolución  51

Fabio Alberto Gil-Bolívar
Asesor Departamento Administrativo de la Función Pública

La buena administración pública como derecho ciudadano y 
como deber estatal   103
Hacia la bioadministración pública

Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública

Bioadministración en Colombia   131
Repensando la administración pública desde la naturaleza, la 
ética y la protección de las vidas

Paulo Molina Bolívar 
Director de Gestión del Conocimiento 
Departamento Administrativo de la Función Pública



TERRITORIO Y ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS   146

Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026  147
Fortalecimiento institucional desde una planeación 
participativa y a largo plazo

Jorge Iván González Borrero
Director General Departamento Nacional de Planeación

La realidad de las administraciones públicas territoriales   163
Una reflexión desde sus capacidades para gestionar la paz y la 
protección de la vida en todas sus formas

Alfredo Manrique Reyes
Asesor Departamento Administrativo de la Función Pública

La bioadministración, una propuesta desde la perspectiva del 
buen vivir  173

Aura Isabel Mora
Directora de Participación, Transparencia y Servicio al Ciudadano 
Departamento Administrativo de la Función Pública

GOBIERNO DEL CAMBIO  184

Los dilemas de la democracia para un mundo en transición  185
Jorge Iván Bula Escobar
Director Nacional Escuela Superior de Administración Pública

Inflexibilidades fiscales en la administración pública  195
Jorge Enrique Coronel
Asesor Ministro de Hacienda y Crédito Público

Las apuestas de Función Pública para la formalización laboral, 
los territorios y la paz  203

Oficina Asesora de Comunicaciones
Departamento Administrativo de la Función Pública

Construir la paz desde lo público  213
Administraciones públicas como agentes de 
construcción de paz

Diego Alejandro Galván
Integrante del Grupo de Paz, Memoria y Protección de las Vidas

Paulo Molina Bolívar
Director de Gestión del Conocimiento Departamento Administrativo de 
la Función Pública 

2

3



Tablas
Tabla 1. Tendencias de reformas en las 
administraciones públicas  28

Tabla 2. Relaciones de reconocimiento 
y menosprecio  42

Tabla 3. Principales centros de formación 
y capacitación en administración pública 
en América Latina y España  54

Tabla 4. Principales escuelas, facultades, 
departamentos y centros de investigación 
sobre administración pública, gobierno, 
políticas públicas o temas afines en 
América Latina y España  56

Tabla 5. Principales observatorios, 
centros de información y redes en 
administración pública, gobierno, 
políticas públicas o temas afines en 
América Latina y España  59

Tabla 6. Programas de doctorado 
en administración pública en 
América Latina  61

Tabla 7. Programas de doctorado en 
administración pública con unidos a otros 
campos de estudio o énfasis en América 
Latina y España  64

Tabla 8. Programas de doctorado en 
gobierno en América Latina y España  66

Tabla 9. Programas de doctorado en 
políticas públicas en América Latina  69

Tabla 10. Programas de doctorado 
en políticas públicas unidos a otros 
campos de estudio o énfasis en 
América Latina  72

Tabla 11. Programas de doctorado en 
temáticas y campos de estudios afines 
a la administración pública en América 
Latina y España  75

Tabla 12. Revistas científicas con 
indexación en SCImago especializadas en 
administración pública o que incluyen sus 
temáticas en América Latina y España  79

Tabla 13. Revistas científicas 
especializadas en administración pública, 
o que incluyen sus temáticas, con 
indexación en EBSCO, SciELO o Publindex 
en América Latina (excepto Brasil)  81

Tabla 14. Revistas científicas 
especializadas en administración 
pública o que incluyen sus temáticas, 
con indexación en EBSCO y SciELO 
en Brasil  84

Tabla 15. Revistas científicas 
especializadas en administración 
pública, o que incluyen sus temáticas, 
con indexación en EBSCO y SciELO 
en España  86

Tabla 16. Grupos de investigación en 
Colombia en la categoría A1 con líneas 
en administración pública, gobierno, 
derecho administrativo, políticas públicas 
y temáticas afines  88

Tabla 17. Grupos de investigación en 
Colombia en categoría A con líneas en 
administración pública, gobierno, derecho 
administrativo, políticas públicas, 
ordenamiento territorial, desarrollo, paz y 
temáticas afines  92

Tabla 18. Comparación afiliados y 
pensionados del RPM y RAIS 2022  200

Tabla 19. Entidades que han 
implementado plan de formalización 
laboral  (con corte a agosto 2023)  206



Editorial

Bio-administración 
pública 
El cambio de las administraciones 
públicas para la vida
César Augusto Manrique Soacha
Director Departamento Administrativo de la Función Pública



El Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), como órga-
no de gobierno, líder y responsable del funcionamiento administrativo del 
Estado, consciente de la necesidad apremiante de transformar, orientar, 
reorganizar y modernizar sus administraciones públicas, bajo el propósito 

fundamental de adecuarlas a las exigencias sociales actuales que privilegien la 
protección de la vida en todas sus expresiones, ha venido trabajando, sin pausa, 
en consolidar un modelo administrativo de organización, actuación, ejecución, 
control y rendición de cuentas que, no solo contenga las bases esenciales previs-
tas en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, potencia mundial de 
la vida”, sino que interprete y desarrolle el verdadero Estado social, democrático, 
participativo e incluyente que prevé nuestra carta política. 

En este orden, y bajo la orientación del señor presi-
dente de la República, Dr. Gustavo Petro Urrego, le 
estamos presentando al país un importante instru-
mento académico de reflexión y discusión participati-
va, en el que se plantean los principales lineamientos 
bajo los cuales se acordarán, en un espacio dialógico 
y consultivo con la gobernanza nacional y territorial, 
los modelos de expresión administrativa que deben 
corresponder tanto a la gobernabilidad del país como 
a la de los ámbitos seccionales y locales. Así, a la fecha 
y antes de terminar este año 2023, hemos realizado 
tres encuentros territoriales –Bolívar, Chocó y Valle del 
Cauca–, con el fin de ir tejiendo los modelos de organi-
zación y actuación administrativa que contengan sus 
propias expresiones y sus verdaderas vocaciones, bajo 
el enfoque de la Bioadministración pública. 

La modernización de las administraciones públicas no solo tiene como objetivo 
principal integrar su funcionamiento en ecosistemas administrativos bajo crite-
rios comunicacionales avanzados y eficaces, agilizar los procesos que resuelvan 
oportuna y efectivamente las demandas sociales, ademas de ejecutar las políticas 
públicas previstas en el plan nacional de desarrollo, sino también busca fortalecer 
nuevas formas de participación y cooperación comunitaria en la implementación 
de planes y programas oficiales, lo cual posibilita que la sociedad desempeñe un 
papel activo en la definición de su propio destino. En este contexto, la interven-
ción de actores directos e indirectos en la formulación y rediseño de las políticas 
públicas, se erige como pilar fundamental para restaurar la confianza y credibi-
lidad de la ciudadanía en sus propias instituciones, revalorizar lo público como 
el bien más preciado que conforma el patrimonio de todos, así como reafirmar 
en la conciencia ciudadana que la protección de lo público es un deber y una 
obligación social y moral. 
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La reconfiguración de la agenda nacional por el gobierno del cambio representa 
un avance significativo al abordar, de manera resuelta, la desigualdad como el 
origen de la violencia. Al priorizar los intereses de los territorios y comunidades 
empobrecidas y marginadas sobre los intereses particulares y centralistas, este 
cambio se manifiesta en la firme voluntad política de establecer diálogos con 
diversos grupos armados ilegales con el objetivo de construir la paz. También se 
refleja en la capacidad de proporcionar respuestas eficaces a las demandas sur-
gidas en los estallidos sociales y atender las necesidades básicas desatendidas 
durante décadas.

En este contexto, es imperativo potenciar una transformación proactiva en las ad-
ministraciones públicas orientada hacia la agilidad, el compromiso, la transparen-
cia y la generación de resultados efectivos y oportunos que sean perceptibles por 
las comunidades. Este enfoque implica una revisión exhaustiva de los procesos 
administrativos, una reevaluación de las políticas públicas y la implementación de 
estrategias que fomenten y aseguren la efectiva participación de las ciudadanías.

La prontitud y eficiencia en la gestión de trámites y procedimientos adminis-
trativos, encomendada a entidades reestructuradas para evitar duplicidades en 
funciones y competencias, respaldada por una gestión pública moderna que in-
tegre nuevas tecnologías para la toma de decisiones fundamentadas, se vuelven 
imperativas para adaptarse a un entorno que demanda respuestas inmediatas a 
necesidades acumuladas y desatendidas por tanto tiempo. También es esencial 
establecer las ventajas comparativas y competitivas de los territorios, que per-
mitan fomentar el desarrollo equitativo y equilibrado, preservando siempre los 
sistemas que protegen la vida. Esta agilidad, que no significa el desmonte del 
Estado para dejar en manos de particulares el cumplimiento de sus funciones 
fundamentales, posibilita una respuesta más eficaz, tanto a las demandas socia-
les como a los desafíos emergentes. La implementación de normativas y políticas 
públicas, reflejo de una decidida voluntad política para el cambio que la nación 
requiere, demanda un compromiso por parte de las administraciones públicas 
para ejecutarlas con prontitud, excelencia, eficiencia, eficacia, transparencia y 
amplia participación.

La obtención de resultados efectivos y oportunos debe convertirse en el dis-
positivo principal para evaluar el desempeño gubernamental y la calidad de la 
democracia. La implementación eficaz de programas y proyectos debe ser mo-
nitoreada de cerca, asegurando que las acciones emprendidas se traduzcan en 
mejoras tangibles en la vida de las comunidades, optimizando la legitimidad de 
las instituciones públicas y la confianza ciudadana. Para lograr estos cambios, se 
requiere adecuar, actualizar y fortalecer las funciones que ejercen los servidores 
públicos, cualificar su desempeño y facilitarles los medios que les permita ser 
protagonistas y dinamizadores del cambio. 
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Para estimular el nuevo rol de los empleados pú-
blicos, este gobierno ha avanzado en acciones para 
su formalización y reconocimiento de sus derechos 
laborales, con el propósito de abordar y superar la 
precarización del empleo que conlleva el descono-
cimiento de los derechos laborales y afecta a miles 
de colombianos que trabajan en las entidades gu-
bernamentales mediante contratos de prestación 
de servicios. La iniciativa de formalización, liderada 
por el Departamento Administrativo de la Función 
Pública, no solo conlleva una transformación en el 
marco laboral, sino también significativos cambios 
en el accionar de las entidades públicas, mejorando 
no solo su propio desempeño, sino la prestación de 
servicios a las ciudadanías.

Dentro de los procesos de transformación impulsa-
dos por el señor presidente de la República, Dr. Gus-
tavo Petro Urrego, se destaca la reconfiguración de 
las administraciones públicas hacia un servicio orien-

tado a la  protección de la vida, la construcción de la paz con justicia social, la 
eliminación de las distintas formas de segregación humana y territorial, la mejor 
atención a las comunidades y el aumento de la participación ciudadana para 
potenciar el bienestar social y el desarrollo territorial de manera transparente 
y eficiente. 

Ante estos desafíos, el DAFP, reconociendo la necesidad de asegurar la efectiva 
cooperación de la gobernanza nacional y territorial, ha invertido la inveterada 
fórmula de imponer desde el centro para todo el país, las que ha denominado 
rimbombantemente reestructuraciones del Estado, por la que verdaderamente 
corresponde a un Estado social y democrático: de la periferia al centro, es decir, 
de “abajo hacia arriba” –bottom up–, que permita asegurar conscientemente la 
necesidad de estos cambios. Con este enfoque, se busca incorporar propuestas y 
recomendaciones de diversos sectores de la sociedad como servidores públicos, 
organizaciones sociales, académicos, empresarios, líderes comunitarios, sindica-
tos, cooperantes internacionales, entre otros.

La publicación de la revista Bio-administración pública, que hoy entregamos a 
todas las ciudadanías, se constituye en un instrumento fundamental destinado 
a la difusión detallada de la naturaleza y contenido de las transformaciones 
institucionales, así como de su repercusión en los cambios económicos, políticos, 
sociales y culturales de nuestro país. Al mismo tiempo, se erige como escenario 
propicio para fomentar un diálogo dialéctico, propositivo y profundo en torno a las 
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reformas que la sociedad requiere y demanda de sus entidades gubernamentales. 
Esta publicación, de frecuencia cuatrimestral, se constituye en el vehículo esencial 
para captar la colaboración interdisciplinaria entre académicos, profesionales, 
funcionarios estatales y expertos en los distintos componentes de la adminis-
tración pública. Igualmente, facilita la convergencia de enfoques y perspectivas, 
propiciando así un análisis integral de las prácticas administrativas y políticas 
adoptadas, así como su efecto en el tejido social y económico.

La inclusión de estudio de casos, análisis de mejores prácticas y revisiones críti-
cas contribuye a enriquecer el conocimiento y promover la adopción de políticas 
y estrategias más efectivas. En consecuencia, será un medio para mantener a la 
sociedad informada sobre los avances y desafíos en las administraciones públi-
cas, generando conciencia ciudadana, participación comunitaria, control efectivo 
en los procesos de cambio y eficiencia e integración coherente en las necesarias 
intervenciones estatales en procura de proteger todas las expresiones de vida.

En este contexto, Bio-administración pública no solo se presenta como una fuente 
informativa, sino como un actor activo en la construcción de un espacio donde 
las ideas innovadoras y las soluciones efectivas encuentren eco. La interacción 
entre la academia, los responsables de políticas y la ciudadanía se fortalece, pro-
moviendo un ambiente propicio para la implementación de reformas basadas en 
evidencia y en el compromiso colectivo con el progreso, la equidad, la inclusión, 
la justicia social, la igualdad y la vida.
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Editorial

Presentación
Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública



La innovación y la 
transformación en 

las administraciones 
públicas, son temas 
cruciales que deben 

ser discutidos no 
solo por expertos y 

académicos, sino 
también por las 

ciudadanías

El Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), en desarro-
llo de su misión, presenta a todos sus servidores públicos, a la academia 
y a las ciudadanías su revista Bio-administración pública. Esta iniciativa, 
concebida como una plataforma de reflexión y debate, tiene como ob-

jetivo central estimular el análisis en torno a las demandas específicas de las 
administraciones públicas en el país, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 “Colombia, potencia mundial de la vida”. Su propósito fundamental 
consiste en propiciar un espacio para la divulgación pedagógica y la discusión de 
ideas, propuestas, recomendaciones y argumentos innovadores que, alineados 
con los principios de la democracia, los derechos humanos, la paz y la preser-
vación de la vida, impulsen la optimización de las estructuras administrativas 
públicas, no solo en nuestro país, sino en el ámbito latinoamericano y global.

El título elegido para la revista, Bio-administración pública, representa el modelo 
de administración pública bajo el cual se plantea la reorganización de sus admi-
nistraciones nacional y locales, tendiente a adecuar sus estructuras funcionales 
a las necesidades que demanda la sociedad actual y que conduce esencialmente 
a proteger todas las expresiones de vida. Esta propuesta, construida desde el 
DAFP, apunta a rescatar el papel central que deben desempeñar las administra-
ciones públicas, a través de ecosistemas administrativos, a efectos de garantizar 
la realización efectiva de los derechos fundamentales que aseguren la conviven-
cia en un entorno sano para toda la comunidad. 

La revista aspira a ser un punto de encuentro para 
diversas perspectivas, abarcando lo técnico, acadé-
mico, vivencial y pragmático. Su meta es presentar 
logros, desafíos y recomendaciones que fortalezcan 
las administraciones públicas colombianas, involu-
crando a servidores públicos, a la academia, a líderes 
sociales, políticos, comunidades étnicas, jóvenes y la 
ciudadanía en general. 

La innovación y la transformación en las administra-
ciones públicas, son temas cruciales que deben ser 
discutidos no solo por expertos y académicos, sino 
también por las ciudadanías ya que las impacta en la 
propia existencia y convivencia por ser actores esen-

ciales en la formulación, diseño, ejecución y control de las políticas públicas, todo 
lo cual conduce a  obtener una mayor y mejor concepción de lo público, y fortalece 
la confianza y la participación efectiva en las decisiones gubernamentales.

La revista se divide en tres secciones: la primera contiene la propuesta pre-
sentada por el DAFP del modelo de administración pública bajo el concepto de 
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“bioadministración”, cuya expresión real se materializa a través de ecosistemas 
administrativos, en un marco conceptual que permita orientar sus transforma-
ciones de las administraciones públicas. Este enfoque integral busca preservar 
la vida, garantizar la paz mediante la igualdad y superar la segregación y ex-
clusión en el país. Aborda activamente la detención de la degradación ambien-
tal y el cambio climático a nivel nacional y global, priorizando la igualdad, la 
justicia social y la participación ciudadana. Se destaca el concepto de “buena 
administración pública”, enfocándose en la gestión eficiente y ética de recursos 
para satisfacer las necesidades sociales y fortalecer la participación y rendi-
ción de cuentas gubernamental. Incorpora una amplia revisión bibliográfica y 
documental sobre conceptos que conforman el enfoque de la bioadministración 
y que señalan su pertinencia e importancia, no solo para el país, sino para la 
comunidad internacional.

La segunda sección se centra en los desafíos inherentes a las administraciones 
públicas territoriales, examinando los principios delineados en el Plan Nacional 
de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, potencia mundial de la vida”. Hace un análi-
sis esquemático de su situación dispar y evalua sus capacidades para la gestión 
efectiva de la paz y la preservación de la vida en todas sus manifestaciones. Y 
reseña las principales acciones que el DAFP viene realizando en el contexto de 
la implementación del plan nacional de desarrollo 2022-2026 y del cumplimiento 
de su mandato institucional.

Finalmente, la tercera sección aborda los progresos de nuestro gobierno del 
cambio en relación con el cuidado de la vida y la promoción de la paz desde las 
administraciones públicas. Se realiza un análisis de las rigideces fiscales pre-
sentes en la administración pública, que obstaculizan la consecución de resul-
tados oportunos y ágiles. También  examina las iniciativas de la Función Pública 
orientadas hacia la paz, los territorios y la formalización laboral. Se abordan los 
dilemas de la democracia en un contexto mundial en transición, prestando es-
pecial atención a la construcción de la paz desde la esfera pública y destacando 
el papel fundamental de las administraciones públicas como agentes activos en 
este proceso.

Es relevante subrayar que la revista Bio-administración pública emerge en un mo-
mento crucial para Colombia y el continente americano. Su propósito de promover 
la bioadministración, un enfoque gubernamental que ubica la preservación de to-
das las expresiones de vida en el centro de su quehacer, es esencial para abordar 
los desafíos históricos que han afectado a la nación colombiana y la supervivencia 
en el planeta. La bioadministración busca no solo la paz total, sino también la 
igualdad, la justicia social y la participación activa de la sociedad en la toma de 
decisiones. A través de la colaboración entre ciudadanos, académicos y servido-
res públicos, se pretende transformar y fortalecer las administraciones públicas, 
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garantizando que éstas reflejen las necesidades de la población. La innovación y 
la transparencia en la gestión de recursos públicos son elementos determinantes 
en este proceso. Además, la revista resalta la importancia de reconocer la inter-
conexión entre la administración pública, la ecología y la ética desde diversas 
disciplinas, territorios y realidades comunitarias.

Esperamos que esta publicación continúe siendo un faro de ideas innovadoras 
y propuestas que inspiren la transformación de las administraciones públicas, 
empoderando a los servidores públicos, a los académicos y estudiantes, líderes 
comunitarios y a la sociedad en general, para consolidar relaciones armónicas y 
de confianza mutuas, trabajando conjuntamente por la preservación de la vida 
en todas sus manifestaciones.
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Bioadministración pública

Bioadministración 
y ecosistemas 
administrativos 
Una propuesta desde el 
Departamento Administrativo de la 
Función Pública
Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública

Alfredo Manrique Reyes
Asesor Departamento Administrativo de la Función Pública



Introducción
En efecto, la excesiva desigualdad es siempre un vehículo de racismo, pues 
los que gozan de extremas riquezas pueden justificarla porque las personas 
que carecen de medios de supervivencia son consideradas por ellos infe-
riores en algún sentido. Por eso, la creciente desigualdad es moralmente 
intolerable, y además contradice todas las proclamaciones constitucionales 
de la igual dignidad de las personas y de los derechos fundamentales como 
derechos universales.

Por una Constitución de la Tierra 
Ferrajoli (2023, p.101) 

En el ejercicio de sus competencias, el Departamento Administrativo de 
la Función Pública (DAFP) ha venido realizando un análisis exhaustivo 
de los desafíos que enfrentan las administraciones públicas (nacional y 
territoriales), con el propósito de mejorar sus capacidades en la consecu-

ción de sus misiones y funciones para proporcionar los resultados que la comuni-
dad espera con celeridad, transparencia y más y mejor participación ciudadana. 
En particular, se busca hacer énfasis en el papel que deben desempeñar para 
proteger la vida en todas sus manifestaciones, construir la paz y erradicar las 
diversas formas de segregación humana y territorial presentes en la actualidad 
en nuestro país. Este ejercicio se desarrolla en consonancia con las directrices del 
Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, potencia mundial de la vida” 
y la misión institucional del Departamento. Además, se basa en una minuciosa 
revisión de estudios y documentos recientes relacionados con los desafíos que 
enfrentan las administraciones públicas, aportes de los servidores públicos y 
expertos, así como de diversos actores sociales.

Es importante destacar que el DAFP, en su calidad de órgano de gobierno líder 
del sector de la administración pública, desempeña un papel técnico, estratégico 
y transversal en el Estado. Su labor se enfoca en contribuir al bienestar de la ciu-
dadanía mediante la mejora continua de la actuación de los servidores públicos 
y sus organizaciones en todo el territorio nacional. Su misión consiste en facilitar 
el correcto y adecuado funcionamiento de los órganos, organismos y entidades 
públicas a nivel nacional y territorial, elevar el rendimiento de los funcionarios al 
servicio del Estado, respaldar la realización de los compromisos gubernamenta-
les con los ciudadanos y fomentar la confianza en las administraciones públicas 
y en sus servidores.

En este contexto, el DAFP desempeña un rol esencial en la formulación, imple-
mentación, seguimiento y evaluación de políticas relacionadas con el desarrollo 
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administrativo en el ámbito de las administraciones públicas. Esto abarca as-
pectos como el empleo público, la administración del talento humano, la geren-
cia pública, la ejecución de funciones públicas por parte de actores privados, la 
organización administrativa del Estado, la planificación, la gestión, la ejecución, 
el control interno, la participación ciudadana, la rendición de cuentas, la transpa-
rencia en la gestión pública y la prestación de servicios a la ciudadanía. El objetivo 
esencial es aplicar los principios fundamentales de la administración pública, 
tanto los de la función administrativa, como los de la función y la gestión pública, 
en la búsqueda constante de la excelencia en el servicio estatal.

Bajo esta línea de trabajo, la actual administración del DAFP considera de vital 
importancia fortalecer las capacidades funcionales, misionales, organizativas, 
técnicas y humanas de las administraciones públicas, en un contexto nacional 
caracterizado por la degradación del valor de la vida, las violaciones a los dere-
chos humanos y la persistente desigualdad. En este sentido, el Departamento 
se ha unido a las estrategias multifacéticas y multidisciplinarias lideradas por el 
presidente de la República para poner fin al conflicto armado y sentar las bases 
de una sociedad en paz, que conlleve a la “construcción de la paz total”. El objetivo 
común es asumir las causas subyacentes de los numerosos conflictos regionales 
que afectan a Colombia en su conjunto, abordando dimensiones sociales, econó-
micas, políticas, institucionales y culturales.

Lo previamente expuesto conlleva necesariamente a que las administraciones 
públicas reevalúen su estructura, sus objetivos y su enfoque institucional, adap-
tándolas a las particularidades económicas, sociales, geográficas e históricas de 
cada región y de sus pobladores, para mejorar la atención de las responsabili-
dades derivadas de los postulados del Estado social de derecho. A esto apunta 
el enfoque de la bioadministración y de los ecosistemas administrativos, lo cual 
implica también poner en el centro de atención la preservación de la vida humana 
y de la naturaleza, la promoción de la paz y la erradicación de cualquier forma de 
exclusión. Esta nueva perspectiva considera fundamental la promoción de una 
mayor participación ciudadana en todas las etapas del proceso de formulación 
y ejecución de políticas públicas, el enfoque territorial que consulte las especi-
ficidades de la gran diversidad regional y urbana, así como la promoción de la 
transparencia y la rendición de cuentas sobre los resultados de la gestión de los 
recursos públicos. En este sentido, las administraciones públicas también deben 
ganar confianza social. Para lograrlo, deben orientar sus esfuerzos hacia la ob-
tención de resultados oportunos, concretos, eficientes y eficaces para abordar 
las urgentes y acumuladas demandas sociales que generan malestar, tensiones 
y frustración en el aparato público. 

Además, el enfoque propuesto demanda una mejora sustancial en la comunicación 
y la colaboración integral entre las entidades gubernamentales y la ciudadanía, 
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al igual que sus organizaciones, bajo un modelo sistémico que no se base en 
compartimentos “sectoriales” y “niveles” administrativos, sino en la estructura 
de ecosistemas administrativos. Estos operarán bajo un marco de colaboración 
y coordinación que promoverá la acción armónica y complementaria de diversas 
entidades y actores, asegurando una gestión eficiente y sinérgica de recursos y 
esfuerzos con un enfoque territorial.

El diseño e implementación del enfoque propio de la bioadministración pública, 
bajo la organización de ecosistemas administrativos, permitirá fortalecer la ca-
pacidad de las entidades gubernamentales para abordar, bajo el principio de la 
“buena administración” y del enfoque territorial, las complejas implicaciones de 
la violencia en Colombia, al tiempo que trabajamos hacia un futuro caracteriza-
do por la paz, la justicia social y la prosperidad social y económica en todas las 
regiones del país. 

En el Departamento Administrativo de la Función 
Pública consideramos que el proceso de transfor-
maciones de las administraciones públicas debe ser 
de construcción colectiva, involucrando de manera 
significativa a los servidores públicos de todos los 
territorios y regiones, así como a las organizaciones 
sociales, la academia, la empresa privada y demás 
actores relevantes en el ámbito de las administra-
ciones públicas. 

Es por esta razón que hemos realizado diálogos con-
sultivos regionales en Valle del Cauca, Choco y Bo-
lívar durante el último trimestre de 2023, y los con-
tinuaremos en los primeros meses del próximo año. 

En esta publicación, presentamos una serie de fundamentos conceptuales y téc-
nicos que servirán como base para fomentar el debate y recopilar las contribu-
ciones de todas las personas interesadas en este proceso.

En el Departamento 
Administrativo de 

la Función Pública 
consideramos 

que el proceso de 
transformaciones de 
las administraciones 

públicas debe ser 
de construcción 

colectiva
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Repensando las administraciones 
públicas en el contexto de las violencias 
en Colombia

Las administraciones públicas no han sido ajenas a las dinámicas del con-
flicto armado interno. Por acción o por omisión, han sido protagonistas 
importantes de la pervivencia de distintas formas de violencia, y también 
han sido víctimas. Así las cosas, la construcción de la paz total y la dig-

nificación de la vida en todas sus expresiones, que impulsa el actual gobierno, 
demanda transformaciones de todos los sectores y niveles de la administración 
pública y un liderazgo especial. 

Veamos lo anterior con algún detalle:

La administración pública como víctima
Las administraciones públicas en Colombia han sido lamentables víctimas del 
prolongado conflicto armado interno que ha asolado el país durante décadas. 
Este conflicto no solo ha generado el asesinato y victimización de servidores 
públicos dedicados a ayudar a la comunidad, sino también la interrupción y obs-
trucción de las funciones esenciales de muchas instituciones oficiales. Los actos 
de violencia y fuerza perpetrados por diversos grupos armados y del narcotráfico, 
han impedido el desempeño de sus responsabilidades gubernamentales en áreas 
como la educación, salud, infraestructura, servicios públicos domiciliarios y justi-
cia. Además, ha dejado un impacto devastador en las comunidades que dependen 
en gran medida de los servicios a cargo del Estado, para mejorar su calidad de 
vida no solo en zonas rurales, sino también en los cinturones de miseria de las 
grandes ciudades.

Por solo mencionar algunos ejemplos de estas violencias, señalamos los siguien-
tes: i) asesinato, secuestro, desaparición, extorsión, desplazamiento forzado, in-
timidación y sometimiento a tratos degradantes e inhumanos de funcionarios y 
operadores principalmente en las áreas de la seguridad, la justicia, la educación, 
la salud, el cuidado del medio ambiente y el fomento de los derechos humanos; ii) 
captura del estado local por mafias legales e ilegales que llevan más de 20 años 
rotándose y parasitando del poder local y que sobreviven merced a las violencias, 
la corrupción, el constreñimiento al elector y al servicio de intereses particulares; 
iii) persecución a instituciones sociales, sindicatos y organizaciones comunitarias 
(veedurías ciudadanas, grupos ambientalistas y de defensores de derechos hu-
manos); iv) destrucción o abandono de sedes, infraestructuras y bienes públicos; 
y v) destierro de las autoridades locales.
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Las consecuencias de la violencia prolongada en Colombia para la legitimidad de 
las instituciones y administraciones públicas son profundas y preocupantes. La 
constante victimización de servidores públicos y la interrupción de las funciones 
esenciales de las instituciones oficiales, ha minado la confianza de la ciudadanía 
en el gobierno. La presencia de actos violentos, como asesinatos y secuestros, so-
cava la autoridad del Estado en áreas críticas como seguridad, justicia, educación 
y salud, lo que disminuye su legitimidad. La captura del Estado local por mafias 
y la corrupción erosionan aún más la confianza pública en las instituciones. La 
persecución a instituciones sociales y la destrucción de bienes públicos generan 
un ambiente de desprotección, desconfianza y descontento. 

La administración pública como generadora de 
malestar social y de violencias
Es complejo abordar este tema, pero es necesario. Como sabemos, la gobernanza 
democrática, en gran medida organizada a través de las administraciones públi-
cas, se centra en la gestión constructiva de los conflictos, haciendo hincapié en su 
prevención. Más importante aún, se dedica a garantizar la vigencia y protección 
de los derechos humanos, el respeto a las normas del estado social de derecho, 
el monopolio legítimo del uso de la fuerza, el acceso oportuno a la justicia y la 
participación activa de la ciudadanía en la toma de decisiones. 

Cuando la administración pública se ve inundada por la corrupción, la negligencia, 
el centralismo, la intimidación y los abusos de poder, así como por el favoritismo 
de intereses particulares en un país marcado por la desigualdad crónica, la go-
bernabilidad democrática se desvanece y se abre paso a la violencia y la ley del 
más fuerte para determinar el rumbo de la vida de las comunidades. 

En este contexto, la gestión deficiente de las administraciones públicas emerge 
como un factor que promueve o desencadena la insatisfacción social y diversas 
manifestaciones de violencia. Este ámbito merece un estudio más profundo en 
Colombia para avanzar en la prevención de conflictos y en la implementación de 
medidas reparadoras, con el fin de consolidar un entorno de paz duradera. De 
manera indiscriminada, algunas de estas acciones generadoras de malestar social 
y violencias por parte de las administraciones públicas son: i) omisión en la pro-
tección de los derechos humanos; ii) desatención al ciudadano en sus demandas 
y agonías, es decir, la existencia de administraciones públicas de espaldas al ciu-
dadano; iii) tramites excesivos que impiden respuestas oportunas; iv) corrupción y 
desgreño administrativo; v) maltrato a la ciudadanía y abusos de poder negadores 
del acceso a derechos, ya sea por acción o por omisión; vi) ausencias en territo-
rios históricamente abandonados y martirizados por la pobreza y las violencias; 
vii) alianzas con actores ilegales de la violencia y la corrupción; viii) negligencia 
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y desprotección de la naturaleza; ix) segregación de etnias y territorios urbanos 
y rurales; x) desatención a los pliegos de peticiones negociados en el marco de 
las protestas ciudadanas.

La buena administración pública como 
dinamizadora de la paz total
Tal como se profundiza en otro artículo de esta revista, para abordar los de-
safíos del impacto de las violencias en las administraciones públicas, desde el 
DAFP pensamos que es necesario transformar los enfoques y las prioridades de 
su diseño y de su actuar. La buena administración pública es un concepto que 
abarca la gestión eficiente y efectiva de los asuntos del Estado, para satisfacer 
las necesidades y expectativas de los ciudadanos. Por lo tanto, desempeña un 
papel fundamental en la protección de la vida y la construcción de la paz desde la 
transparencia, la responsabilidad, la descentralización efectiva, la participación 
ciudadana y la rendición de cuentas. 

La buena administración pública es considerada como un derecho ciudadano, ya 
que implica que los ciudadanos tienen el legítimo derecho de acceder a servicios 
públicos de calidad, hacer parte en la toma de decisiones y ser tratados con 
imparcialidad y justicia por las autoridades. Además, exige que las instituciones 
gubernamentales operen de manera ética y que los funcionarios públicos actúen 
con integridad, evitando la corrupción. La buena administración pública promueve 
la confianza en el gobierno, la igualdad de acceso a los servicios y la construcción 
de una sociedad justa, en la que los ciudadanos puedan ejercer sus derechos de 
manera efectiva y participar activamente en la vida democrática de su país.

Así las cosas, la buena administración pública ejerce un papel crucial en la cons-
trucción de la paz y la protección de la vida en todas sus formas en un país como 
Colombia. Esto se logra a través de la gestión eficiente y efectiva de los asuntos 
del Estado, satisfaciendo las necesidades y expectativas de los ciudadanos. La 
transparencia, la responsabilidad, la participación ciudadana y la rendición de 
cuentas son pilares fundamentales de la buena administración pública, que con-
tribuyen a superar las asimetrías en el acceso a los derechos.

En primer lugar, la transparencia y la rendición de cuentas garantizan que los 
recursos públicos se utilicen de manera adecuada, evitando la corrupción y pro-
moviendo la confianza en el gobierno. Esto, a su vez, contribuye a la construcción 
de la paz, ya que la corrupción, como ya lo hemos señalado, alimenta conflictos y 
socava la estabilidad. En segundo lugar, la participación ciudadana y la toma de 
decisiones inclusivas permiten a la sociedad civil influir en las políticas públicas, 
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lo que lleva a un mayor respeto por los derechos de todos los ciudadanos, los 
derechos de la naturaleza y la promoción de una sociedad justa.

La buena administración pública asegura que los servicios públicos sean de cali-
dad y que los ciudadanos sean tratados con imparcialidad y justicia, lo que reduce 
las desigualdades en el acceso a los derechos, como la educación, la atención 
en salud y a las oportunidades de desarrollo económico. Además, promueve la 
igualdad de acceso a los bienes y servicios que debe ofrecer el Estado social de 
derecho, lo que es esencial para la construcción de la paz, pues la exclusión y la 
desigualdad pueden ser fuentes de conflicto.

Las administraciones públicas en el 
modelo neoliberal: la necesidad de 
transformar la prevalencia del mercado, 
hacia la prevalencia de la vida y la paz

Es esencial que las administraciones públicas vayan más allá de meramen-
te satisfacer las demandas del mercado y garantizar la rentabilidad del 
gasto público, y en su lugar, centren su enfoque en la protección de la 
vida y la búsqueda de la paz mediante el bienestar general y la equidad 

social. Esto implica abordar las desigualdades en un país que figura entre los 
más desiguales del mundo.

Como se sabe, el modelo neoliberal, implementado en el país, sobre todo desde 
la última década del siglo pasado, se ha caracterizado por la reducción de algu-
nas de las funciones esenciales del Estado social de derecho, la prestación de 
servicios por particulares y la promoción de la libre competencia, lo que ha de-
jado una marca profunda en las administraciones públicas contemporáneas, en 
el bienestar equitativo de la sociedad y en el cuidado de la naturaleza. También 
ha limitado la capacidad de los ciudadanos para influir de manera efectiva en la 
toma de decisiones, al reducir su participación en asuntos públicos a solo vali-
dar decisiones ya tomadas. Esto ha reducido la legitimidad de las instituciones, 
generando descontento y desconfianza en la sociedad, ya que se percibe que los 
intereses privados prevalecen sobre el bienestar colectivo, además de afectar la 
estabilidad y eficacia de las instituciones gubernamentales.

Autores, como Friedman (1962) y Hayek (1975), han abogado por la minimización 
de la intervención estatal en favor del mercado, pues privilegia a determinadas 
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élites. Esto también ha llevado a la privatización de servicios públicos, la orien-
tación hacia la eficiencia y la descentralización administrativa, trasladando casi 
siempre responsabilidades sociales hacia gobiernos periféricos, sin los recursos co-
rrespondientes ni empoderamientos institucionales. Si bien autores como Ostrom 
(2009) han reconocido los posibles beneficios de la descentralización al “acercar la 
administración a los administrados”, otros, como Harvey (2007), han alertado sobre 
la exacerbación de la desigualdad y la mercantilización de áreas claves, como la 
educación y la salud y el atraso de regiones tradicionalmente empobrecidas. 

Autores, como Stiglitz (2002), han señalado que el 
énfasis en la competencia y la rentabilidad puede 
erosionar la cohesión social e incrementar proble-
mas estructurales y fomentar la corrupción. En este 
sentido, el modelo neoliberal ha dejado efectos mix-
tos, incluyendo mejoras en la eficiencia, pero tam-
bién daños en la equidad y la cohesión social y, como 
consecuencia, en la legitimidad de las instituciones. 
Es importante resaltar que este modelo ha llevado 
a una explotación desmedida de recursos naturales, 
desencadenando la degradación de ecosistemas crí-
ticos. Además, al priorizar la eficiencia sobre la sos-
tenibilidad, se han descuidado las responsabilidades 

hacia la protección ambiental, lo que ha reducido la capacidad de la naturaleza 
para mantener su equilibrio y funcionamiento, afectando negativamente la bio-
diversidad y la salud de los ecosistemas.

El modelo neoliberal, con su énfasis en la reducción de las funciones esenciales 
del Estado social de derecho, la privatización, y la búsqueda desmedida de efi-
ciencia y rentabilidad, ha tenido un impacto significativo en nuestras sociedades. 
Si bien ha traído mejoras en algunos aspectos, no se puede ignorar su contribu-
ción a la exacerbación de desigualdades, la mercantilización de servicios claves, 
la falta de equidad regional y la erosión de la cohesión social.

Para avanzar hacia un futuro en paz, más equitativo y sostenible, es imperati-
vo reconsiderar este enfoque y adoptar políticas que equilibren el crecimiento 
económico con la justicia social, la inclusión y el cuidado del medio ambiente. La 
bioadministración pública, como lo hemos señalado, busca enfocarse en la pro-
tección y promoción de la vida en todas sus formas, respetando los derechos hu-
manos y garantizando una gestión responsable de los recursos naturales, bajo el 
principio de buena administración. Este camino no solo busca lograr el bienestar 
general, sino también construir una sociedad más justa, pacífica y sustentable en 
un mundo caracterizado por la desigualdad y la amenaza del cambio climático.

La bioadministración 
pública busca 

enfocarse en 
la protección y 

promoción de la vida 
en todas sus formas
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Las principales tendencias de las reformas 
a las administraciones públicas en el mundo 
contemporáneo y en Colombia
En los últimos años, varios países han experimentado procesos de reformas de sus 
administraciones públicas, con énfasis distintos según sus necesidades. Algunas de 
esas tendencias de las reformas están resumidas en la siguiente tabla:

Tabla 1. Tendencias de reformas en las administraciones públicas

Enfoque Principios orientadores Países Autores

Gobierno electrónico 
(e-Government)

Implica la utilización de 
tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC), para mejorar 
la prestación de servicios públicos 
y la interacción entre el gobierno y 
los ciudadanos

Singapur, 
Estonia, 
Corea del Sur

Albert 
Meijer, Helen 
Margetts

Transparencia y 
apertura (Open 

Government)

Fomenta la transparencia 
en la toma de decisiones 
gubernamentales y la 
participación ciudadana en la 
elaboración de políticas públicas y 
el acceso a la información pública

Estados 
Unidos, Reino 
Unido, Brasil

Beth Noveck, 
Lawrence 
Lessig

Gestión por 
resultados

Se centra en la medición y 
evaluación de los resultados y el 
desempeño gubernamental, con 
un enfoque en el logro de objetivos 
específicos

Canadá, 
Australia, 
Nueva 
Zelanda, 
Colombia

Mark Moore, 
Christopher 
Hood

El ciudadano en el 
centro de la acción 

pública

Participación activa, transparencia, 
servicios eficientes, respuesta 
a necesidades ciudadanas, 
involucramiento en toma 
decisiones y mejora continua de 
servicios gubernamentales

Australia, 
Nueva 
Zelanda, 
Canadá, 
Dinamarca

Carl 
Friedrich 
(Alemania), 
Albert 
Meister 
(Alemania)

Nueva gestión 
pública (New Public 

Management)

Propone la aplicación de 
técnicas de gestión empresarial 
en la administración pública, 
enfocándose en la eficiencia y 
la reducción de costos. Énfasis 
en la “gerencia pública” y 
la profesionalización de los 
funcionarios

Reino Unido, 
Nueva 
Zelanda, 
Australia y 
Colombia

Christopher 
Hood, Peter 
Drucker
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Enfoque Principios orientadores Países Autores

Enfoque basado en 
derechos (Rights-
Based Approach)

Pone énfasis en los derechos 
humanos y la equidad en la 
prestación de servicios públicos, 
garantizando el acceso de todos 
los ciudadanos

Suecia, 
Noruega, 
Canadá

Amartya 
Sen, Martha 
Nussbaum

Colaboración y 
redes (Collaborative 

Governance)

Aboga por la colaboración entre 
diferentes actores, incluyendo 
gobiernos, organizaciones no 
gubernamentales, sector privado 
y ciudadanos, en la solución de 
problemas públicos

Países Bajos, 
Dinamarca, 
Canadá

Mark E. 
Warren, 
Chris Ansell

Innovación en el 
sector público

Promueve la adopción de 
enfoques creativos y disruptivos 
en la administración pública para 
resolver problemas y mejorar la 
calidad de los servicios

Finlandia, 
Israel, 
Singapur

John M. 
Bryson, 
Stephen 
Goldsmith

Descentralización 
y empoderamiento 

local

Transfiere responsabilidades y 
recursos a nivel local para una 
toma de decisiones más cercana a 
la comunidad

Brasil, India, 
Indonesia, 
Kenia

Paul Smoke 
(EE. UU.), 
George E. 
Peterson 
(EE. UU.)

Economía 
comportamental en 
la política pública

Utiliza los principios de la 
psicología y la economía para 
diseñar políticas que tengan en 
cuenta el comportamiento humano

Estados 
Unidos, 
Reino Unido, 
Canadá, 
Australia

Richard 
Thaler 
(EE. UU.), 
Cass Sunstein 
(EE. UU.)

Sostenibilidad y 
resiliencia

Integra principios de 
sostenibilidad y resiliencia en 
la planificación y ejecución de 
políticas gubernamentales

Países Bajos, 
Alemania, 
Suecia, 
Noruega

Judith Rodin 
(EE. UU.), 
Tim Jackson 
(Reino 
Unido)

Transparencia 
y participación 

ciudadana

Fomento de la transparencia en 
la administración pública y la 
involucración ciudadana en la 
toma de decisiones

Brasil, México 
y algunos 
países 
nórdicos

Archon 
Fung y Beth 
Simone 
Noveck
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Enfoque Principios orientadores Países Autores

Bioadministración 
pública a través 
de ecosistemas 
administrativos

Propone la reorganización de 
las administraciones públicas 
-nacional y territoriales-, bajo un 
concepto de integración funcional 
entre sectores y territorios, 
ordenados por ecosistemas 
administrativos, que garanticen 
la producción social y económica 
incluyente y participativa y 
aseguren la buena administración

Propuesta 
para 
Colombia

DAFP

Fuente: elaboración propia

En el caso de Colombia, el marco conceptual orientador ha sido la nueva admi-
nistración pública (NPM por su sigla en inglés de New Public Management), que 
hace énfasis en la eficiencia, la orientación al cliente y la adopción de prácticas 
del sector privado en el gobierno. Sus principales características incluyen des-
centralización (casi siempre es más desconcentración y delegación que descen-
tralización), orientación al cliente, rendición de cuentas, competencia y mercado, 
flexibilidad laboral, reducción de la burocracia y privatización selectiva. Con estos 
pilares busca mejorar la calidad de los servicios públicos, aumentar la eficiencia, 
promover la transparencia, simplificar procesos administrativos y, en algunos 
casos, involucrar al sector privado en la prestación de servicios públicos. Sus 
resultados han sido importantes, pero sus desafíos son mayúsculos. Este marco 
conceptual o modelo ha enfrentado una serie de críticas y desafíos que ponen 
en tela de juicio su eficacia y su compatibilidad con los valores y objetivos de la 
administración pública colombiana. 

A continuación, se presentan ocho de las principales críticas y desafíos de este 
modelo, que aun impera en América Latina y en Colombia:

•	 Falta de enfoque en la equidad y la justicia: la NPM tiende a centrarse en 
la eficiencia y la productividad, lo que puede resultar en la reducción de ser-
vicios para grupos marginados o desfavorecidos. Esto puede llevar a una 
disminución en la equidad y la justicia social en la prestación de servicios 
públicos y aumentar las brechas territoriales. Los grupos marginados, como 
las minorías étnicas, las personas con discapacidades o las comunidades 
rurales, a menudo se ven perjudicados por esta falta de enfoque. Además, 
la reducción de servicios en áreas geográficas menos rentables ha resultado 
en un abandono de regiones enteras, exacerbando las brechas territoriales y 
generando desequilibrios económicos y sociales.
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•	 Sobreestimación de la capacidad de mercado: la incorporación de conceptos 
de mercado en la gestión pública puede no ser apropiada para todas las fun-
ciones gubernamentales y servicios. Servicios fundamentales, como la educa-
ción y la salud, pueden no ser compatibles con los principios de competencia 
y elección del mercado, ya que no se adaptan a las diversas necesidades 
de las comunidades en regiones urbanas y rurales, que a menudo varían en 
términos de recursos y acceso a servicios. Además, en un entorno donde la 
informalidad económica es predominante, la aplicación de las leyes del mer-
cado para regular el acceso a bienes y servicios estatales puede dar lugar a 
desigualdades y acentuar la marginación tanto en términos humanos como 
territoriales. La opción de los subsidios condicionados, que se ha considerado 
para abordar estos problemas, ha demostrado ser ineficaz, y puede fomentar 
la dependencia de la asistencia estatal, promover un excesivo paternalismo 
y perpetuar una mentalidad ciudadana de pasividad y necesidad.

•	 Enfoque estrecho en resultados medibles: la NPM tiende a dar prioridad a 
resultados fácilmente medibles, lo que conduce a descuidar aspectos cualita-
tivos y de largo plazo en la prestación de servicios. La obsesión por los indica-
dores de rendimiento puede dejar de lado aspectos intangibles pero cruciales. 
Por ejemplo, en la educación, la calidad de la enseñanza, la motivación de los 
estudiantes y el compromiso de los docentes son factores difíciles de cuan-
tificar pero importantes para el éxito a largo plazo. En la atención médica, la 
satisfacción del paciente y la relación médico-paciente son elementos cualita-
tivos que no se reflejan fácilmente en números. Cuando las administraciones 
públicas conciben a la ciudadanía meramente como un conjunto de datos, se 
corre el riesgo de fomentar la falta de solidaridad y cooperación, así como 
la desconfianza. Esto, a su vez, contribuye a una cultura ciudadana débil, en 
cuanto a la comprensión y apoyo de los asuntos públicos y la colaboración 
en su gestión y disfrute.

•	 Desmotivación y desconfianza en los servidores públicos: el énfasis en la 
competencia y el rendimiento puede generar una cultura organizacional en la 
que los empleados públicos se sientan desmotivados y faltos de compromiso, 
dado que pueden experimentar presión excesiva y falta de reconocimiento 
por su trabajo. La falta de motivación y confianza en los servidores públicos 
contribuye a socavar la efectividad y la eficiencia de la administración pública.

•	 Simplificación excesiva de los problemas públicos: la aplicación de técnicas 
empresariales puede llevar a una simplificación excesiva de los problemas 
complejos y multifacéticos que enfrenta la administración pública. Esto puede 
conducir a soluciones superficiales que no abordan adecuadamente las nece-
sidades de la sociedad. Los problemas públicos, como la construcción de la 
paz, la protección de la vida, la superación de las distintas formas de segre-
gación y marginación social, no son simplemente transacciones comerciales; 
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están inmersos en contextos sociales, políticos y éticos que requieren un 
análisis más profundo

•	 Privatización y pérdida de control público: la privatización puede generar 
problemas sistémicos en la prestación de servicios esenciales, debido a que 
las empresas privadas, al buscar maximizar sus beneficios, pueden verse 
tentadas a recortar costos en áreas críticas, como la calidad de los servicios 
o la inversión en infraestructura a largo plazo. Esto puede resultar en una 
disminución de la calidad de los servicios públicos, por lo tanto, afecta di-
rectamente la vida de los ciudadanos y socava el propósito fundamental de 
los servicios gubernamentales. Además, la privatización puede llevar a una 
pérdida de control público, ya que las empresas privadas no siempre tienen 
incentivos para la transparencia y pueden operar con un grado significativo 
de autonomía, planteando desafíos para la supervisión y la rendición de cuen-
tas, puesto que el gobierno puede tener dificultades para asegurarse que los 
servicios se proporcionen de manera efectiva y se ajusten a las necesidades 
cambiantes de la sociedad. 

•	 Falta de adaptabilidad a contextos culturales y locales: la NPM a menudo 
se basa en principios universales y técnicas de gestión aplicadas en contex-
tos empresariales. Sin embargo, estas perspectivas pueden no ser aplicables 
en todos los entornos culturales y sociales, además que pueden conducir a 
incompatibilidades y falta de aceptación. Cada comunidad y región tiene su 
propia idiosincrasia, valores y prácticas arraigadas que a menudo no encajan 
con las directrices generales de la NPM. Esto puede llevar a una falta de acep-
tación, resistencia y conflictos, ya que los métodos de gestión simplificados 
y orientados hacia la competencia no siempre son apropiados o efectivos en 
contextos culturales específicos.

Así las cosas, la bioadministración pública y los eco-
sistemas administrativos ofrecen una alternativa 
necesaria al enfoque restrictivo de la NPM, que ha 
imperado en el país, al poner el énfasis en la protec-
ción de la vida y la construcción de la paz, la equidad 
y la justicia, a través del reconocimiento de las diver-
sidades culturales, socioeconómicas, geográficas y 
contextuales presentes en el territorio nacional. Esta 
perspectiva abarca la atención a aspectos cualitati-
vos y de largo plazo en la prestación de servicios, al 
evitar la obsesión por los resultados cuantificables, 
que a menudo obvian factores determinantes para 
construir intangibles éticos, sociales y humanistas 
que fueron destruidos por las múltiples violencias y 
que aportan en el bienestar de la sociedad. Además, 

La bioadministración 
pública y los 
ecosistemas 

administrativos 
ofrecen una 

alternativa a 
los enfoques 

tradicionales y 
restrictivos de la 

administración 
pública
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la bioadministración pública se adapta a los contextos culturales y locales, re-
conociendo que cada comunidad y región en Colombia tiene sus propias parti-
cularidades e historias que requieren atenciones y dinámicas específicas. Así, 
se promueve también la aceptación y la cooperación generadora de confianza y 
solidaridades, en lugar de la resistencia y los conflictos que provocan malestar 
social y violencias. 

En un entorno donde la privatización y la pérdida de control público son preo-
cupaciones significativas, la bioadministración pública aboga por mantener la 
gestión de servicios esenciales en manos del Estado, garantizando la transpa-
rencia y la rendición de cuentas, así como la calidad y accesibilidad de los servi-
cios públicos para todos los ciudadanos. El nuevo enfoque para transformar las 
administraciones públicas ofrece una perspectiva más equitativa, adaptativa y 
justa para abordar los desafíos de la administración pública en Colombia, abra-
zando la diversidad cultural y territorial del país y preservando el bienestar de 
todos los ciudadanos.

La propuesta de bioadministración 
pública y los ecosistemas administrativos 
en la Constitución “ambientalista” y 
“participativa” de 1991

La Constitución de 1991 ha sido llamada la “Constitución ecologista”, de-
bido a la gran cantidad de disposiciones para la defensa y protección del 
medio ambiente1, en particular, en los artículos 8, 63, 79 y 80, y luego en 
el Convenio sobre la diversidad biológica, aprobado mediante la Ley 165 

1	 De una lectura sistemática, axiológica y finalista surge el concepto de constitución ecológica, conformado por 
las siguientes 34 disposiciones: Preámbulo (vida), 2º (fines esenciales del Estado: proteger la vida), 8º (obliga-
ción de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación), 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 
(derechos fundamentales de los niños), 49 (atención de la salud y del saneamiento ambiental), 58 (función eco-
lógica de la propiedad), 66 (créditos agropecuarios por calamidad ambiental), 67 (la educación para la protec-
ción del ambiente), 78 (regulación de la producción y comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a un 
ambiente sano y participación en las decisiones ambientales), 80 (planificación del manejo y aprovechamiento 
de los recursos naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares), 82 (deber de proteger 
los recursos culturales y naturales del país), 215 (emergencia por perturbación o amenaza del orden ecológico), 
226 (internacionalización de las relaciones ecológicas, 268-7 (fiscalización de los recursos naturales y del am-
biente), 277-4 (defensa del ambiente como función del Procurador), 282-5 (el Defensor del Pueblo y las accio-
nes populares como mecanismo de protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e integración en 
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de 1994. En este sentido, nos recuerda el profesor Mario Rincón (2022), que el 
medio ambiente es calificado en la carta magna como un principio, un derecho y 
un deber: i) es un principio que irradia todo el orden jurídico puesto que es obli-
gación del Estado proteger las riquezas naturales de la nación; ii)es un derecho 
de todas las personas a gozar de un ambiente sano, derecho constitucional fun-
damental para el hombre, y su cuidado es una tarea conjunta entre el Estado y 
los particulares, y iii) es un deber colectivo por cuanto exige de las autoridades y 
de los particulares acciones encaminadas a su protección, buscando siempre que 
el desarrollo económico y social sea compatible con las políticas encaminadas a 
salvaguardar las riquezas naturales de la nación.

La propuesta de implementar el enfoque de bioadministración pública y ecosiste-
mas administrativos para reformar las administraciones públicas colombianas se 
justifica de manera contundente a través de la integración de preceptos constitu-
cionales. Este enfoque, arraigado en el derecho a la vida consagrado en el artículo 
11 de la Constitución, impulsa la gestión sostenible de los recursos naturales y la 
conservación de los ecosistemas, garantizando un ambiente saludable y seguro 
para las actuales y futuras generaciones.

Además, se destaca la importancia del derecho a la paz, establecido en el artículo 
22 de la Constitución, especialmente en un país con un histórico conflicto arma-
do. La bioadministración pública y los ecosistemas administrativos surgen como 
herramientas para abordar las raíces del conflicto, como la competencia por los 
recursos naturales y la degradación ambiental, promoviendo la estabilidad social 
y económica, factores fundamentales para la paz y la reconciliación.

La nueva aproximación también armoniza con la visión ecológica de la Consti-
tución, que exige la protección del patrimonio ecológico y la sostenibilidad am-
biental, enfatizando la responsabilidad del Estado según el artículo 80, alineán-
dose con las ideas de Leff (2004). La participación ciudadana, establecida como 
principio fundamental en el artículo 103, se conjuga con la obra de Boaventura 

zonas fronterizas para la preservación del ambiente), 300-2 (asambleas departamentales y medio ambiente), 
301 (gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a recursos naturales y a circunstancias 
ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y Providencia con el fin de preservar el ambiente y los re-
cursos naturales), 313-9 (concejos municipales y patrimonio ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización 
para conservación del ambiente y los recursos naturales), 330-5 (Concejos de los territorios indígenas y pre-
servación de los recursos naturales), 331 (Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena y 
preservación del ambiente), 332 (dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), 
333 (limitaciones a la libertad económica por razones del medio ambiente), 334 (intervención estatal para la 
preservación de los recursos naturales y de un ambiente sano), 339 (política ambiental en el plan nacional de 
desarrollo), 340 (representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional de Planeación), 366 (solu-
ción de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como finalidad del Estado).
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de Sousa Santos (2010), resaltando la importancia de la participación ciudadana 
en la formulación de políticas ambientales y administrativas para promover una 
gestión más democrática y cercana a las necesidades reales de la población.

La protección de los ecosistemas se presenta como una responsabilidad inelu-
dible del Estado, conforme al artículo 80 de la Constitución y en concordancia 
con las ideas de Sachs (2015). Además, la justicia ambiental, contemplada en los 
artículos 229 y 250 y ejemplificada por Martha K. Nussbaum, se erige como un 
componente vital de la justicia global, asegurando la equidad en la distribución 
de los impactos ambientales y la protección de las comunidades más vulnerables.

La propuesta de reorientar las administraciones públicas colombianas, bajo el 
concepto de bioadministración y los ecosistemas administrativos, se relaciona 
directamente con el acatamiento y desarrollo de lo establecido en el artículo 209 
de la Constitución Política de Colombia, en el que se establece la función admi-
nistrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con base en 
principios como igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, mediante la descentralización, delegación y desconcentración de 
funciones. La bioadministración, al integrar conceptos de sostenibilidad y respeto 
por los ecosistemas, se alinea con estos principios constitucionales. 

Al adoptar una perspectiva que prioriza la protección del entorno y la promoción 
de un desarrollo sostenible, se garantiza la eficacia y economía de los recursos 
públicos. La gestión bioadministrativa también fomenta la igualdad, al buscar 
equilibrar los intereses generales con la preservación de los ecosistemas para 
las generaciones futuras. La descentralización y delegación de funciones pueden 
facilitar la toma de decisiones más cercana a las comunidades y a las realidades 
de la diversidad geográfica y biótica del país, a la vez que promueve la participa-
ción ciudadana en la gestión de los recursos naturales y fortalece la moralidad 
y la imparcialidad en la administración pública al evitar conflictos de intereses 
que afecten los ecosistemas.

El enfoque de bioadministración pública para transformar las administraciones 
públicas, respeta y desarrolla el compromiso de la Constitución de garantizar los 
derechos de las futuras generaciones y promover la paz, tal como lo establece el 
preámbulo y los artículos 1 y 22. La visión de justicia intergeneracional de Rawls 
(1970) subraya la importancia de considerar las necesidades de las generaciones 
venideras en la toma de decisiones públicas, consolidando la visión de un Estado 
orientado hacia la paz y la justicia a largo plazo. En conjunto, estos fundamentos 
y autoridades respaldan de manera sólida la propuesta de bioadministración 
pública y ecosistemas administrativos como el camino hacia una transformación 
efectiva de las administraciones públicas colombianas. 
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Los desafíos de los sistemas 
administrativos en la administración 
pública como dinamizadores del cambio 
hacia la construcción de la paz y de la 
protección de la vida

La comprensión contemporánea de los sistemas administrativos en la ad-
ministración pública es un campo dinámico que se mantiene en constante 
evolución. Autores influyentes, como Weber (1991) con su obra Economía y 
Sociedad, sentaron las bases para la teoría de la burocracia, destacando la 

importancia de la jerarquía clara de autoridad, reglas y procedimientos formales, 
especialización de funciones, impersonalidad en las relaciones laborales y merito-
cracia basada en la competencia técnica. De este modelo se desprenden diversos 
tipos de sistemas administrativos tradicionales en entidades gubernamenta-

les, que se basan en una jerarquía especializada y 
en la concepción de soberanía, donde el Estado es el 
poder central. Además, consideran que las acciones 
individuales influyen de manera determinante en los 
fenómenos sociales. Sin embargo, enfrentan desa-
fíos: i) traducir las demandas sociales en acciones 
concretas, abordadas por conceptos como autonomía 
y capacidad estatal; ii) La interacción entre soberanía 
y la ontología del actor crea estructuras estatales 
rígidas e ineficaces para adaptarse a las necesida-
des cambiantes; y iii) las demandas cambiantes de 
la sociedad y el avance tecnológico han llevado a la 
reevaluación de estos enfoques clásicos.

Autores contemporáneos como Christopher Hood, 
en su libro Una Administración Pública para el Siglo 
XXI, abogan por una nueva administración pública 

que se centre en la gestión basada en resultados, la rendición de cuentas y 
la participación ciudadana. La gestión basada en resultados asegura que los 
recursos se utilicen de manera eficiente, mejorando servicios esenciales como 
la salud y la educación. La rendición de cuentas garantiza que los funcionarios 
públicos actúen de manera ética, previniendo la corrupción y fomentando la 
confianza en el gobierno, aspecto crucial para la paz. La participación ciudadana 
involucra a la población en la toma de decisiones, promoviendo la resolución 
pacífica de conflictos. 
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Por otro lado, autores como Bozeman y Feeney (2011), enfatizan la importancia 
de la gestión de redes y la colaboración en un entorno interconectado. La era di-
gital ha impulsado la adopción de enfoques basados en datos, como lo propone 
Fountain (2001), quien resalta la importancia de la tecnología de la información 
y la transparencia en la administración pública. La gestión de redes y la colabo-
ración entre instituciones permiten abordar problemas complejos como la vio-
lencia. La tecnología de la información mejora la eficiencia de la administración 
y la transparencia, además de reducir la percepción de corrupción y promover la 
paz al evitar la desconfianza.

A pesar de algunas ventajas que ofrecen estos sistemas administrativos, en la 
búsqueda de cuidar la vida en un planeta afectado por el cambio climático y en la 
construcción de la paz, en contextos como Colombia, también presentan ciertas 
debilidades y desafíos, tales como:

•	 Los sistemas administrativos contemporáneos se centran principalmente en 
la eficiencia y la participación ciudadana, pero a menudo no tienen un enfoque 
suficientemente fuerte en la protección de la vida en todas sus formas y la 
vigencia de los derechos humanos. Esto puede ser una debilidad significativa 
en un país que busca la reconstrucción del valor sagrado de la vida en todas 
sus expresiones, la construcción de la paz y la reconciliación, y la reparación 
a las víctimas con un enfoque de verdad, justicia y garantía de no repetición.

•	 Suelen ser rígidos y lentos para adaptarse a las demandas cambiantes y 
urgentes relacionadas con la protección de la vida humana y no humana, así 
como para atender las demandas sociales represadas por decenas de años y 
que le subyacen a las violencias. La toma de decisiones puede resultar lenta y 
poco efectiva en la respuesta a situaciones de emergencia, como las descritas 
al comenzar este artículo.

•	 A pesar de la importancia de la participación ciudadana en la nueva admi-
nistración pública, en la práctica puede haber obstáculos para asegurar una 
representación equitativa y, sobre todo, una acción incidente y determinante 
en el ciclo de las políticas públicas para atender las comunidades más afec-
tadas por las violencias o las que han sufrido la exclusión y la marginación 
en contextos del desarrollo desigual del país

•	 Si bien la gestión de redes y la colaboración entre instituciones son destaca-
das, en la realidad pueden surgir problemas de coordinación, competencia y 
falta de cooperación entre diferentes agencias y niveles gubernamentales y 
organizaciones de la sociedad. Estos problemas pueden dificultar la imple-
mentación de soluciones efectivas en situaciones complejas como el cambio 
climático, la construcción de la paz, la reparación a los daños causados a la 
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naturaleza, la profundización del enfoque territorial de la acción de las ad-
ministraciones públicas.

•	 La brecha digital existente en el país puede dejar a ciertos territorios y gru-
pos de la población aún más excluidos de los beneficios de estos sistemas, 
en lugar de abordarla.

•	 La gestión basada en resultados puede enfocarse en indicadores cuantitati-
vos, lo que puede no reflejar adecuadamente los impactos en cuestiones am-
bientales y de paz, que a menudo son difíciles de cuantificar. Esto puede llevar 
a una falta de atención a factores cualitativos y a la búsqueda de soluciones 
a corto plazo que no aborden adecuadamente los desafíos a largo plazo.

•	 En estos sistemas, el Estado tiende a concentrar gran parte del poder. Esto 
puede llevar a la falta de participación de las comunidades locales y a la exclu-
sión de grupos marginados en la toma de decisiones y a exacerbar conflictos 
y tensiones en el país.

•	 Los enfoques administrativos a menudo son generales y pueden no adaptarse 
a las realidades específicas de Colombia, donde las dinámicas regionales y 
culturales son diversas. Esto puede dificultar la aplicación efectiva de estos 
sistemas para abordar problemas locales.

•	 Así las cosas, se hace necesario emprender una innovación conceptual en los 
sistemas administrativos, particularmente en entornos como Colombia, donde 
las administraciones públicas enfrentan desafíos singulares como actores 
que, por acción u omisión, han sido afectados o han influido en el conflicto 
armado interno. Este proceso implica la concepción de nuevos modelos ad-
ministrativos que actúen como agentes activos en la preservación de la vida 
en todas sus manifestaciones, además de contribuir al establecimiento de la 
paz con justicia social. El objetivo fundamental es superar las diversas formas 
de exclusión, tanto a nivel humano como territorial.

La bioadministración pública

La bioadministración pública es una propuesta de paradigma innovador 
que redefine la gestión gubernamental. Prioriza la preservación y mejora 
de la vida en todas sus manifestaciones y la construcción de la paz y la 
convivencia armónica con la naturaleza, así como la superación de toda 

forma de segregación humana o territorial como mecanismos para prevenir la 
degradación de la vida. 
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Este enfoque trasciende la administración pública tradicional y se convierte en un 
compromiso mancomunado de todos los estamentos de la sociedad y del Estado, 
con la sostenibilidad ambiental, la justicia social y la paz. Busca la construcción 
de una sociedad inclusiva, donde se garantice la igualdad en la calidad de vida y 
el acceso a oportunidades para todos los miembros de la sociedad y se garantice 
el cuidado de la naturaleza y su restauración donde haya sufrido daños. 

En la bioadministración pública, las políticas se diseñan considerando el impac-
to en los ecosistemas, la salud de la población y la promoción de la inclusión, la 
igualdad y la convivencia pacífica. Se fomenta y facilita la colaboración e integra-
ción interinstitucional y la participación ciudadana activa para abordar desafíos 
complejos y garantizar la buena administración. La reconciliación se convierte 
en un pilar fundamental, promoviendo el entendimiento y la resolución pacífica 
de conflictos.

Las diferencias entre biopolítica y 
bioadministración
La biopolítica y la bioadministración pública son dos campos de estudio y enfo-
ques gubernamentales distintos. La biopolítica, como concepto desarrollado por 
Foucault (2004), se centra en el poder estatal para regular y controlar la vida de 
los ciudadanos, a menudo mediante la vigilancia y la regulación de aspectos como 
la salud, la educación y la seguridad. Busca mantener el orden y ejercer control, 
a veces a costa de las libertades individuales.

Por otro lado, la bioadministración pública es un paradigma innovador que rede-
fine la gestión gubernamental. Su enfoque es la preservación y mejora de la vida 
en todas sus formas, la construcción de paz, la superación de la segregación y 
la sostenibilidad. Esta mirada promueve la colaboración amplia entre sociedad 
y Estado, pues favorece la igualdad, la justicia social y la convivencia pacífica. 
Enfatiza en diseñar políticas considerando el impacto en los ecosistemas y la 
salud de la población. A diferencia de la biopolítica, la bioadministración busca 
un bienestar más integral y sostenible, donde el poder estatal se emplea para 
la preservación de la vida en su totalidad, el goce de las libertades públicas y la 
promoción de una sociedad inclusiva y pacífica. Dicho de otra manera, mientras 
que la biopolítica se centra en el control estatal, la bioadministración pública 
busca la colaboración y la mejora integral de la calidad de vida en armonía con 
la naturaleza y la paz.
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Las bases conceptuales de la 
bioadministración pública

Con el propósito de transformar las administraciones 
públicas hacia los objetivos ya expuestos, el DAFP 
plantea el concepto de bioadministración, como una 
noción orientadora e innovadora en la administración 
pública. La bioadministración pública se puede en-
tender como un ecosistema organizativo y de gestión 
orientado a salvaguardar y promover el bienestar y 
la dignidad de todas las personas y seres vivos, así 
como la sostenibilidad de los ecosistemas. Su pro-
pósito principal es garantizar un entorno en el que 
se respeten los derechos, se fomente la equidad, se 
proteja la diversidad, y se promueva la justicia social. 

La administración pública, bajo esta óptica, busca 
facilitar el acceso a servicios esenciales, mitigar las 
desigualdades, y tomar decisiones éticas que tengan 
en cuenta las implicaciones a largo plazo para la vida 
en todas sus formas.

La bioadministración pública es una técnica de administración que incorpora una 
nueva perspectiva de “gubernamentalización”2, en línea con la terminología de 
Foucault (1976). Su objetivo no es simplemente adaptarse a los cambios inminen-
tes, sino catalizarlos y fortalecerlos. Esta transformación debe estar arraigada 
en sólidos fundamentos éticos y de equidad con el fin de situar la promoción y 
protección de la vida en todas sus manifestaciones en el centro de la administra-
ción pública. El prefijo ‘bio’ tiene sus raíces en el griego antiguo, , que significa 
“vida”, de modo que engloba todas sus formas, sin limitarse exclusivamente a 
la vida humana. Por lo tanto, el propósito es forjar una administración pública 
que salvaguarde la vida en todas sus dimensiones, fomentando la paz, la justicia 
social y la participación ciudadana.

2	 El concepto de “gubernamentalización” se deriva de la obra de Foucault y se refiere al poder que ejerce el Estado y otras 
instituciones para regular y controlar la conducta de las personas. En el contexto de la bioadministración, este poder se utiliza 
de manera ética y responsable para promover la protección de la vida y la búsqueda de la paz y la justicia social. En lugar de 
imponer restricciones autoritarias, se busca guiar y empoderar a las comunidades para que tomen decisiones informadas y 
responsables sobre su bienestar y el de su entorno.
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Esta perspectiva se basa en una sólida base teórica y conceptual. En este senti-
do, se emplea la teoría del reconocimiento propuesta por Honneth (1997 y 2010) 
para establecer un marco institucional y, simultáneamente, definir un criterio de 
justicia inherente. Además, se adopta el enfoque de capacidades propuesto por 
Nussbaum (1988 y 2012), con el objetivo de incorporar un criterio ético que de-
muestre cómo el desarrollo de un conjunto de “capacidades básicas” se traduce en 
una garantía y manifestación del principio de una óptima administración pública. 
Adicionalmente, se toman contribuciones de destacados teóricos en el ámbito 
de la administración pública y la ciencia política, como Bozeman (2007), con el fin 
de establecer criterios organizacionales específicos, especialmente en lo que se 
refiere a lo que denominaremos “ecosistemas administrativos”.

En primer lugar, la teoría del reconocimiento de Honneth (1997), desarrollada en 
su obra La lucha por el reconocimiento, destaca la importancia de la valoración 
y el reconocimiento social como elementos fundamentales para el desarrollo 
humano. El autor argumenta que el reconocimiento de nuestra identidad y dig-
nidad por parte de la sociedad es esencial para nuestra autoestima y bienestar. 
Aplicado a la bioadministración, esta perspectiva implica que las instituciones 
gubernamentales deben garantizar que todas las personas y comunidades sean 
reconocidas y valoradas en igual medida, independientemente de su origen, gé-
nero, orientación sexual o cualquier otra característica. Esto se traduce en la 
promoción de políticas inclusivas y la eliminación de desigualdades que socaven 
la dignidad de las personas, lo cual genera también, una reciprocidad social de 
reconocimiento, credibilidad y confianza en las instituciones de gobierno.

Por otro lado, el enfoque de capacidades de Nussbaum (2007), detallado en su 
libro Las fronteras de la justicia, se centra en identificar y garantizar un conjunto 
básico de capacidades que permitan a las personas llevar una vida digna y plena. 
Éstas incluyen elementos como la salud, la educación, la participación política y 
la capacidad de tomar decisiones informadas. Esta mirada es importante para la 
bioadministración, debido a que busca promover el bienestar y el desarrollo hu-
mano integral. Las políticas públicas en el contexto de la bioadministración deben 
estar diseñadas para empoderar a las personas y comunidades, proporcionando 
las capacidades necesarias para una vida de calidad y equitativa.

La combinación de ambas teorías, el reconocimiento de Honneth y el enfoque de 
capacidades de Nussbaum, proporciona un marco sólido para la bioadministración 
pública. Se trata de una óptica que no solo busca la gestión eficiente de recursos 
y servicios, sino también la promoción activa del reconocimiento de la dignidad 
de todas las personas y la garantía de que tengan las capacidades necesarias 
para llevar una vida digna. Esta perspectiva aborda de manera integral las nece-
sidades humanas y de la naturaleza y contribuye a la construcción de la paz, la 
justicia social y al cuidado de la biodiversidad en una sociedad diversa y compleja.
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En este contexto, la bioadministración se destaca por su dimensión institucional y 
su criterio de justicia basado en el concepto de reconocimiento. Así, se establece 
una relación determinante entre la esfera administrativa gubernamental y cada 
ser humano. Es fundamental señalar que el término “ser humano” se utiliza de 
manera inclusiva, superando la noción convencional de ciudadanía. En este marco, 
se requieren las condiciones adecuadas para que se concrete un proceso de reco-
nocimiento que abarque tres categorías fundamentales, al mismo tiempo que se 
identifican y abordan tres manifestaciones distintas de desvalorización (Tabla 2).

Tabla 2. Relaciones de reconocimiento y menosprecio

Acto de reconocimiento Acto de menosprecio

Reconocimiento afectivo: expresado en la 
autoconfianza a nivel individual

Humillación física: privación de la 
autonomía física y destrucción de la 
confianza en el mundo

Reconocimiento jurídico: expresado en 
el auto respeto elemental, con especial 

énfasis en los grupos históricamente 
excluidos o discriminados, donde les 

deben ser concedidos los mismos 
derechos que los demás miembros

Privación de derechos y exclusión social

Reconocimiento en términos de 
aprobación solidaria y apreciación 

de las capacidades y formas de 
vida individuales: expresado en una 

autoafirmación ética

Degradación del valor social de ciertas 
formas de autorrealización

Elaboración propia basado en Honneth (2010)

Siguiendo esta premisa y basados en la tabla anterior, la bioadministración per-
sigue establecer condiciones institucionales para la relación entre el Estado y el 
individuo, con la capacidad no solo de promover y garantizar actos de recono-
cimiento, sino también de identificar y abordar actos de menosprecio. ¿Por qué 
optar por un criterio de reconocimiento en lugar de centrarse exclusivamente en la 
justicia distributiva? La elección se sustenta en que el concepto de reconocimien-
to abarca un alcance más amplio, porque incorpora elementos que trascienden 
las consideraciones puramente materiales y de oportunidad e incluye la vida no 
humana. Se busca enriquecer la perspectiva conforme a la importancia de res-
petar y valorar la dimensión social de la realización personal y la necesidad de 
relaciones armónicas del conjunto de la sociedad con la naturaleza.
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Ahora bien, surgen interrogantes acerca del tipo de vida que la bioadministración 
busca promover y proteger. No se limita únicamente a la preservación y gestión 
de la vida en todas sus formas, sino que aspira a fomentar una vida digna, donde 
se garantice la realización personal y el bienestar, sin que este último se conciba 
bajo la clásica lente del utilitarismo ético3 o a costa del detrimento de las otras 
formas de vida. Se trata de definir la calidad de vida desde una perspectiva ética 
basada en las capacidades individuales, es decir, lo que las personas son capaces 
de ser y hacer, y en qué medida poseen estas capacidades (según Nussbaum, 
2003) y las relaciones armónicas con la naturaleza. Esto implica superar los tra-
dicionales indicadores de “crecimiento económico”, “salario” o “riqueza” como 
únicos determinantes de calidad de vida.

La adopción del enfoque propuesto por Nussbaum (2003) permite relacionar es-
tas capacidades con el desarrollo de la justicia social y la justicia ambiental y, 
específicamente, con el rediseño de organismos y entidades que pongan en el 
centro de su misión una concepción integral del ser humano y de la naturaleza, 
que integre tanto aspectos racionales como biológicos. Esto implica el reconoci-
miento de diversas dimensiones de dignidad en el mundo, junto con la capacidad 
de identificar periodos de simetría, asimetría o necesidad. De este modo, estas 
instituciones pueden actuar en consonancia con su mandato y misión, contribu-
yendo al logro de objetivos fundamentales (Nussbaum, 2003).

Así las cosas, la bioadministración está orientada a garantizar el diseño institucio-
nal de ecosistemas administrativos colaborativos, responsables y efectivos para 
identificar y estructurar adecuadamente la oferta institucional y las capacidades 
estratégicas y logísticas del Estado necesarias para el efectivo desarrollo de las 
diez (10) capacidades básicas (que también son compatibles con el enfoque de 
derechos) identificadas por Nussbaum (2003), más la (11) adicionada por nosotros 
y que es central dentro de las prioridades del gobierno actual, a saber:

1.	 Vida: poder vivir hasta el final de una vida humana de duración normal; no morir 
prematuramente o antes que la propia vida sea reducida de tal manera que no 
sea digna de vivir. De la misma forma, comprende el respeto y cuidado de los 
ciclos vitales de los no humanos, garantizando los derechos de la naturaleza.

3	 El utilitarismo ético es una teoría que sostiene que una acción es moralmente correcta si produce la mayor cantidad de felici-
dad o bienestar para la mayor cantidad de personas, y es incorrecta si causa sufrimiento o malestar. Se centra en maximizar la 
utilidad o el beneficio total en la toma de decisiones morales. Sus autores más relevantes incluyen a Jeremy Bentham, quien 
escribió “Una introducción a los principios de moral y legislación” (1789), y John Stuart Mill, autor de “Utilitarismo” (1863).
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2.	 Salud corporal: poder tener buena salud, incluyendo salud reproductiva; re-
cibir una nutrición adecuada; y tener refugio adecuado.

3.	 Integridad corporal: poder moverse libremente de un lugar a otro; estar 
seguro contra asaltos violentos, incluyendo asalto sexual y violencia do-
méstica; tener oportunidades para la satisfacción sexual y para decidir en 
materia de reproducción. 

4.	 Sentidos, imaginación y pensamiento: poder usar los sentidos, imaginar, 
pensar, razonar y hacerlo de una manera humana, que sea cultivada por una 
adecuada educación. Poder usar la imaginación y el pensamiento en conexión 
con la experiencia y poder producir trabajos y eventos por decisión propia. 
Poder usar la propia mente de formas protegidas por los garantes de la liber-
tad de expresión y la libertad religiosa. Poder tener experiencias placenteras 
y evitar dolores innecesarios.

5.	 Emociones: poder tener vínculos afectivos con cosas y personas; poder amar a 
los otros y extrañarlos en su ausencia; experimentar un desarrollo emocional 
libre de miedos y ansiedades. 

6.	 Razón práctica: poder formar una concepción del bien y participar en reflexio-
nes críticas sobre la planeación de la propia vida. 

7.	 Afiliación: poder vivir con y hacia los demás, reconocer y mostrar preocupación 
por otros seres humanos, participar en diferentes formas de interacción social, 
tener empatía. Tener las bases sociales del respeto propio y la no humillación; 
ser tratado como un ser con dignidad cuyo valor es igual al de los demás.

8.	 Otras especies: poder vivir en relación y con cuidado hacia los animales, las 
plantas y el mundo de la naturaleza.

9.	 Juego/ocio: poder reírse, jugar y disfrutar de actividades recreativas. 

10.	Control sobre el propio ambiente: a) Político: poder participar efectivamente 
en las decisiones políticas que influyen en el gobierno de la propia vida; tener 
el derecho a la participación política, libertad de expresión y asociación. (b) 
Material: poder tener propiedad y tener derechos de propiedad en una base 
igual que los demás; poder buscar empleo en una base de igualdad. En el 
trabajo, poder hacerlo como ser humano, ejercer la razón práctica y entablar 
relaciones de reconocimiento mutuo con otros trabajadores. 

11.	Paz para la vida: poder reconocer los conflictos como parte de la sociedad, 
resolverlos de manera pacífica, reconocer las diversidades y contribuir a la 
convivencia y construcción de la dignidad de los otros. 

Estas once capacidades ofrecen un sólido marco para diseñar un enfoque de 
bioadministración pública orientado a cuidar la vida, promover la paz, la justicia 
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social y fomentar una participación ciudadana más significativa en el ciclo de las 
políticas públicas. Al reconocer la importancia de la vida, la salud, la libertad, el 
juego, las relaciones y el sentido, este enfoque se centra en el bienestar humano 
y de la naturaleza de manera integral. Además, la inclusión de la razón práctica y 
el control sobre uno mismo fomenta la toma de decisiones informadas y raciona-
les en la esfera política. La atención a la empatía y la justicia en las relaciones y 
el énfasis en la creatividad y la imaginación también contribuyen a una sociedad 
más equitativa y enriquecedora.

Es importante resaltar que la perspectiva de capacidades no se basa de ninguna 
manera en premisas paternalistas o de coacción sobre la acción. Por el contrario, 
el desarrollo de éstas se basa en la importancia que tienen las decisiones per-
sonales sobre el proyecto de vida de cada individuo. En este punto, lo cardinal 
es tener claro que esas capacidades necesitan de condiciones sociales, políticas, 
económicas, ambientales y culturales adecuadas que, en lo que al gobierno com-
pete, se basan en preceptos de administración pública. 

Bioadministración y 
ecosistemas administrativos

La bioadministración en las administraciones 
públicas requiere un entramado institucional, 
cuyas acciones estén basadas en los criterios 
éticos, de justicia y de alcance institucional 

que se derivan de las relaciones de reconocimiento 
y de la efectiva y dinámica realización del conjunto 
de capacidades básicas descritas anteriormente. Di-
cho entramado se expresa en un ecosistema institu-
cional propio, que a su vez tiene un carácter plural, 
pues involucra a las diversas administraciones públi-
cas (nacional, territorial, global), denominado como 
ecosistemas administrativos. 

En este sentido, los ecosistemas administrativos 
deben contener una serie de preceptos organizacio-
nales y funcionales que permitan engranar la oferta 
institucional, las demandas ciudadanas y la administración pública (como acción) 
para que, efectivamente, los bienes y servicios que el gobierno provee generen 
productividad social y productividad económica, de acuerdo con la dimensión de 
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la política pública que se trate. Para la definición de ecosistemas administrativos, 
se va a tomar como punto de partida el argumento de Little (2020), que sostiene 
por qué los gobiernos y sus aparatos administrativos deben entenderse como 
“sistemas naturales”, pues son ensamblajes (assemblages) contingentes de múl-
tiples prioridades y motivaciones donde existe competencia sobre definición de 
prioridades y locación de recursos. Por lo tanto, los procesos de toma de deci-
siones incluyen cultura, normas, racionalidad limitada (bounded rationality), así 
como modelos más tradicionales para la toma de decisiones que corresponden 
a una lógica burocrática cercana a modelos de elección racional. 

A continuación, se describen los preceptos básicos de los 
ecosistemas administrativos: 

•	 Los ecosistemas administrativos –al derivarse del aparato gubernamental- 
son compuestos: Comprenden funciones sociales, redes, quehaceres, poderes 
y niveles de coordinación múltiples y superpuestos (Little, 2020). Esto significa 
que el ecosistema administrativo no debe entenderse como un organigrama 
organizacional típico, donde todos los procedimientos, actores o jerarquías 
están formalmente definidos. Éste tiene múltiples sistemas, organizaciones, 
grupos, especialistas que a veces trabajan coordinadamente, otras de forma 
independiente, y otras con intereses contrarios o yuxtapuestos.

•	 Interés público: es el punto de referencia sobre el cual se consolidan las polí-
ticas públicas y debe ser considerado como el fin ético, en el que se sustentan 
las relaciones políticas, los órganos, organismos y entidades, y sus prácticas 
se juzgan como contribuyentes o detractoras de este (Bozeman, 2007). 

•	 Oferta institucional orientada a la productividad social: la oferta de bienes y 
servicios por parte de los órganos, organismos y entidades del gobierno debe 
estar en sintonía con las demandas y necesidades sociales, es decir, apuntar 
a un mejoramiento de las condiciones de la calidad de vida de los sujetos y a 
una vida digna que sea concordante con los proyectos de vida individuales.

•	 Política pública, riesgos e incertidumbres: los lineamientos de política pú-
blica son definidos a partir de unos ciertos resultados esperados. Además, 
se deben tener en cuenta los diferentes niveles de riesgo e incertidumbre a 
través de mecanismos para su identificación y medición. En este sentido, Little 
(2020) plantea tres elementos centrales para este análisis: (1) una perspectiva 
centrada en el actor (microfísica del poder) tanto para las propiedades como 
las facultades del gobierno; (2) la racionalidad limitada (bounded rationality) 
que se define a partir de la información –incompleta- disponible en el momen-
to, las capacidades cognoscitivas del individuo y, el tiempo disponible para 
la toma de la decisión; (3) la comunicación asertiva dentro de los distintos 
niveles de coordinación del gobierno para evitar fallos de comunicación.

•	 Campos de acción estratégica: Según Little (2020), el fundamento de la es-
tructura de la vida social se basa en agentes comportándose estratégicamente 
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dentro de un campo de recursos y otros agentes, algo que puede ser extrapo-
lado a la forma como las organizaciones del gobierno actúan. Así las cosas, 
un campo de acción estratégica es un orden social construido en el meso-ni-
vel cuyos actores (individuales o colectivos) están sintonizados e interactúan 
entre sí basados en una intersubjetividad sobre los propósitos del campo, las 
relaciones entre los distintos actores dentro de este (relaciones de poder) y 
las reglas de gobierno sobre las acciones legítimas que se pueden tomar al 
interior del campo. 

•	 Creación de conocimiento y toma de decisiones basadas en evidencia cien-
tífica: El gobierno, a través de sus ecosistemas institucionales, construye 
conocimiento; hace análisis predictivos y prescriptivos; evalúa sus prioridades 
e interacciones; toma decisiones intertemporales, entre otros. Por lo tanto, 
es importante entender los procesos de conocimiento científico liderados por 
los órganos, organismos y entidades y, sus distintas instancias de gobierno 
corporativo en relación con la recolección y análisis de evidencias acerca de 
los problemas o estados factuales.

Los pasos hacia la bioadministración 
y los ecosistemas administrativos 
en Colombia

El Departamento Administrativo de la Función Pública lidera el proceso de 
transformación de las administraciones públicas hacia la bioadministra-
ción y los ecosistemas administrativos que cada vez será más participa-
tivo. Este proceso pretende instaurar una visión interconectada y soste-

nible, innovando y trascendiendo las fronteras tradicionales. Para ello, integra 
políticas bioambientales con estrategias de participación ciudadana, erigiendo un 
sistema robusto contra la corrupción. Además, se propone como meta generar las 
condiciones para que las administraciones públicas sean dinamizadoras efectivas 
de la equidad social y territorial, y que en su esencia, sea un agente activo en la 
preservación y fomento de la vida en todas sus manifestaciones.

Para estos efectos se están profundizando análisis y diagnósticos multidisciplina-
rios sobre los desafíos de las estructuras gubernamentales vigentes, identifican-
do brechas y desafíos y valorando los sistemas de gestión existentes, teniendo 
en cuenta su impacto en términos de sostenibilidad, protección de la vida, con-
tribución a la construcción de la paz y la equidad. Igualmente, se han identifi-
cado instituciones que pueden ejercer liderazgo en estas transformaciones y se 
ha comenzado una serie de diálogos territoriales consultivos con funcionarios y 
lideres sociales para conocer sus propuestas y recomendaciones.
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Introducción 

El presente artículo tiene como propósito brindar una primera mirada so-
bre el estado del arte de la administración pública en América Latina y 
España y cómo la bioadministración pública se constituye en campo de 
estudios por construir. El trabajo se divide en cuatro secciones: Principa-

les centros de pensamiento e información en administración pública; Formación 
doctoral en administración pública y afines; Publicaciones científicas en adminis-
tración pública y afines; e Investigación en administración pública y temáticas 
afines en Colombia. La metodología que se empleó para elaborar este material 
incluye esencialmente una pesquisa documental en internet y la consulta a bases 
de datos de publicaciones científicas.

Antes de proceder el desarrollo del artículo, se con-
sidera necesario demarcar la administración pública, 
que, en el imaginario académico regional, se asume 
tanto como una disciplina científica como un marco 
o medio de acción del gobierno. En nuestro caso, to-
maremos como contexto general la primera acepción.

Hoy por hoy, las capacidades académicas, científicas, 
editoriales e investigativas en administración pública 
y áreas de conocimiento próximas en América Latina 
y España se encuentran en proceso de consolidación, 
siendo Brasil, México, España, Chile, Argentina, Co-
lombia y Ecuador los países con mayores avances. 

En Colombia se advierte que hay una reducida oferta 
de estudios doctorales en el área; las publicaciones 
científicas especializadas no están incluidas en el prin-
cipal listado mundial, el SCImago Journal & Country 
Rank; y hay pocos grupos de investigación enfocados 
en administración pública en la máxima categoría A1 
de Minciencias, a pesar de que existen 19 que dispo-
nen de líneas en temáticas próximas al campo. 

Hoy por hoy, las 
capacidades 
académicas, 

científicas, editoriales 
e investigativas 

en administración 
pública en América 

Latina y España 
se encuentran 
en proceso de 

consolidación, 
siendo Brasil, México, 

España, Chile, 
Argentina, Colombia 

y Ecuador los países 
con mayores avances 
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Principales centros de pensamiento e 
información en administración pública

En América Latina y España funciona un considerable número de centros 
de pensamiento e información en administración pública y gobierno. Al-
gunos de estos son altamente especializados y ofrecen capacitación a 
los funcionarios del Estado o formación universitaria o posgradual; otros 

son escuelas, facultades, departamentos o centros de investigación al interior 
de universidades públicas o privadas; y, por último, está una proporción menor 
de centros que operan como redes u observatorios.

Dentro de la primera categoría se encuentran los centros de formación y ca-
pacitación en administración pública y gobierno, mayoritariamente de carácter 
público, donde los funcionarios y servidores públicos de los países de la región 
mejoran sus capacidades profesionales para gestión pública y la acción social, 
sus calidades éticas y habilidades sociales de acuerdo con las particularidades de 
cada territorio local, departamental o estatal y nacional. Muchas de estas insti-
tuciones también dan asistencia técnica a organismos e instituciones del estado 
en distintos niveles territoriales. Además, producen estudios, publicaciones e 
investigaciones en tópicos relacionados con las administraciones públicas y esta-
blecen relaciones de colaboración y cooperación con otros centros de formación 
a nivel nacional e internacional. Estas actividades son esenciales para diseñar y 
construir un Estado moderno e innovador, volcado al servicio de la ciudadanía y 
a la transformación de las instituciones del Estado.

Vale la pena destacar dentro del espectro subregional la labor que realiza el 
Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP), fundado en 1954, 
en el marco de Naciones Unidas, como un organismo internacional del Sistema 
de la Integración Centroamericana (SICA) especializado., que Brinda programas 
de posgrado y realiza funciones de investigación y extensión en áreas como la 
gestión pública, el desarrollo territorial, la gestión de proyectos, la gestión de 
riesgos, cambio climático e integración regional (Instituto Centroamericano de 
Administración Pública, 2023). 

A nivel nacional, países como Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Cuba, España, 
Guatemala, México, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay poseen sus 
centros de formación y capacitación en administración pública, con capacidad de 
cobertura nacional. Adicionalmente, en países como España y México, algunos 
gobiernos de las comunidades autónomas o estados tienen centros enfocados a 
sus administraciones autonómicas y territoriales. Algunos de estos son la Escola 
d’Administració Pública de Catalunya, el Instituto Vasco de Administración Pública 
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(IVAP), el Instituto de Administración Pública de Tabasco (IAP-Tabasco) y el Ins-
tituto Sonorense de Administración Pública (ISAP). Vale la pena mencionar, por 
su especificidad, la Escuela de Gobierno Municipal de Guatemala y la Escuela de 
Administración Pública (EAP) del Gobierno de la Ciudad de México, cuya oferta de 
capacitación se dirige a los servidores públicos del orden municipal (Ver Tabla 3).

Tabla 3. Principales centros de formación y capacitación en administración 
pública en América Latina y España

País Instituciones

Regional
Instituto Centroamericano de Administración 
Pública (ICAP)

Argentina
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)

Instituto Provincial de la Administración Pública de la 
Provincia de Buenos Aires

Brasil
Escuela Brasilera de Administración Pública y de 
Empresas (EDAPE) de la Fundación Getulio Vargas

Escola Nacional de Adminstração Pública (ENAP)

Chile Centro de Estudios de la Administración del Estado (CEA)

Colombia Escuela Superior de Administración Pública (ESAP)

Cuba
Escuela Superior de Cuadros del Estado y del 
Gobierno (ESCEG)

Ecuador
Centro de Gobierno y Administración Pública; IAEN 
(Instituto de Altos Estudios Nacionales)

España

Escola d’Administració Pública de Catalunya

Escola Galega de Administración Pública

Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)

Instituto Vasco de Administración Pública (IVAP)

Guatemala
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)

Escuela de Gobierno Municipal

México

Escuela de Administración Pública (EAP) del Gobierno de 
la Ciudad de México

Escuela de Gobierno Municipal

Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)

Instituto de Administración Pública de Tabasco (IAP-
Tabasco)

Instituto Sonorense de Administración Pública (ISAP)

Paraguay Escuela de Gobierno y Políticas Públicas Norberto Bobbio
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País Instituciones

Perú Escuela Nacional de Administración Pública (ENAP)

República 
Dominicana

Instituto Nacional de Administración Pública (INAP)

Uruguay Escuela Nacional de Administración Pública

Fuente: Elaboración propia con base en información de las páginas web de las instituciones.

Los países que poseen 
un mayor número de 
centros de formación 
en áreas de gobierno, 

administración 
pública y políticas 

públicas son 
Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, 
España y México 

En la segunda categoría están escuelas, facultades, 
departamentos o centros de investigación de univer-
sidades de América Latina y de España. Buena parte 
de estas instituciones ponen su acento en áreas de 
gobierno, administración pública y políticas públicas 
o en temáticas afines. En estos centros, la mayoría 
de iniciativa privada y con gran reputación nacional e 
internacional, se imparten actividades de formación 
de pregrado y postgrado, donde se forman los cua-
dros directivos del sector público. En ellos también 
se llevan a cabo labores de investigación y consulto-
ría dirigida a gobiernos e instituciones públicas. Los 
países que poseen un mayor número de este tipo de 
centros son Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Espa-
ña y México, que cuentan con una amplia y diversa 
oferta académica. Como se verá más adelante, varios 
de estos establecimientos también ofrecen estudios 
de doctorado. A nivel subregional, figuran apuestas 
como la Escuela de Gobierno de Políticas Sociales de 
Mercosur, que se ha constituido en espacio de actuali-
zación y especialización de la alta dirección pública de 
los países miembros de esta iniciativa integracionista 
en el sur de la región latinoamericana (ver Tabla 4).
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Tabla 4. Principales escuelas, facultades, departamentos y centros de 
investigación sobre administración pública, gobierno, políticas públicas o 

temas afines en América Latina y España

País Escuela/Facultad/Departamento/Centro

Regional/
Paraguay

Escuela de Gobierno de Políticas Sociales de Mercosur

Argentina

Centro de Estudios de Innovación Institucional para la Gobernabilidad 
Democrática (CEII) de la Universidad Nacional del Cuyo (UNC)

Centro de Investigaciones en Administración Pública (CIAP) 
de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de 
Buenos Aires (UBA)

Escuela de Gobierno de la Universidad Austral

Escuela de Gobierno y Administración de la Universidad de 
Mar del Plata

Escuela de Política y Gobierno (EPyG) de la Universidad Nacional de 
San Martín (UNSAM)

Escuela de Gobierno de la Universidad Torcuato di Tella

Instituto del Conurbano de la Universidad Nacional de General 
Sarmiento (UNGS)

Instituto de Investigación y Formación en Administración Pública 
(IIFAP) de la Universidad Nacional de Córdoba (UNC).

Brasil

Escuela Brasilera de Administración Pública y de Empresas (EDAPE) de 
la Fundación Getulio Vargas.

Escuela de Gobierno de la Escuela Nacional de Administración 
Pública (ENAP)

Departamento de Administración y Contabilidad de la Universidad 
Federal de Viçosa

Chile

Centro de Análisis de Políticas Públicas (CAPP) de la Facultad de 
Gobierno de la Universidad de Chile

Escuela de Gobierno de la Pontificia Universidad Católica de Chile

Escuela de Gobierno de la Universidad Adolfo Ibáñez
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País Escuela/Facultad/Departamento/Centro

Colombia

Centro Interdisciplinario de Estudios sobre Desarrollo (CIDER) de la 
Universidad de Los Andes 

Centro Estudios sobre Desarrollo Económico del CEDE de la 
Universidad de Los Andes

Centro de Pensamiento en Política Fiscal (CPPF) de la Universidad 
Nacional de Bogotá

Escuela de Finanzas, Economía y Gobierno de la Universidad EAFIT

Escuela de Gobierno Alberto Lleras Camargo de la Universidad de 
Los Andes 

Escuela de Gobierno y Ética Pública de la Pontificia 
Universidad Javeriana

Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad de Antioquia

Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Externado 
de Colombia

Costa Rica
Centro de Investigación y Capacitación en Administración Pública de la 
Universidad de Costa Rica 

El Salvador
Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de El Salvador 
(Maestría en Políticas Públicas)

Ecuador Escuela de Gobierno de la Universidad Hemisferios

España

Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (CEPC)

Escuela de Gobierno de la Universidad Complutense de Madrid (UCM)

Goberna del Instituto Universitario Ortega y Gasset

Instituto Política Y Gobernanza de Universidad Carlos III de Madrid

México

Centro de Estudios en Administración Pública (CEAP) de la Facultad de 
Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de 
México (UNAM)

Centro de Investigación, Docencia y Análisis de Política Pública 
(CIDAPP) de México

Escuela de Gobierno y Transformación Pública del Tecnológico de 
Monterrey

Facultad de Gobierno y Economía de la Universidad Panamericana

Perú
Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú (PUCP)

Escuela de Gestión Pública de la Universidad del Pacífico

Uruguay Escuela de Gobierno de la Universidad de la República del Uruguay

Fuente: Elaboración propia con base en información de las páginas web de las instituciones.
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En la tercera clase de instituciones están observatorios, centros de información 
y redes en temáticas sobre administración pública, gobierno, políticas públicas y 
tópicos afines. En el escenario regional, se distingue el Centro Latinoamericano 
de Administración para el Desarrollo (CLAD), organismo público internacional y 
de carácter intergubernamental que se conformó en 1972 por iniciativa de los 
gobiernos de México, Perú y Venezuela con la misión de fomentar el análisis y el 
intercambio de experiencias en campos como la reforma del estado y la moder-
nización de la Administración Pública (Centro Latinoamericano de Administración 
para el Desarrollo, 2023).

Dentro de los observatorios se destacan apuestas continentales como la del 
Observatorio de Estrategias y Mecanismos para la Gestión Pública Efectiva de la 
Secretaría de Asuntos Hemisféricos de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), cuyo propósito es construir un acervo de experiencias y buenas prácticas 
en gestión pública. Sus asuntos de interés son visión de largo plazo de los te-
rritorios, estrategias nacionales de planificación, presupuesto público, servicio 
civil profesionalizado, evaluación de políticas y programas, marcos regulatorios, 
transparencia y rendición de cuentas, tecnologías de la información y la comuni-
cación, descentralización, calidad de los servicios públicos y participación de la 
sociedad en la gestión pública (Organización de Estados Americanos, 2023). Tam-
bién sobresale el Observatorio Latinoamericano de la Innovación Pública Local, 
de la Fundación NovaGob, que promueve la innovación pública en Iberoamérica 
y tiene su sede en Madrid. Su objetivo es diseñar e implementar un sistema de 
gestión de la innovación para la gestión pública en América Latina, además de 
contribuir a la formación de talento humano en campos como la gestión pública 
y el diseño de políticas. 

En países como Colombia, Chile, Ecuador y España operan otros observatorios 
de carácter nacional interesados en la administración pública. Entre ellos, por 
su carácter novedoso y puntero, merecen mención varios proyectos españoles 
como el Observatorio de Administración Electrónica (OBSAE) del Ministerio de 
Política Territorial y Administración Pública y el Observatorio de la Inteligencia 
Artificial para la Administración Pública (OIAAP) de la Generalitat Valenciana, que 
desarrolla proyectos innovadores y de alto grado de sofisticación tecnológica en 
educación, justicia, salud y seguridad (ver Tabla 5).
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Tabla 5. Principales observatorios, centros de información y redes en 
administración pública, gobierno, políticas públicas o temas afines en 

América Latina y España

País Nombre

Regional

Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD)

Red Inter-Americana de Educación en Administración Pública (INPAE)

Observatorio de Estrategias y Mecanismos para la Gestión Pública 
Efectiva de la Secretaría de Asuntos Hemisféricos de la Organización de 
Estados Americanos (OEA)

Observatorio Latinoamericano de la Innovación Pública Local

Colombia
Observatorio de Políticas, Ejecución y Resultados de la Administración 
Pública (OPERA) Centro de Investigación y Proyectos Especiales (CIPE) 
de la Universidad Externado de Colombia

Chile
Observatorio para la Gestión y el Análisis Político de la Escuela de 
Administración Pública de la Universidad de Valparaíso

Ecuador
Observatorio de la Función Pública

Centro de Gobierno y Administración Pública del IAEN (Instituto de 
Altos Estudios Nacionales)

España

Observatorio de Administración Electrónica (OBSAE) del Ministerio de 
Política Territorial y Administración Pública 

Observatorio del Sector Público Inetum (OPSPI)

Observatorio para la Transformación del Sector Público de la Fundación 
PwC y ESADE

Observatorio de la Inteligencia Artificial para la Administración Pública 
(OIAAP) de la Generalitat Valenciana

Fundación Manuel Giménez Abad de Estudios Parlamentarios y del 
Estado Autonómico

Fuente: Elaboración propia con base en información de las páginas web de las instituciones.
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Formación doctoral en administración 
pública y afines

En América Latina y España existen diversos programas de formación 
doctoral en administración pública, gobierno, políticas públicas y temá-
ticas afines. La modalidad en que se brindan estos estudios va desde la 
tradicional estrategia presencial hasta la semipresencial y virtual. Los 

niveles de exigencia y calidad también son muy diversos. En algunos países, como 
México, hay doctorados profesionalizantes cuyo requisito de grado no es una 
tesis o la publicación de varios artículos de investigación en revistas indexadas 
internacionalmente, en índices o listados de gran reputación, sino estancias de 
investigación o exámenes.

Esta sección se ha dividido en varios ítems para su desarrollo. La primera compren-
de propuestas cuya titulación es en Administración Pública. Aquí se encuentran 
programas en dos países: Argentina y México. Próximamente se brindará otro en 
esta área en la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) de Colombia.

Llama la atención que la mayor oferta se da en México, donde se emplean mo-
dalidades presencial o escolarizada, semipresencial y virtual. Gozan de buena 
reputación por su rigor y diversidad de líneas de investigación los doctorados 
presenciales del Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) y el Instituto 
de Estudios Superiores en Administración Pública (IESAP). En la primera de estas 
ofertas académicas se incluyen 9 líneas de investigación, de las cuales dos son 
muy novedosas: Nuevas teorías y conocimientos en la disciplina de la adminis-
tración pública; e Innovación en transparencia para la mejora de la gestión insti-
tucional. En el segundo doctorado se incluyen también 9 líneas de investigación 
como: Transformaciones del Estado, el gobierno y la administración pública; y 
Administración pública, democracia y participación ciudadana (Ver Tabla 6).

Los estudios de doctorado bajo las modalidades semipresencial y virtual son 
ofertados por universidades o institutos de educación superior que no figuran 
en posiciones destacadas de los rankings internacionales de instituciones de 
educación superior. 
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Tabla 6. Programas de doctorado en administración pública en 
América Latina

País
Universidad/
Institución

Modalidad Líneas de investigación

Argentina
Universidad 
Nacional del 
Litoral (UNL)

Presencial N/D

México
Instituto Nacional 
de Administración 
Pública (INAP)

Presencial

•	 Nuevas teorías y conocimientos 
en la disciplina de la 
administración pública.

•	 Participación ciudadana.
•	  Incorporación de la 

perspectiva de género en la 
administración pública. 

•	 Análisis comparativo de 
administraciones públicas 
nacionales e internacionales.

•	 Gestión de políticas 
públicas y relaciones 
intergubernamentales. 

•	 Cambio institucional y 
administración pública 
en México.

•	 Seguridad social en las 
administraciones públicas de 
América Latina.

•	 Génesis y evolución de la 
administración pública 
federal centralizada, 
estatal y municipal.

•	 Innovación en transparencia 
para la mejora de la 
gestión institucional.

Instituto de 
Administración 
Pública (IAP)

Escolarizada N/D

Instituto de 
Administración 
Pública del Estado 
de Chiapas

Presencial N/D
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País
Universidad/
Institución

Modalidad Líneas de investigación

Instituto de 
Administración 
Pública del Estado 
de Jalisco y 
Municipios (IAPEJ)

Presencial y 
virtual

N/D

Instituto de 
Estudios 
Superiores en 
Administración 
Pública (IESAP)

Presencial

•	 Teoría de la 
administración pública.

•	 Transformaciones del 
Estado, el gobierno y la 
administración pública.

•	 Políticas públicas y sociales.
•	 Gerencia pública.
•	 Funciones de la 

administración pública.
•	 Gobierno y administración 

pública federal, estatal 
y municipal.

•	 Administración pública, 
democracia y participación 
ciudadana.

•	 Gobernabilidad.
•	 Hacienda pública.

Instituto 
Internacional del 
Derecho y del 
Estado (IIDE)

Semiescolarizada N/D

Instituto 
Sonorense de 
Administración 
Pública (ISAP)

Virtual y 
semipresencial

N/D

Universidad 
Anáhuac – 
Facultad de 
Derecho

Presencial N/D

Universidad 
Autónoma de 
Tamaulipas (UAT)

Presencial N/D
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País
Universidad/
Institución

Modalidad Líneas de investigación

Universidad de 
Altos Estudios 
Hispanoamericana 
(UNIVAEH)

Virtual N/D

Universidad de 
Baja California 
(UBC) 

Semipresencial N/D

Universidad del 
Conde (UDC)

Virtual N/D

Universidad de 
México (UDM)

Virtual N/D

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación

En segundo lugar, se identificaron programas en los que la administración pública 
está ligada a áreas afines del conocimiento, como políticas públicas, gobierno, 
ciencia política, gestión gubernamental y gobernabilidad. Aquí, a diferencia del 
anterior apartado, se encontraron doctorados en un mayor número de países. No 
obstante, la mayor cantidad de doctorados son brindados en México, donde se 
ofrecen 3 programas; 2 de ellos en la modalidad virtual. Argentina y Paraguay 
cuentan con 2 cada uno, y Brasil, España y Guatemala, con 1. En este grupo se 
destaca el doctorado en Administración Pública y Gobierno que se imparte en la 
Escola de Administración de Empresas (EAESP) de São Paulo de la emblemáti-
ca y ampliamente reconocida Fundación Getulio Vargas (FGV), que incluye tres 
líneas de investigación: Gobierno y sociedad civil; Política y economía del sector 
público; y Transformaciones del Estado y políticas públicas. También poseen una 
reconocida trayectoria los programas en Administración y Políticas Públicas del 
Instituto de Investigación y Formación en Administración Pública (IIFAP) de la 
Universidad Nacional de Córdoba (UNC) y en Ciencia Política y Administración 
Pública de la Universidad de Murcia (UM) (ver Tabla 7). 
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Tabla 7. Programas de doctorado en administración pública con unidos a 
otros campos de estudio o énfasis en América Latina y España

País
Universidad/
Institución

Denominación Modalidad
Líneas de 

investigación

Argentina

Universidad Nacional 
de San Martín 
(UNSAM) – Escuela de 
Política y Gobierno

Administración 
y Políticas 
Públicas

Presencial N/D

Instituto de 
Investigación y 
Formación en 
Administración 
Pública (IIFAP) de la 
Universidad Nacional 
de Córdoba (UNC).

Administración 
y Políticas 
Públicas

Presencial

•	 Gobierno y 
administración 
pública.

•	 Políticas de 
desarrollo 
territorial.

•	 Políticas, 
administración 
y sus 
transformaciones 
en el campo de lo 
público

•	 Teoría social 
y política 
contemporánea 
y administración 
pública 
democrática

Brasil

Fundación Getulio 
Vargas (FGV 
EAESP) - Escola de 
Administración de 
Empresas de São 
Paulo

Administración 
Pública y 
Gobierno

Presencial

•	 Gobierno y 
sociedad civil.

•	 Política y 
economía del 
sector público.

•	 Transformaciones 
del estado 
y políticas 
públicas.

Colombia Universidad del Valle 

Gobierno, 
Política 
Pública y 
Administración 
Pública

Presencial N/D
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España
Universidad de 
Murcia (UM)

Ciencia 
Política y 
Administración 
Pública

Presencial

•	 Comunicación 
política, 
campañas y 
elecciones.

•	 Gobierno, 
administración 
y políticas 
públicas.

Guatemala Galileo Universidad

Administración 
Pública y 
Políticas 
Públicas

Virtual N/D

México

Centro de Estudios 
Superiores y 
Criminológicos 
(CESCIJUC)

Administración 
y Políticas 
Públicas

Presencial, 
virtual y 
otras

N7D

Centro Universitario 
de las Casas (CUDC)

Administración 
Pública y 
Ciencias 
Políticas

Virtual N/D

Universidad de las 
Américas y el Caribe 
(UNAC)

Administración 
Pública y 
Políticas 
Públicas

Virtual N/D

Paraguay

Universidad de la 
Integración de las 
Américas (UNIDAS)

Administración 
Pública, 
con énfasis 
en Gestión 
Gubernamental

Presencial
•	 Políticas públicas
•	 Gestión del 

Estado

Universidad Columbia 
del Paraguay

Administración 
Pública, con 
énfasis en 
Gobernabilidad

Presencial
•	 Asuntos públicos 

y gobernabilidad

Perú

Universidad de San 
Martín de Porres - 
Instituto de Gobierno 
y de Gestión Pública

Gobierno y 
Política Pública

Presencial N/D

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación

En tercer lugar se encuentran los doctorados en gobierno, cuyas denominaciones 
incluyen vínculos con otras áreas, como política, derecho, políticas públicas, ad-
ministración pública y gestión pública. Una vez más, es México el país con mayor 
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número de opciones, con un total de 9. Le siguen Perú, con 3, y Argentina y Es-
paña, con 1. De éstos sobresalen dos ofertas brindadas por dos instituciones de 
reconocida trayectoria en el campo de la formación posgradual: el doctorado en 
Derecho, Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Autónoma de Madrid 
(UAM) de España, que incluye 7 líneas de investigación, y el doctorado en Ciencias 
de Gobierno y Política del Consejo Mexicano de Ciencias Sociales (COMECSO), que 
posee 3 líneas de investigación (ver Tabla 8). 

Tabla 8. Programas de doctorado en gobierno en América 
Latina y España

País
Universidad/
Institución

Denominación Modalidad Líneas de investigación

Argentina

Universidad 
Católica de 
Córdoba (UCC) 
- Facultad 
de Ciencias 
Políticas y 
Relaciones 
Internacionales

Política y 
Gobierno

Presencial N/D

España

Universidad 
Autónoma de 
Madrid (UAM) 
– Escuela de 
Doctorado

Derecho, 
Gobierno 
y Políticas 
Públicas

Presencial

•	 Bienes privados, 
públicos, globales y su 
protección 

•	 Constitución, 
democracia y derechos.

•	 Estudios internacionales 
e integración europea. 

•	 Gobierno, 
administración, estado 
del bienestar y políticas 
sociales y de igualdad.

•	 Persona, autonomía 
privada, Jurisdicción y 
otras formas de solución 
de controversias.

•	 Regulación económica, 
social y de la empresa.

•	 Políticas públicas 
para la sociedad 
del conocimiento y 
sostenibilidad.
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País
Universidad/
Institución

Denominación Modalidad Líneas de investigación

México

Benemérita 
Universidad 
Autónoma de 
Puebla (BUAP)

Ciencias del 
Gobierno y 
Política

Presencial N/D

Centro Escolar 
Mar de Cortés

Gobierno y 
Administración 
Pública

Presencial

•	 Gobernanza y 
Gobernabilidad

•	 Innovación 
Gubernamental

•	 Economía y Finanzas 
Gubernamentales

•	 Estudio y rediseño 
de las instituciones 
públicas locales

Consejo 
Mexicano 
de Ciencias 
Sociales 
(COMECSO)

Ciencias de 
Gobierno y 
Política

•	 Estudios sobre 
gobierno (gobernanza y 
gobernabilidad).

•	 Estudios de política 
(actores sociales, 
negociación y poder).

•	 Estudios sobre 
desarrollo (inequidad, 
bienestar).

Facultad Libre 
de Derecho 
de Chiapas 
(FLDCH) 

Gobierno 
y Políticas 
Públicas

Presencial N/D

Instituto en 
Dirección 
Estratégica 
(INADEI)

Gobierno 
y Gestión 
Pública

Virtual N/D

Universidad 
Anáhuac de 
Mérida

Gobierno 
y Gestión 
Pública

Presencial N/D

Bioadministración públicaBio administración pública / DAFP

67



País
Universidad/
Institución

Denominación Modalidad Líneas de investigación

México

Universidad 
Autónoma de 
Baja California 
(UABC) - 
Facultad 
de Ciencias 
Sociales y 
Políticas 

Gobierno 
y Políticas 
Públicas

Presencial

•	 Instituciones políticas y 
democracia

•	 Gestión y políticas 
públicas

•	 Desarrollo 
socioeconómico y 
Políticas para espacios 
emergentes

Universidad de 
la Sierra Sur 
de (UNSIS) 

Gobierno 
Electrónico

Presencial

•	 Gobierno electrónico 
y sociedad: 
administración, 
innovación y 
transformación social

•	 TIC aplicadas al 
gobierno electrónico

Universidad 
IUAC 

Filosofía, 
Gobierno 
y Políticas 
Públicas

B learning

y virtual

Perú

Pontificia 
Universidad 
Católica del 
Perú (PUCP) 
- Escuela de 
Gobierno 
y Políticas 
Públicas

Ciencia Política 
y Gobierno

Presencial N/D

Universidad 
de San Martín 
de Porres - 
Instituto de 
Gobierno y 
de Gestión 
Pública

Gobierno y 
Política Pública

Presencial N/D

Universidad 
Nacional de 
Ingeniería 
(UNI) - 
Facultad de 
Ingeniería 
Económica.

Gobierno 
y Política 
Públicas

Presencial N/D

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación
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En cuarto lugar, están los doctorados en políticas públicas, siendo los países que 
mayores oportunidades brindan: Brasil, con 7 programas, y México, con 6. Luego 
están, con un programa, Chile, Ecuador y Guatemala. En Brasil, de la totalidad 
impartida por establecimientos públicos, sobresale el programa de la Escuela de 
Gobierno de la Escuela Nacional de Administración Pública (ENAP), con líneas 
de investigación en Gobernanza e innovación de políticas públicas y Gobernanza 
y prácticas de evaluación en políticas públicas. En tanto que en México este tipo 
de estudios se dan en instituciones tanto públicas como privadas; se destaca 
el doctorado de la Escuela de Gobierno y Transformación Pública del Tecnoló-
gico de Monterrey, donde se desarrollan líneas de investigación en Gobierno, 
democracia y sociedad civil; Economía, desarrollo y bienestar; Administración 
pública y política pública; análisis del papel del estado en su intervención sobre 
los mecanismos de la economía; y análisis de la gestión pública y desempeño 
de los diferentes órdenes de gobierno. En esta categoría son dignas de mención 
por su pertinencia y oportunidad algunas líneas de investigación como política 
ambiental: cambio climático del doctorado del Centro de Investigación, Docencia 
y Análisis de Política Pública (CIDAPP) de México y Gestión pública para el desa-
rrollo y la innovación del programa de la Universidad Autónoma del Estado de 
Hidalgo (UAEH) (ver Tabla 9)

Tabla 9. Programas de doctorado en políticas públicas en América Latina

País Universidad/Institución Modalidad Líneas de investigación

Brasil

Escuela de Gobierno de 
la Escuela Nacional de 
Administración Pública 
(ENAP) 

Presencial

•	 Gobernanza e innovación de 
políticas públicas.

•	 Gobernanza y prácticas de 
evaluación de políticas públicas.

Fundación Universidad 
Federal de ABC (UFABC)

Presencial

•	 Análisis de Gestión de 
Políticas Públicas.

•	 Instituciones, Sociedad y 
Gobernanza Democrática.

Universidad del Estado 
de Ceará (UECE)

Presencial

•	 Evaluación de instituciones 
públicas, programas y proyectos 
institucionales.

•	 Rescate de experiencias exitosas 
en el área de la educación 
formal e informal.

•	 Desarrollo de 
tecnologías sociales.
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Universidad Federal de 
Maranhão (UFMA)

•	 Políticas públicas y 
movimientos sociales.

•	 Políticas sociales y 
programas sociales.

Universidad Federal de 
Paraná - Campus Curitiba

Presencial

•	 Economía política del estado 
nacional y gobernanza global.

•	 Tecnología, regulación 
y sociedad.

Universidad Federal de 
Piauí (UPFI)

Presencial

•	 Cultura, identidad y 
procesos sociales.

•	 Estado, políticas públicas y 
movimientos sociales.

Universidad Federal 
de Rio Grande do Sul 
(UFRGS)

Presencial

•	 Instituciones políticas, 
capacidad estatal y gestión de 
políticas públicas.

•	 Políticas públicas, cultura y 
dinámicas sociales.

•	 Políticas sociales, actores y 
participación.

Chile Universidad Mayor Presencial
•	 Políticas públicas, ciencias 

sociales y salud.
•	 Economía y políticas públicas.

Ecuador 
Facultad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales 
(FLACSO)

Híbrida 
(presencial y 

virtual)
N/D

Guatemala

Instituto Nacional de 
Administración Pública 
(INAP)- Universidad de 
San Carlos (USAC)

B-learnig N/D

México

Centro de Investigación, 
Docencia y Análisis de 
Política Pública (CIDAPP) 
de México

Presencial

•	 Desarrollo y política social: 
pobreza y desigualdad.

•	 Política ambiental: 
cambio climático.

•	 Política Pública y Salud 
Poblacional

•	 Política Urbana: Movilidad.
•	 Política de Innovación, Ciencia 

y Tecnología.
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Centro de Investigación 
y Docencia Económicas 
(CIDE) 

Presencial

•	 Gestión pública 
(profesionalización, seguridad 
pública y educación)

•	 Gobierno y gestión local
•	 Política social (educación, ciencia 

y tecnología)
•	 Políticas Públicas
•	 Presupuesto y gasto público
•	 Regulación (Tics y agencias 

regulatorias)
•	 Teoría de política pública (ética 

y evaluación)
•	 Transparencia

IEXE Universidad Presencial N/D

Pacífico Universidad Presencial

•	 Gobierno, innovación 
institucional y políticas públicas.

•	 Democracia, sistemas de 
representación y rendición 
de cuentas.

•	 Derechos humanos, seguridad 
y justicia.

 
Tecnológico de Monterrey 
- Escuela de Gobierno y 
Transformación Pública

Presencial

•	 Gobierno, democracia y 
sociedad civil

•	 Analizar desde perspectivas 
plurales los problemas 
implicados en que se establecen 
entre gobierno y sociedad civil 
en un contexto democrático

•	 Economía, desarrollo y bienestar
•	 Analizar el papel del estado 

en su intervención sobre los 
mecanismos de la economía, su 
impacto sobre el bienestar de la 
sociedad y el diseño de políticas 
encaminadas al desarrollo 
económico y social.

•	 Administración pública y 
política pública

•	 Analizar la gestión pública y 
desempeño de los diferentes 
órdenes de gobierno y el papel 
que juegan éstos en el diseño, 
implementación y evaluación de 
política públicas
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Universidad Autónoma 
del Estado de Hidalgo 
(UAEH)

Presencial

•	 Problemas públicos 
contemporáneos

•	 Evaluación de políticas públicas.
•	 Gestión pública para el 

desarrollo y la innovación

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación

En el quinto lugar figuran los programas donde la denominación de políticas pú-
blicas está asociada a otros campos de estudios, principalmente al desarrollo. Al 
igual que en la sección anterior, son Brasil y México los países que cuentan con un 
mayor número de estudios doctorales. El país sudamericano ofrece la totalidad 
de los estudios en la modalidad presencial, mientras que, en el país centroame-
ricano, son virtuales en su mayoría. Le siguen Perú, con 2 programas, y Argentina 
y Bolivia, con 1 cada uno. En Brasil, despunta la formación de tercer ciclo de la 
Universidad Federal de Río de Janeiro en Políticas Públicas, Estrategias y Desa-
rrollo. En México, la de la Universidad de Guadalajara (UDG) en Políticas Públicas 
y Desarrollo. Particular mención tienen líneas de investigación como: políticas, 
derechos y desigualdades en el doctorado en Políticas Públicas y Formación Hu-
mana de la Universidad Estatal de Río de Janeiro (UERJ); Desigualdades, políticas 
de bienestar y capacidades del Estado y sostenibilidad y gobernanza ambiental 
del doctorado en Políticas Públicas, Estrategias y Desarrollo de la Universidad 
Federal de Río de Janeiro (UFRJ) (ver Tabla 10).

Tabla 10. Programas de doctorado en políticas públicas unidos a otros 
campos de estudio o énfasis en América Latina

País
Universidad/
institución

Denominación Modalidad
Líneas de 

investigación

Argentina

Universidad 
Nacional de Jujuy 
(UNJU) - Facultad 
de Ciencias 
Económicas 

Políticas 
Públicas y 
Desarrollo 
en Contextos 
Regionales

Presencial N/D 

Bolivia 

Universidad Mayor 
de San Andrés 
(UMSA) - Facultad 
de Derecho y 
Ciencias Políticas

Gestión del 
Desarrollo 
y Políticas 
Públicas

Presencial N/D 
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Brasil UNICEUB 
Derecho y 
Políticas 
Públicas

•	 Políticas públicas, 
Estado y 
desarrollo.

•	 Políticas públicas, 
relaciones 
privadas y 
desarrollo.

Universidad 
Estatal de Río de 
Janeiro (UERJ)

Políticas 
Públicas y 
Formación 
Humana

Presencial

•	 Políticas, derechos 
y desigualdades.

•	 Historia, memoria 
y prácticas 
educativas.

Universidad 
Federal de Río de 
Janeiro (UFRJ)

Políticas 
Públicas, 
Estrategias y 
Desarrollo

Presencial

•	 Desigualdades, 
políticas de 
bienestar y 
capacidades del 
Estado.

•	 Innovación 
y propiedad 
intelectual.

•	 Instituciones, 
regulación 
y cambio 
institucional.

•	 Sostenibilidad 
y gobernanza 
ambiental.

Universidad 
Federal de 
Tocantins (UFT). 

Gestión de 
Políticas 
Públicas

Presencial

•	 Políticas 
educativas 
y desarrollo 
territorial.

•	 Evaluación de 
políticas públicas.

•	 Gestión de 
políticas públicas.

México
Centro de 
Estudios en Alta 
Dirección 

Políticas 
Públicas y 
Cohesión 
Social

Virtual N/D

Universidad de 
Guadalajara (UDG)

Políticas 
Públicas y 
Desarrollo

Escolarizada

•	 Problemas del 
desarrollo

•	 Políticas públicas 
del desarrollo
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Universidad de 
Xalapa

Gestión y 
Políticas 
Públicas

Virtual N/D

Perú

Escuela de 
Posgrados 
del Centro de 
Altos Estudios 
Nacionales (CAEN)

Políticas 
Públicas y 
Gestión del 
Estado

Virtual N/D

Universidad 
Nacional del 
Altiplano de Puno 
(UNAP) - Escuela 
de Postgrado 

Economía 
y Políticas 
Públicas

Presencial N/D

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación

Finalmente, están los doctorados en temáticas afines a la administración públi-
ca, con diferentes titulaciones, que ponen su énfasis en campos como la gestión 
pública. Algunos de estos estudios son: Modelado en Política y Gestión Públi-
ca de la Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano; Gestión Pública y Ciencias 
Empresariales del Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP); 
Gestión Pública de la Universidad de Santiago de Compostela (USC); Buen Go-
bierno y Gestión Pública del Centro de Estudios en Gestión Pública (CES) de Mé-
xico; Gestión Pública y Gobernabilidad de la Universidad César Vallejo; y Ciencias 
Gobernabilidad y Gestión Pública Estratégica de la Universidad Nacional de San 
Agustín (UNSA). Se resaltan los programas ofertados en España por Instituto 
Universitario Ortega-Marañón, en Economía y Gobierno, que desarrollan líneas de 
investigación como Democracia, gobierno y administración pública (gobernanza, 
ciencia política, alta dirección pública, políticas públicas, ética pública y comuni-
cación política); y Cambio social y político en un mundo global (cooperación inter-
nacional, derecho internacional y relaciones internacionales, políticas migratorias, 
política social, seguridad pública y sociedad de la información y del conocimiento); 
y la Universidad de Salamanca (USAL), en Administración, Hacienda y Justicia en 
el Estado Social; con líneas en La administración de justicia en el estado social 
de derecho; Las administraciones públicas en el Estado social de derecho, La ha-
cienda pública en el Estado social de derecho, El derecho del trabajo en el Estado 
social de derecho y Fundamentos históricos y filosóficos de la administración, la 
hacienda y la justicia en el Estado social de derecho (ver Tabla 11).
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Tabla 11. Programas de doctorado en temáticas y campos de estudios afines 
a la administración pública en América Latina y España

País
Universidad/
institución

Denominación Modalidad Líneas de investigación

Brasil
Universidad 
Tecnológica 
Federal de Paraná

Planificación 
y Gobernanza 
Pública

Presencias N/D

Colombia
Universidad de 
Bogotá Jorge 
Tadeo Lozano

Modelado en 
Política y Gestión 
Pública

Presencial N/D

Costa Rica

 Instituto 
Centroamericano 
de Administración 
Pública (ICAP)

Gestión Pública 
y Ciencias 
Empresariales

Virtual N/D

España
Instituto 
Universitario 
Ortega-Marañón

Economía y 
Gobierno

•	 Democracia, gobierno y 
administración pública 
(gobernanza, ciencia 
política, alta dirección 
pública, políticas 
públicas, ética pública y 
comunicación política).

•	 Cambio social y 
político en un mundo 
global (cooperación 
internacional, 
derecho internacional 
y relaciones 
internacionales, 
políticas migratorias, 
política social, 
seguridad pública 
y sociedad de la 
información y del 
conocimiento).

Universidad de 
Santiago de 
Compostela 
(USC) – Escuela 
de Doctorado 
Internacional

Gestión Pública N/D N/D
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País
Universidad/
institución

Denominación Modalidad Líneas de investigación

Universidad de 
Salamanca (USAL) 
– Escuela de 
Doctorado

Administración, 
Hacienda y 
Justicia en el 
Estado Social

Presencial

•	 La administración de 
justicia en el estado 
social de derecho

•	 Las administraciones 
públicas en el Estado 
social de derecho

•	 La hacienda pública 
en el Estado social 
de derecho

•	 El derecho del trabajo 
en el Estado social 
de derecho

•	 Fundamentos históricos 
y filosóficos de la 
administración, la 
hacienda y la justicia 
en el Estado social 
de derecho

México
Centro de Estudios 
en Gestión Pública 
(CES) 

Buen Gobierno y 
Gestión Pública

Virtual

•	 Áreas de titulación con 
investigaciones en;

•	 Economía de los 
entes públicos

•	 Gestión pública
•	 Auditoría
•	 Finanzas públicas
•	 Presupuestación
•	 Derecho administrativo.
•	 Informática de las 

Finanzas Públicas
•	 Fiscal

Perú
Universidad Cesar 
Vallejo

Gestión Pública y 
Gobernabilidad

Presencial 
y a 

distancia
N/D

Universidad 
Nacional de San 
Agustín (UNSA)

Ciencias 
Gobernabilidad y 
Gestión Pública 
Estratégica

Presencial N/D

Fuente: Elaboración propia con base en páginas web de las universidades o centros de formación
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Publicaciones científicas en 
administración pública y afines 

En este apartado se incluyen las principales revistas científicas indexadas 
especializadas en administración pública o tópicos afines en América 
Latina y España, así como otras ediciones que dan espacio regular y pri-
vilegiado a estas temáticas. Estas revistas son publicaciones periódicas 

de investigación que se caracterizan por su alta calidad y por estar listadas en 
uno o varios índices o bases de datos de consulta mundial, lo que les garantiza 
un alto impacto y citación.

El SCImago Journal & Country Rank es una plataforma en línea que ofrece una 
serie de indicadores sobre la calidad y el impacto de publicaciones y revistas 
con base en información de Scopus de Elsevier. Por su parte, Scopus es la base 
de datos bibliográfica más importante del mundo sobre resúmenes y citas de 
artículos de revistas científicas. Abarca más de 18 mil revistas en áreas como 
ciencias, tecnología, medicina, ciencias sociales, artes y humanidades; el 90 % 
de éstas arbitradas. Este listado está conformado por 4 categorías, a saber: Q1, 
Q2, Q3 y Q4, de acuerdo con el grupo a que pertenecen en el listado. Las revistas 
Q1 ocupan el primer 25 % de las publicaciones del ranking, de modo que gozan 
de mayor prestigio y fama en virtud del número y calidad de valoración de sus 
citas. Solo un reducido número de publicaciones en el mundo ostenta este nivel 
de excelencia internacional. La mayoría de estas publicaciones son editadas en 
idioma inglés. 

En administración pública y temáticas próximas, SCImago Journal & Country Rank 
incluye actualmente 199 revistas científicas, algunas de ellas especializadas en 
el campo y otras, cuyo énfasis son las ciencias sociales o la administración, pero 
que incluyen regularmente artículos referidos a esta rama del saber (SCImago 
Journal, 2023). Los países que tienen un mayor número de publicaciones en este 
listado son: Reino Unido, con 60; Estados Unidos, 20; Brasil, Alemania, Francia, 
Países Bajos y Polonia, con 4; Italia, Suiza y España, con 3. Huelga decir que el 
dominio anglosajón, por parte de Reino Unido y Estados Unidos, es una tendencia 
mundial debido a que las más importantes editoriales en este ámbito tienen su 
base o publican en estos países. Dichas casas, que controlan el 50 % de las revis-
tas indizadas en el mundo, son: Reed-Elsevier, Taylor & Francis, Wiley-Blackwell, 
Springer, Sage y American Chemical Society (Bilmes, Fushimi, & Liaudat, 2018). 

En América Latina y España, solo 20 publicaciones forman parte de este selecto 
grupo, siendo Brasil, con 4, y España, con 3, los países que más sobresalen en 
este escenario editorial científico.
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Llama la atención que dentro de la máxima categoría Q1 no hay ninguna publi-
cación de la región, en tanto que en Q2 solo hay dos: Revista de Administração 
Pública y Revista de Ciencias Sociales (ver Tabla 12). La primera de estas publica-
ciones es editada desde 1967 por la Fundação Getúlio Vargas de Brasil. Su edición 
bimestral es trilingüe, en portugués, inglés y español, y publica estudios de alta 
calidad académica, principalmente, en administración pública y políticas públi-
cas, además de artículos que exploran interfaces de estas dos áreas con otras, 
como ciencias políticas, economía, estudios urbanos y relaciones internacionales. 
Sus principales locus empíricos son Brasil y el resto de países de Iberoamérica 
(Fundação Getulio Vargas, 2023a). La segunda, publicada trimestralmente por la 
Facultad de Ciencias Económicas y Sociales de la Universidad del Zulia de Vene-
zuela, es una revista que difunde trabajos científicos en español en el ámbito de 
las ciencias sociales e incluye artículos, ensayos o revisiones bibliográfica en el 
campo de la administración pública de manera esporádica sin tener una sección 
regular en el tema (Universidad del Zulia, 2023).

Las revistas Q3 que aparecen en este listado son: Revista Brasileira de Políticas 
Públicas, European Journal of Government and Economics, Revista Catalana de 
Dret Public y Gestión y Política Pública (ver Tabla 12). La Revista Brasileira de 
Políticas Públicas es una publicación cuatrimestral de la maestría y el doctorado 
en Derecho del Centro Universitario de Brasilia (UniCEUB). Su foco está en artí-
culos brasileños de alta calidad, sin embargo, desde el año 2012 ha dado cabida 
ampliamente a artículos provenientes de otros países (Centro Universitario de 
Brasilia, 2023). European Journal of Government and Economics es una revista 
científica semestral editada en inglés desde 2017 por el Servicio de Publicaciones 
de la Universidad de la Coruña. Su énfasis son los trabajos europeos que relacio-
nan el papel del gobierno con las instituciones económicas, así como el análisis 
económico de las políticas públicas (Universidad de La Coruña, 2023). La Revista 
Catalana de Dret Public, fundada en 1985 por L’Escola d’Administració Pública 
de Catalunya, divulga contribuciones en catalán, español e inglés en el ámbito 
del derecho público. Además de estar indizada en Scopus, aparece en el listado 
de Emerging Sources Citation Index (ESCI) (L’Escola d’Administració Pública de 
Catalunya, 2023).

Gestión y Política Pública es una publicación semestral en español, digital e im-
presa, editada por la División de Administración Pública del Centro de Inves-
tigación y Docencia Económicas (CIDE) de México que difunde planteamientos 
teóricos, resultados de investigaciones empíricas y experiencias de gestión, en el 
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campo de las políticas públicas y la gestión de las organizaciones gubernamen-
tales (Centro de Investigación y Docencia Económicas, 2023).

Finalmente, se encuentran las revistas Q4: Relações Internacionais no Mundo 
Atual del Centro Universitário (Unicuritiba), Revista de Administração Contempo-
ranea de la Associação Nacional de Pos-Graduação e Pesquisa em Administração, 
Revista de Derecho Administrativo Economico de la Pontifica Universidad Católica 
de Chile, Innovar de la Universidad Nacional de Colombia; la Revista Científica 
General José María Córdova de la Escuela Militar de Cadetes José María Córdova; 
la Revista Aequitas de la Asociación Veritas-Estudios sobre Historia, Derecho e 
Instituciones; y la Revista Española de Transparencia (RET) de la Asociación de 
Profesionales e Investigadores de Transparencia (ACREDITRA). Ninguna de estas 
revistas es especializada en administración pública, aunque todas publican con 
cierta regularidad trabajos en este campo, pues su énfasis está en administración 
o ciencias sociales (ver Tabla 12).

Tabla 12. Revistas científicas con indexación en SCImago 
especializadas en administración pública o que incluyen sus 

temáticas en América Latina y España

Nombre Editor
Lugar de 

publicación
Periodicidad Categoría

Revista de 
Administração Pública 

Fundação Getúlio Vargas Brasil Bimestral Q2

Revista Brasileira de 
Políticas Públicas 

UniCEUB (Centro 
Universitario de Brasilia)

Brasil Cuatrimestral Q3

Relações Internacionais 
no Mundo Atual 

Centro Universitário 
(Unicuritiba)

Brasil Trimestral Q4

Revista de 
Administração 

Contemporanea 

Associação Nacional de 
Pos-Graduação e Pesquisa 
em Administração

Brasil Bimestral Q4

Revista de Derecho 
Administrativo 

Economico 

Pontifica Universidad 
Católica de Chile, 
Programa de Derecho 
Administrativo Económico

Chile Semestral Q4

Innovar Universidad Nacional Colombia Trimestral Q4

Revista Científica 
General José María 

Córdova 

Escuela Militar de Cadetes 
José María Córdova

Colombia Trimestral  Q4
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Nombre Editor
Lugar de 

publicación
Periodicidad Categoría

European Journal 
of Government and 

Economics 
Universidade A Coruna España Semestral Q3

Revista Catalana de 
Dret Public

L’Escola d’Administració 
Pública de Catalunya

España Semestral Q3

Revista Aequitas
Asociación Veritas-
Estudios sobre Historia, 
Derecho e Instituciones

España Semestral Q4

Revista Española de 
Transparencia (RET) 

(Q4)

Asociación de 
Profesionales e 
Investigadores 
de Transparencia 
(ACREDITRA)

España Semestral Q4

Gestión y Política 
Pública 

Centro de Investigación y 
Docencia Económicas, A.C.

México Semestral Q3

Revista de Ciencias 
Sociales

Universidad del Zulia Venezuela Trimestral Q2

Fuente: Elaboración propia, con base en información de Journal SCImago (2023).

En la región también existen otras bases de datos de menor impacto donde se 
indizan revistas científicas. Las más importantes son EBSCO y SciELO. EBSCO 
(Elton B. Stephens Company) es una base de datos de investigación y adminis-
tración de revistas electrónicas y colecciones de libros que brinda textos com-
pletos, índices y publicaciones periódicas académicas en áreas de las ciencias 
y humanidades. En tanto que SciELO (Scientific Electronic Library Online) es un 
repositorio multidisciplinario de espectro iberoamericano que difunde revistas y 
artículos de investigación. 

En América Latina, el país que dispone de un mayor número de publicaciones 
indexadas en EBSCO y SciELO en el campo de la administración pública es Bra-
sil. Mención aparte tiene España donde existe una importante tradición editorial 
científica en este tópico. En el escenario latinoamericano igualmente se destacan 
países como Argentina, Chile, Colombia, Ecuador y México. Sobra decir que en 
la región también tienen presencia otros índices, bases de datos y catálogos de 
revistas científicas, como Latindex, Redalyc (Red de Revistas Científicas de Amé-
rica Latina y el Caribe, España y Portugal) y el Directory of Open Acess Journals 
(DOAJ), que en este ejercicio no fueron contemplados, aun cuando, buena parte de 
las revistas especializadas en administración pública o que divulgan regularmente 
trabajos en esta área o en áreas afines, también están en estos índices o listados. 
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En esta parte se destacan publicaciones especializadas como: Revista Adminis-
tración Pública y Sociedad del Instituto de Investigación y Formación en Admi-
nistración Pública de la Universidad Nacional de Córdoba; Revista de Estudios de 
Políticas Públicas del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad 
de Chile; Revista Cubana de Administración Pública y Empresarial de la Escuela 
Superior de Cuadros del Estado y del Gobierno; Revista de Administración Públi-
ca del Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) de México; y Revista 
Ciencias de Gobierno del Instituto Zuliano de Estudios Políticos, Económicos y 
Sociales (ver Tabla 13).

En Colombia se cuenta desde 1998 con Publindex, el Índice Bibliográfico Nacional 
(IBN), que se constituye en una herramienta del Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (SCIENTI), en el que se indexan, en las categorías A1, A2, B 
y C, las revistas científicas del país, de acuerdo con los cuartiles Q1, Q2, Q3 y Q4, 
como sucede en el ya mencionado SCImago Journal & Country Rank. 

En el contexto colombiano, se distinguen títulos como: Equidad & Desarrollo de 
la Universidad de La Salle, clasificada en la categoría B de Publindex; y Adminis-
tración & Desarrollo de la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP), 
listada en la categoría C de este mismo índice. La primera de estas publicaciones, 
fundada en 2003, es electrónica y de acceso abierto, difunde estudios sobre desa-
rrollo, género, pobreza, calidad de vida, medio ambiente, territorio, sostenibilidad, 
análisis de políticas públicas y procesos de gobernanza (Universidad de La Salle, 
2023). La segunda, creada en 1962, publica trabajos de investigación, revisión y 
reflexión en el campo de la administración pública en español, inglés, francés y 
portugués (Escuela Superior de Administración Pública, 2023) (ver Tabla 13).

Tabla 13. Revistas científicas especializadas en administración pública, o 
que incluyen sus temáticas, con indexación en EBSCO, SciELO o Publindex en 

América Latina (excepto Brasil)

Nombre Editor
País de 

publicación
Periodicidad

Estudios Sociales del 
Estado

Centro de Investigaciones 
Sociales (CIS) 

Argentina Semestral

Revista Administración 
Pública y Sociedad 

Instituto de Investigación y 
Formación en Administración 
Pública de la Universidad Nacional 
de Córdoba

Argentina Semestral
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Nombre Editor
País de 

publicación
Periodicidad

Revista Perspectivas de 
Políticas Públicas

Departamento de Planificación 
y Políticas Públicas de la 
Universidad de Lanús

Argentina Semestral

Política & Estrategia
Academia Nacional de Estudios 
Políticos y Estratégicos (ANEPE)

Chile Semestral

Revista de Estudios de 
Políticas Públicas

Facultad de Ciencias Físicas y 
Matemáticas, Departamento de 
Ingeniería Industrial,  
Universidad de Chile

Chile Semestral

Revista de Estudios 
Políticos y Estratégicos

Universidad Tecnológica 
Metropolitana

Chile Semestral

Revista Enfoques: 
Ciencia Política y 

Administración Pública
Universidad Central de Chile Chile Semestral

Revista Territorio y 
Regionalismos

Universidad de Concepción Chile Semestral

Administración & 
Desarrollo (C)

Escuela Superior de 
Administración Pública

Colombia Semestral

Bitácora Urbano 
Territorial

Instituto de Investigaciones 
Hábitat, Ciudad y Territorio 
de la Facultad de Artes de la 
Universidad Nacional 

Colombia Cuatrimestral

Ciencia Política Universidad Nacional Colombia Semestral

Equidad & 
Desarrollo (B)

Universidad de La Salle Colombia Semestral

Nova et Vetera
Escuela Superior de 
Administración Pública (ESAP)

Colombia Anual

Opera
Universidad Externado 
de Colombia

Colombia Semestral

Territorios
Universidad del Rosario & 
Asociación Colombiana de 
Investigadores Urbano Regionales

Colombia Semestral

Vis Iuris
Universidad Sergio Arboleda, 
Escuela de Derecho de 
Santa Marta

Colombia Anual

Revista Nacional de 
Administración

Universidad Nacional de Educación 
a Distancia (UNED)

Costa Rica Semestral
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Nombre Editor
País de 

publicación
Periodicidad

Revista Cubana de 
Administración Pública 

y Empresarial

Escuela Superior de Cuadros del 
Estado y del Gobierno

Cuba Cuatrimestral

Estado & Comunes. 
Revista de Políticas y 
Problemas Públicos

Instituto de Altos Estudios 
Nacionales (IAEN)

Ecuador Semestral

Estudios de la Gestión Universidad Andina Simón Bolívar Ecuador Semestral

Retos Universidad Politécnica Salesiana Ecuador Semestral

Gobernar: The Journal 
of Latin American Public 
Policy and Governance

Binghamton University; 
Universidad EAFIT de Colombia

Estados 
Unidos

Semestral

Política, Globalidad y 
Ciudadanía

Universidad Autónoma de 
Nuevo León

México Semestral

Revista de 
Administración Pública

Instituto Nacional de 
Administración Pública (INAP)

México Cuatrimestral

Revista Ciencias 
de Gobierno

Instituto Zuliano de Estudios 
Políticos, Económicos y Sociales

Venezuela Semestral

Fuente: Elaboración propia, con base en información de EBSCO (2023), SciELO(2023), Publindex 
de Minciencias (2023a) y páginas web de las revistas científicas.

Como ya se había mencionado en páginas anteriores, Brasil posee una impor-
tante producción editorial científica en administración pública, políticas públicas 
y áreas afines, la mayor parte de ellas editadas por universidades y centros de 
conocimiento de iniciativa pública. A continuación, se mencionan algunas de estas 
en virtud de su nivel de especialización temática.

Administração Pública e Gestão Social, una publicación electrónica, trimestral y 
de acceso abierto por la Universidade Federal de Viçosa (2023); Revista Brasileira 
de Políticas Públicas e Internacionais, editada desde 2016 por el programa de 
posgrado en Gestión Pública y Cooperación Internacional (PGPCI) de la Univer-
sidade Federal da Paraíba (2023); Cadernos de Gestão Pública e Cidadania de la 
Escola Brasileira de Administração Pública e de Empresas de la Fundação Getulio 
Vargas, que da a conocer trabajos de investigación en gestión y políticas públicas 
(Fundação Getulio Vargas, 2023b); Revista de Direito Administrativo e Gestão 
Pública del Conselho Nacional de Pesquisa e Pós-graduação em Direito (CONPE-
DI); RP3. Revista de Pesquisa em Políticas Públicas, editada semestralmente 
por la Universidade de Brasilia e incluye trabajos en políticas públicas, gestión 
de políticas públicas y políticas en ciencia, tecnología e innovación; y la Revista 
Política e Planejamento Regional, fundada en 2014 por la Universidade Federal 
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do Rio de Janeiro (UFRJ) (2023), cuyo acento está en contribuciones científicas y 
propuestas de acción pública sobre los diferentes niveles y formas de articulación 
social, económica, política y culturas y su interacción con las políticas públicas y 
activismo social (ver Tabla 14).

Tabla 14. Revistas científicas especializadas en administración pública o que 
incluyen sus temáticas, con indexación en EBSCO y SciELO en Brasil

Nombre Editor Periodicidad

Administração Pública e 
Gestão Social 

Universidade Federal de Viçosa Trimestral

Caderno de Administração Universidade Estadual de Maringá  Semestral

Caderno de Direito e 
Políticas Públicas

Universidade Federal do Estado do 
Rio de Janeiro

Semestral

Cadernos de Gestão 
Pública e Cidadania

Fundacao Getulio Vargas, Escola 
Brasileira de Administracao Publica e 
de Empresas

Semestral

Cadernos EBAPE.BR
Fundação Getulio Vargas, Escola 
Brasileira de Administração Pública e 
de Empresas

Cuatrimestral

Conhecer: Debate entre o 
Público e o Privado

Universidade Estadual do Ceará  Semestral

Democracia Digital e 
Governo Eletrônico 

Universidade Federal de 
Santa Catarina

Anual

Política & Sociedade
Universidade Federal de 
Santa Catarina

Cuatrimestral

RAE Revista de Administraçao 
de Empresas

Fundacao Getulio Vargas, Escola 
de Administraçao de Empresas de 
Sao Paulo

Bimestral

Revista Brasileira de Políticas 
Públicas e Internacionais

Universidade Federal da Paraíba Cuatrimestral

Revista da CGU Controladoria-Geral da União Semestral

Revista da Defensoria Pública 
do Estado do Rio Grande do Sul

Defensoria Pública do Estado do Rio 
Grande do Sul

Semestral

Revista de Administração IMED Faculdade Meridional IMED Cuatrimestral

Revista de Administração, 
Sociedade e Inovação

Universidade Federal Fluminense  Cuatrimestral

Revista de Ciências da 
Administração: RCA

Universidade Federal de 
Santa Catarina

Cuatrimestral
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Nombre Editor Periodicidad

Revista de Direito 
Administrativo e 
Gestão Pública 

Conselho Nacional de Pesquisa e 
Pós-graduação em Direito (CONPEDI)

Semestral

Revista de Direito da 
Administração Pública

Universidade Federal Rural do 
Rio de Janeiro

Semestral

Revista de Direito Sociais e 
Políticas Públicas

Conselho Nacional de Pesquisa e 
Pós-graduação em Direito (CONPEDI)

Semestral

Revista de Teorias e Filosofias 
do Estado

Conselho Nacional de Pesquisa e 
Pós-graduação em Direito (CONPEDI)

Semestral

Revista de Ciências do Estado Universidade Federal de Minas Gerais  Semestral

Revista de Políticas Públicas Universidade Federal do Maranhão Semestral

Revista Direitos Sociais e 
Políticas Públicas

Centro Universitário Unifafibe Cuatrimestral

Revista do Instituto de Políticas 
Públicas de Marília

Universidade Estadual Paulista Júlio 
de Mesquita Filho (UNESP)

Semestral

Revista PGPU. Práticas Em 
Gestão Pública Universitária

Universidade Federal do 
Rio de Janeiro 

Semestral

Revista Práticas de 
Administração Pública

Universidade Federal de 
Santa Maria (UFSM) 

Cuatrimestral

RP3. Revista de Pesquisa em 
Políticas Públicas

Universidade de Brasilia Semestral

Revista Política e 
Planejamento Regional 

Universidade Federal do Rio de 
Janeiro (UFRJ)

Cuatrimestral

Fuente: Elaboración propia, con base en información de EBSCO (2023) y SciELO (2023) y páginas 
web de las revistas científicas.

España es otro de los países del espectro iberoamericano que cuenta con una 
significativa producción y edición científica en administración pública y tópicos 
conexos liderada por instituciones nacionales y de gobiernos autonómicos y pro-
vinciales. Se destacan cabeceras como: Administración & Cidadanía de la Escola 
Galega de Administración Pública (EGAP); Cuadernos de Gobierno y Adminis-
tración Pública de la Universidad Complutense de Madrid; Gestión y Análisis de 
Políticas Públicas del Instituto Nacional de Administración Pública (INAP); Revista 
Aragonesa de Administración Pública de la Diputación de Aragón; Herri-Ardura-
laritzazko Euskal Aldizkaria. Revista Vasca de Administración Pública del Instituto 
Vasco de Administración Pública (IVAP); y la Revista de Administración Pública 
del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales.
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Tabla 15. Revistas científicas especializadas en administración pública, o que 
incluyen sus temáticas, con indexación en EBSCO y SciELO en España

Nombre Editor Periodicidad

Administración & Cidadanía
Escola Galega de Administración 
Pública (EGAP)

Semestral

Cuadernos de Gobierno y 
Administración Pública

Universidad Complutense 
de Madrid

Semestral

Documentación Administrativa
Instituto Nacional de 
Administración Pública (INAP) 

Anual

Gestión y Análisis de 
Políticas Públicas

Instituto Nacional de 
Administración Pública

Cuatrimestral

Herri-Arduralaritzazko Euskal 
Aldizkaria. Revista Vasca de 

Administración Pública

Instituto Vasco de Administración 
Pública (IVAP)

Cuatrimestral

Política y Gobernanza. 
Revista de Investigaciones y 

Análisis Político 

Instituto Política y Gobernanza 
de Universidad Carlos III de 
Madrid y el Departamento 
De Ciencia Política y de la 
Administración de la Universidad 
de Granada 

Anual

Política & Sociedad
Universidad Complutense 
de Madrid

Cuatrimestral

Revista de 
Administración Pública

Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales

Cuatrimestral

Revista Aragonesa de 
Administración Pública

Diputación de Aragón Semestral

Revista de Estudios de 
la Administración Local y 

Autonómica (REALA)

Instituto Nacional de 
Administración Pública (INAP)

Semestral

Revista d’estudis 
autonòmics i federals

Institut d’Estudis de l’Autogovern Semestral

Revista Española de 
Ciencia Política 

Asociación Española de Ciencia 
Política y de la Administración 
(AECPA)

Cuatrimestral

Revista Estudios Institucionales 
Universidad Nacional de 
Educación a Distancia (UNED) – 
Facultad de Derecho

Semestral

Revista Galega de 
Administración Pública

Escola Galega de Administración 
Pública (EGAP)

Semestral
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Nombre Editor Periodicidad

Revista Vasca de 
Gestión de Personas y 

Organizaciones Públicas 

Instituto Vasco de Administración 
Pública (IVAP)

Semestral

 

Fuente. Elaboración propia, con base en información de EBSCO (2023) y SciELO (2023) y páginas 
web de las revistas científicas.

Investigación en administración pública y 
temáticas afines en Colombia

En el país, a investigación científica se desarrolla a través de grupos que 
poseen una o varias líneas de investigación, además de llevar a cabo 
otras actividades de desarrollo tecnológico e innovación. Éstos en su 
mayoría forman parte de universidades o instituciones de educación 

superior, sin embargo, algunos de ellos están ligados a otro tipo de institucio-
nes públicas o privadas.

Los grupos de investigación cuentan, a través del Ministerio de Ciencias —orga-
nismo de la administración pública rector del Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (SNCTI)—, con un modelo de medición que permite conocer 
sus capacidades, fortalezas, debilidades y potencialidades. De acuerdo con este 
modelo, se evalúan actividades relacionadas con los productos de generación 
de nuevos conocimientos y los productos que son resultado de actividades de 
desarrollo tecnológico e innovación, de apropiación social del conocimiento, de 
divulgación pública de la ciencia y de la formación del recurso humano para cien-
cia, tecnología e innovación. Además, incluye otros indicadores relacionados con 
la estructura y dinámica de los grupos. Los indicadores son A1, A, B y C, y según 
Minciencias (2023b), en el año 2021 había 6.160 grupos de investigación distribui-
dos así: 849, A1; 1.174, A; 1.330, B; 2.276, C; y 531 reconocidos no categorizados. 
El 37 % de estos grupos enmarca su actividad en el área de Ciencias Sociales, 
Humanas y Educación. En cuanto a los grupos de investigación que incorporan en 
su quehacer líneas en los campos de estudio de administración pública, gobierno, 
derecho administrativo, políticas públicas, ordenamiento territorial, desarrollo, 
paz y temáticas afines, hay 93 grupos categorizados, lo que representa el 1,65 
% del total nacional.

En la categoría A1, la de mayor nivel de exigencia, hay 19 grupos. Con 4 grupos 
figura Pontificia Universidad Javeriana; con 2 grupos, la Universidad de Los Andes, 
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la Universidad Externado de Colombia y la Universidad Santo Tomás de Bogotá; y 
con 1, la Universidad Nacional, ICESI, la Universidad Simón Bolívar, la Universidad 
Sergio Arboleda, la Universidad San Buenaventura de Cali, CINEP, la Universidad 
de La Salle y la Universidad Pontificia Bolivariana (Minciencias, 2023b). 

Estos colectivos incluyen líneas de investigación como: Gestión pública; Moderni-
zación del Estado desde la innovación y emprendimiento; Administración pública, 
políticas públicas y gobernanza; Gobierno urbano y políticas públicas; Desarrollo, 
políticas públicas y planeación participativa; Ordenamiento del territorio y go-
bierno municipal; Políticas públicas, pobreza y desigualdad; Género, equidad y 
desarrollo; Empresa, territorio y desarrollo sostenible; Seguridad, posconflicto 
y paz; Desarrollo, cultura ciudadana e institucionalización estatal en territorios 
afectados por la violencia política; Territorio, equidad y desarrollo, entre otras 
líneas. En este punto llama la atención la línea de investigación en Bioderecho, 
un campo de estudio conexo al de bioadministración pública, que incorpora el 
grupo de Investigación Socio-Humanística del Derecho de la Universidad Santo 
Tomás de Bogotá.

Tabla 16. Grupos de investigación en Colombia en la categoría A1 con líneas 
en administración pública, gobierno, derecho administrativo, políticas 

públicas y temáticas afines

Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en 
administración pública, gobierno, 

políticas públicas o temáticas afines

Grupo Conflictos 
Sociales, Género 

y Territorio

Universidad 
Santo Tomás 

de Bogotá

•	 Conflicto, política y democracia
•	 Desarrollo, políticas públicas y 

planeación participativa
•	 Subjetividades, acción colectiva y 

transformación social

Grupo Democracia 
y Modernización del 
Estado Colombiano

Universidad 
Simón Bolívar

•	 Democracia, estructura del Estado y 
poder público

•	 Modernización del Estado desde la 
innovación y emprendimiento.

•	 Planeación y desarrollo 
económico y cultural de las 
regiones administrativas de 
planificación. RAP.

•	 Régimen económico y 
Hacienda Pública
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Grupo Derecho 
administrativo

Universidad 
Externado de 

Colombia

•	 Contratación Estatal
•	  Fundamentos y bases 

constitucionales del 
Derecho Administrativo

•	 Ordenamiento del territorio y 
gobierno municipal

•	 Procedimientos y 
justicia administrativa

•	 Responsabilidad Extracontractual
•	 Servicio público y Derecho de las 

telecomunicaciones

Grupo de Análisis 
Político (GAP)

Universidad 
Sergio Arboleda

•	 Partidos Políticos
•	 Políticas Públicas
•	 Seguridad, posconflicto y paz

Grupo de Estudios 
Urbanos y Regionales 

Universidad 
Nacional de 

Bogotá-Instituto 
de Estudios 

Urbanos

•	 Ciudades, territorio y Estado
•	 Gobierno urbano y políticas públicas

Grupo de investigación: 
Economía, Políticas 
Públicas y Métodos 

Cuantitativos 

ICESI

•	 Políticas públicas, pobreza 
y desigualdad

•	 Gestión pública
•	 Privatizaciones, política y 

desempeño fiscal

Grupo de Investigación 
de “Estudios 

Interdisciplinarios sobre 
Desarrollo” 

Universidad de 
Los Andes-CIDER

•	 Planificación, gobernanza y 
desarrollo territorial

•	 Género, equidad y desarrollo
•	 Instituciones, paz y desarrollo
•	 Sostenibilidad, ambiente y desarrollo

Grupo Investigación 
Socio- Humanística del 

Derecho

Universidad 
Santo Tomás 

de Bogotá

•	 Bioderecho
•	 Corrupción

Grupo Economía, 
Gestión, Territorio y 

Desarrollo Sostenible

Universidad San 
Buenaventura 

de Cali

•	 Economía y gestión del territorio
•	 Economía, finanzas y gestión pública
•	 Empresa, territorio y 

desarrollo sostenible

Grupo Violencia, Paz y 
Formación del Estado

CINEP
•	 Emprendimiento responsable 

y sostenible
•	 Desarrollo Social y Políticas Públicas
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Grupo Ecología y 
Territorio

Pontificia 
Universidad 

Javeriana

•	 Desarrollo, cultura ciudadana 
e institucionalización estatal 
en territorios afectados por la 
violencia política

•	 Violencia Política, Construcción del 
Estado y Región

•	 Imaginarios colectivos sobre 
conflicto armado

•	 Diálogo, Mediación y Paz Territorial

Grupo Institucionalidad 
y Desarrollo Rural

Pontificia 
Universidad 

Javeriana

•	 Género y desarrollo rural
•	 Organizaciones solidarias
•	 Teorías, discursos y prácticas de 

postdesarrollo
•	 Territorialidades periféricas urbano-

rurales en la ciudad contemporánea.
•	 Transiciones y transformaciones en 

entornos rurales y regionales

Grupo Instituto Pensar
Pontificia 

Universidad 
Javeriana

•	 Estudios territoriales
•	 Relaciones sujeto, 

instituciones, sociedad

Grupo interdisciplinario 
de investigación en 

Desarrollo, Estructuras 
Económicas, Políticas 

Públicas y Gestión

Universidad de 
La Salle

•	 Territorio, equidad y desarrollo

Grupo Multidisciplinario 
de Políticas Públicas

Universidad de 
Los Andes

•	 Investigación de evaluación de 
programas y políticas públicas

•	 Política social —educación, salud, 
pobreza y desigualdad, niñez 
y adolescencia—

•	 Gestión pública.

Grupo Política Social 
y Desarrollo

Pontificia 
Universidad 

Javeriana

•	 Conflictividades, arreglos 
institucionales y memorias sociales

•	 Justicia(s) y conflicto(s)

Grupo Territorio, 
Dinámicas 

Socioculturales 
y Familias

Universidad 
Pontificia 

Bolivariana

•	 Cultura, ambiente y poder
•	 Estudios socioculturales, de género e 

inclusión social
•	 Naturaleza-sociedad: relaciones 

rural-urbano
•	 Violencias, paz, ciudadanías y cultura 

política para la democracia
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Observatorio de 
Políticas, Ejecución 
y Resultados de la 

Administración Pública 
(OPERA)

Universidad 
Externado 

de Colombia

•	 Administración pública, políticas 
públicas y gobernanza

•	 Conflicto, paz y seguridad
•	 Teoría e historia del 

pensamiento político
•	 Procesos políticos y electorales
•	 Desarrollo sostenible y territorial

Fuente: Elaboración propia, con base en Scienti de Minciencias (2023b) y páginas web de los 
grupos de investigación

En la categoría A existen 21 grupos que tienen una o varias líneas de investiga-
ción en tópicos relacionados con la administración pública. Con 3 grupos figura la 
Universidad Nacional de Bogotá, la Universidad de Antioquia y la Universidad del 
Valle; con 2 grupos, la Pontificia Universidad Javeriana y la Universidad Externado 
de Colombia; y con 1 grupo, la Universidad de Cartagena, la Universidad Santo 
Tomás (USTA) de Bogotá, la Universidad Santo Tomás (USTA) de Bucaramanga, la 
Universidad Libre de Bogotá, la Pontificia Universidad Bolivariana, la Universidad 
Tecnológica de Pereira (UTP), la Universidad de La Sabana y la Universidad de 
Caldas (Minciencias, 2023b). 

Dentro de las líneas de investigación que desarrollan estos grupos cabe destacar 
las siguientes: Administración pública y gobierno; Modelo territorial del Estado; 
Ordenamiento, desarrollo y descentralización territorial; Territorios inteligentes: 
Inteligencia colectiva, innovación, tecnología y territorio; Gobierno, territorio y 
seguridad; Gobierno, gobernabilidad y gobernanza; Gestión y políticas públicas 
para el desarrollo territorial y la competitividad; Políticas públicas territoriales, 
gobiernos y democracias locales; Ciudadanía, transparencia, políticas públicas y 
buen gobierno; Entramados de acción, formación de Estado y estructuración so-
cial; Actores, memorias y territorialidades rurales; Conflictos agrarios, socio-am-
bientales y violencia política; Desplazamiento forzado, dinámicas bélicas y acción 
ciudadana; Gestión ambiental urbano-regional y ordenamiento territorial; y Mo-
delos ambientales, cambio climático y metabolismo urbano.
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Tabla 17. Grupos de investigación en Colombia en categoría A con líneas en 
administración pública, gobierno, derecho administrativo, políticas públicas, 

ordenamiento territorial, desarrollo, paz y temáticas afines

Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en administración 
pública o temáticas afines

Gestión y Políticas 
Públicas

Universidad 
del Valle

•	 Política pública, derechos humanos, paz, 
seguridad y convivencia ciudadana

•	 Políticas públicas sociales
•	 Gerencia pública y servicios públicos
•	 Administración pública y gobierno
•	 Gestión y políticas públicas en salud
•	 Metodología de análisis y evaluación de 

políticas públicas
•	 Gestión y políticas públicas para el 

desarrollo territorial y la competitividad

Grupo Acción colectiva y 
cambio social (ACASO)

Universidad 
del Valle

•	 Conflicto armado, violencia y criminalidad
•	 Entramados de acción, formación de 

estado y estructuración social
•	 Procesos políticos, clivajes sociales y 

culturas políticas
•	 Resistencia, interacción y marcos 

de significado

Grupo Conflicto, Región 
y Sociedades Rurales

Pontificia 
Universidad 

Javeriana

•	 Acciones colectivas y movimientos 
sociales rurales

•	 Actores, memorias y 
territorialidades rurales

•	 Alternativas al desarrollo: teorías, 
discursos y prácticas

•	 Autonomías territoriales rurales
•	 Configuración territorial en fronteras 

urbano - rurales
•	 Conflictos agrarios, socioambientales y 

violencia política
•	 Desplazamiento forzado y 

procesos migratorios
•	 Uso y ordenamiento colectivo de paisajes 

en disputa.

Grupo Construcción de 
Estado, Territorio y Paz

Universidad 
Externado de 

Colombia

•	 Estado y democracia
•	 Estado y territorio
•	 Modelo territorial de Estado
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Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en administración 
pública o temáticas afines

Grupo de Conflicto y 
Sociedad

Universidad 
de Cartagena

•	 Conflicto y desplazamiento forzado
•	 Justicia transicional, gobernabilidad 

y posconflicto
•	 Mecanismos alternativos de solución 

de conflictos
•	 Políticas públicas, participación 

y desarrollo
•	 Víctimas, justicia transicional y 

política pública

Grupo de 
Socioeconomía, 
Instituciones y 

Desarrollo (GSEID

Universidad 
Nacional de 

Bogotá

•	 Derechos sociales, política social 
y ciudadanía.

•	 Economía popular, cambios en el mundo 
del trabajo e Informalidad

•	 Instituciones y representaciones sociales: 
hacia una economía política de las formas 
de gobierno.

Grupo Derecho Público
Universidad 

Santo Tomás 
de Bogotá

•	 Constitución, gobernabilidad y democracia
•	 Derecho administrativo
•	 Derecho constitucional
•	 Derecho público económico
•	 Estado, economía y constitución

Grupo Estudios de 
Derecho Público

Pontificia 
Universidad 

Javeriana

•	 Estado, globalización y 
derecho administrativo

•	 Teoría democrática y nuevas 
instituciones políticas

•	 Constitucionalismo, paz y memoria
•	 Conflicto, derecho y 

responsabilidad internacional

Grupo Economía, 
Políticas Públicas y 

Ciudadanía

Universidad 
Nacional de 

Bogotá
Pobreza, calidad de vida y desarrollo

Grupo Estado, Derecho y 
Políticas Públicas

Universidad 
Santo 

Tomás de 
Bucaramanga

•	 Ciudadanía, transparencia, políticas 
públicas y buen gobierno

•	 Conflictos socioambientales
•	 Paz, víctimas, reconciliación y 

derechos humanos
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Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en administración 
pública o temáticas afines

Grupo Estado, Derecho 
y Territorio

Universidad 
Libre de 
Bogotá

•	 Globalización, derecho y territorio
•	 Instituciones estatales: Historia e impacto
•	 Ordenamiento, desarrollo y 

descentralización territorial
•	 Procesos de integración regional 

y territorio
•	 Territorio, administración de justicia 

y globalización

Grupo de 
Estudios Políticos 

Universidad 
de Antioquia

•	 Ciudadanías, culturas políticas 
y subjetividades

•	 Memoria, conflicto armado y guerra
•	 Desplazamiento forzado, dinámicas 

bélicas y acción ciudadana
•	 Ciudadanía, cultura y prácticas políticas
•	 Guerra, conflicto armado y dinámica social
•	 Derecho y política
•	 Partidos políticos y estudios electorales
•	 Acción colectiva, culturas políticas 

y ciudadanías
•	 Movilidad, migración y 

desplazamiento forzado
•	 Ciudadanías, culturas políticas y 

subjetividades en contextos transicionales
•	 Políticas públicas territoriales, gobiernos y 

democracias locales
•	 Gobierno, políticas públicas y Fuentes 

de riqueza
•	 Configuración de subjetividades: 

experiencias y narrativas plurales de 
la política

•	 Sistemas políticos locales y estudios de 
opinión pública

Grupo de 
Estudios Políticos

Pontificia 
Universidad 
Bolivariana

•	 Gobierno, territorio y seguridad
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Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en administración 
pública o temáticas afines

Grupo Gestión 
Ambiental Territorial

Universidad 
Tecnológica 
de Pereira 

(UTP)

•	 Economía para la gestión ambiental
•	 Gestión ambiental urbano-regional y 

ordenamiento territorial
•	 Gestión del riesgo y 

conflictos ambientales
•	 Hábitat sustentable y 

educación ambiental
•	 Modelos ambientales, cambio climático y 

metabolismo urbano

Grupo Gobierno y 
Asuntos Públicos

Universidad 
de Antioquia

•	 Políticas públicas
•	 Gobierno, gobernabilidad y gobernanza
•	 Planeación y desarrollo
•	 Democracia y ciudadanía
•	 Administración pública
•	 Problemas políticos en 

perspectiva comparada

Grupo Territorio, 
Equidad y Desarrollo

Universidad 
Nacional de 

Bogotá

•	 Desarrollo rural con enfoque territorial
•	 Asociatividad y gestión
•	 Políticas públicas

Grupo Procesos Sociales 
y Medio Ambiente 

Universidad 
Externado de 

Colombia

•	 Conservación de la naturaleza y 
participación social

•	 Construcción, usos y representaciones de 
la ciudad

•	 Dinámicas y representaciones de 
lo urbano

•	 Geopolítica regional
•	 Naturaleza, culturas y territorialidad
•	 Territorialidad, etnias y 

construcción nacional

Grupo Redes y 
Actores Sociales

Universidad 
de Antioquia

•	 Territorios inteligentes: Inteligencia 
colectiva, innovación, tecnología 
y territorio

•	 Problemas rurales y ruralidades
•	 Territorios, memorias y resistencias
•	 Redes de políticas públicas y 

acción colectiva

Grupo Res Pública
Universidad 

de La Sabana
•	 Gestión y asuntos públicos
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Nombre del grupo
Universidad/
institución

Líneas de investigación en administración 
pública o temáticas afines

Grupo Territorialidades
Universidad 
de Caldas

•	 Metropolización y configuraciones urbanas
•	 Políticas, gobernabilidad y 

cambios socioculturales
•	 Culturas y dinámicas rurales

Grupo Territorios
Universidad 

del Valle

•	 Relaciones urbano – rurales.
•	 Ordenamiento territorial (OT) y 

construcción del territorio.
•	 Educación para la construcción 

del territorio.

Fuente: Elaboración propia con base en Scienti de Minciencias (2023b) y páginas web de los 
grupos de investigación.

Al interior de la categoría B se hallaron 21 grupos que poseen líneas de investi-
gación en administración pública y temáticas afines. Las instituciones que tienen 
dos grupos son: la Universidad Nacional, la Universidad Industrial de Santander 
(UIS), la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC), la Corpora-
ción Universitaria Minuto de Dios (Uniminuto) de Bogotá y la Escuela Superior de 
Administración Pública (ESAP) en sus sedes de Tunja y Villavicencio. Con un grupo 
aparecen: la Universidad Externado de Colombia, la Universidad del Valle, el Co-
legio Mayor de Antioquia, la Universidad de Caldas, la Universidad del Cauca, la 
Universidad de Córdoba, la Universidad de La Guajira, Uniagraria, la Universidad 
de Medellín, la Universidad El Bosque y el Centro de Emprendimiento y Desarrollo 
Social (EMDESO) (Minciencias, 2023b).

Al interior de estos equipos de investigación se adelantan líneas de investigación 
como: Estado y gestión pública; New Public Management; Gobierno y políticas 
públicas; Gestión municipal y desarrollo local; Política, Estado y relaciones de 
poder; Tributación; Acción colectiva y movimientos sociales; Territorio, desarrollo 
y perspectivas críticas al desarrollo; Ordenación y desarrollo territorial sosteni-
ble; Ordenamiento territorial y ambiental; Desarrollo sostenible y ordenamiento 
territorial; Derechos humanos y gestión del territorio; Sociedad y territorio; Vida 
territorial sostenible; Análisis de políticas públicas; Dinámicas rurales y políticas 
públicas; Desarrollo regional; Desarrollo social y políticas públicas; Desarrollo 
sostenible y política pública; Gestión del riesgo y cambio climático; Conflicto, 
políticas públicas y gestión social; Ciudadanía, paz y desarrollo; “Pazes”, conflic-
tividades y resistencias sociales; Convivencia, conflicto y violencia; Innovaciones 
sociales y productivas; y Gestión social, participación y desarrollo comunitario. 
Vale la pena mencionar la línea de investigación en biociencias y gestión, un 
campo muy próximo al de bioadministración pública, que se lleva a cabo en el 
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Grupo Interdisciplinario de Investigación y Desarrollo en Gestión, Productividad 
y Competitividad (Biogestión) de la Universidad Nacional de Bogotá.

En la clase C se identificaron 33 grupos de investigación con líneas en adminis-
tración pública y tópicos afines. La ESAP tiene 11 de estos equipos, 7 en su sede 
Bogotá y los otros 4, en Cali, Cartagena, Manizales y Villavicencio. Con dos grupos 
está la Universidad de Cartagena y Uniminuto. Por último, con 1, la Universidad 
de Los Andes, la Pontificia Universidad Javeriana, la Universidad del Tolima, la 
Universidad del Cauca, la Universidad Libre de Bogotá, la Universidad Pontifi-
cia Bolivariana de Bucaramanga, la Universidad de Nariño, la Universidad de 
los Lanos, la Corporación Universitaria Santa Rosa de Cabal, la Universidad San 
Buenaventura de Bello, la Corporación Universitaria del Cauca, el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE), la Fundación para el 
Desarrollo del Caribe (FUNDESARROLLO) y el Centro de Estudios Regionales del 
Magdalena Medio (CER).

Estos grupos incorporan líneas de investigación como: Estado y administración 
pública; Gobierno, políticas públicas y capacidades institucionales; Hacienda pú-
blica y política tributaria; Tributación; Gobernabilidad y participación ciudadana; 
Políticas públicas y gobernabilidad; Corrupción, transparencia y control social; De-
recho público, desarrollo y derechos humanos; Territorio y medio ambiente; Des-
centralización y desarrollo territorial; Espacio rural, territorio y ciudad; Patrimonio, 
territorio, espacio y poder; Gestión y gerencia pública; Gobierno, gobernanza y 
territorio; Estudios rurales contextualizados al territorio; Ciudad, globalización 
y territorios; Gestión ambiental y desarrollo sostenible; Dinámicas territoriales, 
estudios urbanos y ambientales; Dinámicas urbano-regionales y participación; 
Ciudadanía y construcción de lo público; Herramientas y metodologías de la inno-
vación social; Construcción de paz y posconflicto; Periferias, territorio y conflicto; 
Ciudadanías emergentes, cultura de paz y procesos políticos; y Conflicto armado, 
políticas públicas y desarrollo territorial en el Caribe colombiano.
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Consideraciones finales

•	 La administración pública es una disciplina dependiente de otras, como la 
economía, la política, el derecho y la tecnología aun cuando es una variable 
que también tienen incidencia sobre otras que conforman el sistema político 
y administrativo en los territorios.

•	 La administración pública, como marco de acción del gobierno, debe tener 
dos atributos con relación a su entorno. En primer lugar, debe anticiparse 
a los aires del cambio, generando entornos generosos o munificentes que 
posibiliten los cambios institucionales. Y, en segundo lugar, debe adaptarse 
a las transformaciones que vienen de los distintos ámbitos de la vida políti-
ca, social, económica, cultural o ambiental. Es decir, tener como atributo la 
innovación le permitirá a la administración pública estar generando novedad 
y pertinencia con su entorno, en una actitud proactiva y no reactiva o indife-
rente de la realidad.

•	 En consonancia con lo anterior, la administración pública como disciplina debe 
comprender y estudiar las nuevas dinámicas de lo público, desde una mirada 
territorial y acorde con las interrelaciones que se dan entre los distintos ac-
tores sociales y políticos. Por ello, hablar de la construcción de un campo de 
estudios en bioadministración pública es una aproximación que busca explicar 
los problemas de las administraciones territoriales desde una perspectiva 
novedosa donde la vida y lo vital está en el centro.

•	 América Latina y España cuentan con un importante número de centros de 
pensamiento e información en administración pública, en los que se llevan a 
cabo actividades de capacitación, formación universitaria, asesoría y consul-
toría. Estas instituciones son de espectro continental, regional, subregional, 
nacional, estatal (departamental) y local.

•	 La mayor oferta de estudios doctorales en administración pública, políticas 
públicas, gobierno y temáticas afines en la región está en México, Brasil y 
España. La modalidad preferida es la presencial, aunque cada día ganan más 
protagonismo otras estrategias como la virtual.

•	 Las mejores capacidades editoriales científicas en el campo en los países 
analizados se encuentran en Brasil, España, Chile, Colombia, Argentina, Mé-
xico y Ecuador.

•	 Colombia se encuentra en un proceso de consolidación de sus capacidades 
de investigación científica en el área de la administración pública, políticas 
públicas y gobierno. Existen 19 grupos que poseen una o varias líneas en el 
campo en la categoría A1; 21, en la A; 21, en la B; y 33, en C. Lo anterior en 
buena parte explica por qué en el país no hay una amplia y reputada oferta de 
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estudios doctorales y un significativo número de revistas científicas indizadas 
en listados como SCImago Journal & Country Rank.

•	 La institución nacional de educación superior más importante en él área, la 
ESAP no exhibe, de momento, indicadores de productividad científica de clase 
mundial ni tampoco ostenta un liderazgo regional en América Latina, lo que 
representa un importante desafío para su transformación.
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Bioadministración pública

La buena 
administración 
pública como 
derecho ciudadano y 
como deber estatal 
Hacia la bioadministración pública

Jesús Hernando Amado Abril
Subdirector Departamento Administrativo de la Función Pública



La buena administración pública es un pilar de la democracia y un medio 
para la promoción de los derechos humanos. Sin ella, la paz y la justicia son 
meras ilusiones 

 Amartya Sen, economista y filósofo ganador del Premio Nobel 
Desarrollo y Libertad, 1999

La presente reflexión aborda el concepto, principio, derecho y deber de la 
buena administración pública con el objetivo de contribuir a los cambios 
y transformaciones impulsados por el gobierno del presidente Gustavo 
Petro, orientados a mejorar las condiciones para construir la paz, superar 

las inequidades en el desarrollo humano y territorial, y restaurar la confianza en 
las instituciones democráticas.

El derecho ciudadano a una buena administración pú-
blica se refiere a garantizar que los servicios esta-
tales sean eficientes, transparentes y responsables. 
Esto es fundamental para el bienestar de la sociedad, 
el respeto de los derechos humanos y la confianza en 
el gobierno. Además, promueve la democracia y la 
participación cívica, lo que es esencial para una con-
vivencia pacífica y la protección de la vida en todas 
sus formas.

El análisis no se limita a lo académico, sino que es-
tablece un punto de referencia para el estudio de la 
administración pública en un Estado social y demo-
crático de derecho, como lo establece la Constitución 

de 1991 en Colombia. A pesar de que el concepto de “buena administración” no 
es nuevo y está presente en otros sistemas legales, es necesario discutirlo en el 
contexto colombiano.

La falta de reflexión y propuestas sobre la importancia de implementar la buena 
administración se atribuye a la negativa a reconocer la ciencia de la administra-
ción pública como componente fundamental del derecho administrativo. Por lo 
tanto, este artículo plantea la necesidad de abordar la buena administración 
como el resultado de un modelo de administración pública que garantice su com-
prensión y construcción en sus elementos esenciales: función pública, función 
administrativa y gestión pública. Así, la propuesta de bioadministración pública 
adquiere especial significado.

Para entender este enfoque, es preciso considerar la evolución del concepto de 
administración pública, su regulación en las constituciones de otros países y la 
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perspectiva de diversos autores sobre la “buena administración” como principio, 
derecho y deber. Con estos elementos contextuales, se destaca la importancia 
de comprender la necesidad de establecer un modelo de administración pública 
que se alinee con la naturaleza social, democrática y jurídica de nuestro Estado 
y permita sentar las bases para obtener una nueva administración pública en 
Colombia, dirigida a implementar y asumir la buena administración como un ca-
talizador para lograr la paz, la justicia social, la protección de la vida en todas sus 
formas y una mayor participación ciudadana en la administración de lo público.

Perspectiva histórica

Históricamente, el objetivo de la administración pública ha sido la gestión 
eficiente de recursos y servicios para satisfacer las necesidades de las 
personas. A lo largo del tiempo, éste ha evolucionado, pasando de un 
enfoque puramente burocrático a abrazar la transparencia, la rendi-

ción de cuentas y la participación ciudadana, con el fin de lograr una gobernanza 
efectiva y el bienestar de la sociedad expresado en el goce cierto de los derechos 
humanos sin discriminaciones de ningún tipo.

El concepto de administración pública encuentra su expresión actual en la época 
de los regímenes constitucionales y la extinción del Estado absolutista. Sin em-
bargo, autores como Guerrero (2000) destacan que Platón y Aristóteles iniciaron 
el estudio de la organización y administración de las comunidades políticas en 
la antigua Grecia que tenían sistemas de administración que se encargaban de 
la gestión de asuntos públicos, como la recaudación de impuestos, la construc-
ción de infraestructura y la administración de la justicia. La política y Politeia 
se convirtieron en términos fundamentales para la cultura occidental, donde la 
política se refería a asuntos inherentes a la polis, y Politeia se relacionaba con la 
organización gubernamental en la polis. Autores, como Prieto (2021) profundizan 
en estos conceptos clásicos desde la teoría política.

En la cultura romana, figuras como Cicerón y Séneca, junto con algunos histo-
riadores, influyeron en el desarrollo de la Administración Pública. La República 
romana se centraba en satisfacer las necesidades de la comunidad, similar a la 
Politeia griega. La evolución del concepto de Administración Pública se relacio-
na con la transición de la policía, que incluía aspectos de gobierno y regulación, 
a la Administración Pública. En el siglo XVIII, el teórico Johann Heinrich Gottlob 
von Justi (1759) recuperó el estudio de la Policey, que tenía un sentido amplio y 
otro estricto. El sentido amplio incluía todo lo que contribuía a la felicidad de los 
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ciudadanos y la conservación del orden, mientras que el estricto se refería a las 
leyes y reglamentos internos del Estado (Guerrero, 2005).

Las ciencias camerales, que incluían la policía, el comercio y las finanzas, se 
desarrollaron en Europa y se consideraron la base del pensamiento del Estado 
absolutista. A mediados del siglo XVIII, se inició el análisis de la Policey como 
parte de la administración estatal. El cameralismo fue una etapa avanzada de 
organización administrativa en el absolutismo, y las ciencias camerales desem-
peñaron un papel importante en la evolución hacia las ciencias administrati-
vas (Guerrero, 1986; Small, 1909). La Revolución Francesa, en el siglo XVIII, tuvo 
un impacto significativo en la administración pública: se promovieron ideas de 
igualdad, libertad y fraternidad, además se crearon sistemas de administración 
pública más racionales y eficientes, así como un cuerpo de funcionarios públicos 
profesionales y la adopción de principios de mérito y servicio público.

Durante el siglo XIX, con la expansión de la democracia y el auge de los Estados 
constitucionales modernos, la administración pública se profesionalizó, debido 
a que se establecieron sistemas burocráticos y se promovieron principios de efi-
ciencia y responsabilidad en la gestión pública.Charles-Jean-Baptiste Bonnin , 
considerado el padre de la disciplina de la administración pública, propuso una 
nueva definición en 1808, argumentando que la administración pública actúa 
como autoridad común que ejecuta las leyes de interés general y regula las rela-
ciones entre los administradores y la sociedad (Bonnin, 1808). La administración 
dejó de ser un simple instrumento y adquirió autoridad de ejecución. Lorenz v on 
Stein (1897), fundador del Estado social, enfatizó que la administración pública 
es esencial para promover la prosperidad de los individuos a través del trabajo 
y la cooperación en la sociedad, todo lo cual hace digno al hombre. La creación 
de escuelas de administración aública, como la École Nationale d’Administration 
(ENA), en Francia, hoy Institut National du Service Public y la Academy of Political 
Science de Columbia University en los Estados Unidos, contribuyeron al desarrollo 
de prácticas y teorías de la administración pública.

A finales del siglo XIX, se identificó que el objetivo de la administración pública 
depende de dos factores: el primero, facilitar el desarrollo del hombre en su sin-
gularidad y, el segundo, obtener el mayor grado de cooperación dentro de una 
sociedad. Lorenz von Stein (1897) explicó que la prosperidad de la singularidad 
humana depende directamente del subsidio que le ofrece la colectividad. Ese 
subsidio es la materia prima con que trabaja la administración pública. Este ilustre 
autor alemán, lamentablemente desconocido en nuestra historia administrati-
va, consideró que la manera de hacer efectivo el principio de dignidad humana, 
era a través del trabajo como fuente esencial de productividad y progreso, de 
exaltación de la condición del hombre, para lo que estaban todos habilitados en 
su consecución y obtención, y en aquellos casos en los que les fuera negado o 

Bioadministración pública Bio administración pública / DAFP

106



no fuese alcanzado, le correspondía al Estado facilitar su obtención, pues es en 
estos casos donde se evidencia la utilidad social de la administración del Estado 
(von Stein, 1887), razón fundamental por la que este pensador es considerado el 
padre del Estado social.

El siglo XX fue testigo de un crecimiento significativo de la administración pública 
a nivel mundial, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, ya que 
se convirtió en un componente esencial de la gestión gubernamental en países 
de todo el mundo. La teoría de la administración pública, la gestión pública y la 
planificación se desarrollaron como campos académicos y profesionales esencia-
les para el progreso de los pueblos y para la consolidación de las democracias.

Parafraseando a Carrillo (1988), podemos entender la administración Pública 
como el sistema dinámico, integrado por normas, objetivos, estructuras, órga-
nos, funciones, métodos y procedimientos, elementos humanos y recursos eco-
nómicos y materiales, a través del cual se ejecutan o instrumentan las políticas 
y decisiones de quienes representan o gobiernan una comunidad políticamente 
organizada. Con base en este, en este concepto se propondrá, más adelante, una 
definición sobre este mismo tópico.

La administración pública contemporánea se caracteriza por una diversidad de 
escuelas de pensamiento que han influido en su evolución. La Escuela de la Nue-
va Gestión Pública, promovida por autores como Osborne y Gaebler (1993), en 
Reinventing Government,enfatiza la eficiencia, la descentralización y la orienta-
ción al cliente en los servicios gubernamentales. Por otro lado, la Escuela de la 
Gobernanza, respaldada por Rhodes (2007), en Understanding Governance, se 
centra en la colaboración, la participación ciudadana y la gobernanza multinivel. 
La teoría de la elección racional, desarrollada por autores como Niskanen (2017) 
en Bureaucracy and representative government, aboga por la maximización de 
los intereses individuales y la regulación gubernamental con base en incentivos. 
En contraste, la Escuela del Desarrollo Organizacional, influida por autores como 
Hood (2000), en The Art of the State, busca la adaptabilidad y la mejora continua 
en las organizaciones gubernamentales. Estas escuelas, con sus respectivos en-
foques, buscan mejorar la eficacia, la responsabilidad y la capacidad de respuesta 
del sector público en la sociedad actual.
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La administración pública en el Estado 
social, democrático y participativo de 
derecho: una mirada comparada

La administración pública intrínsecamente se 
vincula al sistema político e institucional de 
los países porque determina cómo se toman 
decisiones, se implementan políticas y se ejer-

ce el poder, lo que afecta la eficiencia, la transparen-
cia y la rendición de cuentas en la gestión guberna-
mental. Autores como Bonnin (1812), y Hernández 
(2012), resaltan la importancia de la ejecución de las 
leyes en el Estado de derecho (principio de legalidad), 
con énfasis en la centralidad del poder y la influencia 
de la teoría burocrática de Weber (1919 y 1922) en la 
administración pública.

La evolución histórica de la administración pública se ha movido a partir de una 
visión jerarquizada de la relación entre la administración y los administrados, 
hacia la adopción del enfoque de administración basada en políticas públicas 
(Roth, 2007). Este enfoque busca la participación de la sociedad en la formulación 
y control de políticas públicas, pero, a pesar de los intentos de modernización, no 
se ha logrado plenamente una administración pública participativa que ponga a 
los ciudadanos en el centro. Esto se debe a la arraigada concepción tradicional de 
la administración como simple ejecutora de la ley por el gobierno central, y a la 
tendencia contenciosa del derecho administrativo que lo aparta de la necesidad 
de reorientar esta ciencia jurídica. Hoy en día, es necesario cambiar la compren-
sión del derecho administrativo, priorizando la prevención del daño antijurídico 
fundado en una administración eficiente en las acciones del Estado, que cambie 
la dinámica relacional por la del Estado-ciudadanos. Estas dinámicas se hacen 
evidentes al analizar las regulaciones de la administración pública en las cons-
tituciones de diversos países.

La Constitución de Uruguay, adoptada en 1967 y modificada en 2004, establece 
la “asociación política” de sus habitantes como su forma de Estado. Esta Cons-
titución fue la primera en América Latina en consagrar la buena administración. 
Crea un Tribunal de lo Contencioso Administrativo para declarar nulidad de actos 
que afecten la “buena administración”. La Constitución se refiere a la administra-
ción pública como un concepto único e incluye disposiciones sobre organización, 
actos de gobierno y control de gastos incorporando principios fundamentales de 
transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana. Estas enmiendas 
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ampliaron las garantías de acceso a la información, fomentaron la autonomía de 
los organismos reguladores y promovieron la creación de mecanismos de control y 
consulta ciudadana. Asimismo, la Constitución destaca la importancia de una admi-
nistración pública eficiente y prohíbe la discriminación en la provisión de servicios.

En la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, país que junto con 
Perú y México fueron los principales gestores del Centro Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo (CLAD) en el año 1972, se establece un modelo 
estatal federal descentralizado y aborda la administración pública en los artículos 
140 y siguientes. Esta sección define principios como honestidad y rendición de 
cuentas, establece la responsabilidad del Estado por daños relacionados con el 
mal funcionamiento de la administración pública y garantiza los derechos ciuda-
danos. La sección también se refiere a la función pública, destacando la diferencia 
con la Constitución colombiana en la gestión de funciones públicas por empleados 
estatales. Además, la carta regula el control legislativo sobre el gobierno y la 
administración pública, asigna funciones al vicepresidente ejecutivo y al Consejo 
de Estado como órgano de consulta. Vale la pena resaltar las diferencias notables 
de estas regulaciones en comparación con la Constitución colombiana, especial-
mente en la separación de las funciones administrativas y jurisdiccionales.

La Constitución de la República del Perú, expedida en 1993 y modificada en 2018, 
destaca un principio fundamental que rige la actuación de los servidores públicos: 
el respeto a la Constitución y las leyes, garantizando los derechos a la defensa y 
el debido procedimiento. A pesar de esto, el texto escasamente se refiere la admi-
nistración pública. Algunas menciones se relacionan con la prescripción de delitos 
contra ella o el patrimonio estatal. Otros hacen referencia a asuntos económicos 
y financieros, fondos de pensiones, administración tributaria, justicia, supervisión 
del defensor del pueblo y la Constitución de regiones. El título IV sobre la estruc-
tura del Estado se centra más en el gobierno que en la administración pública.

La Constitución de Argentina de 1995 estableció una forma federal de gobierno 
y alude a la administración pública solamente en el artículo 85, que otorga com-
petencia de control a la Auditoría General de la Nación. Sin embargo, a lo largo 
del texto se menciona la “administración nacional” en diversos contextos, como 
la aprobación del presupuesto, la función del defensor del pueblo y la responsa-
bilidad presidencial. 

Por su parte, la Constitución de Chile, actualizada en 2019 con reformas en mayo 
de 2021, adopta un Estado unitario y organiza su administración de manera fun-
cional, descentralizada y regionalizada. Aunque hace pocas menciones a la admi-
nistración pública, fija en el presidente, como jefe de Estado, la función gubernati-
va y administrativa (art. 24), esta última la ejerce con sus ministros, quienes hacen 
parte de ella. La administración del Estado es fundamental en la organización y 
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actuación del gobierno, para lo cual divide su territorio en administración nacional, 
regional, provincial y comunal, además de una administración especial para los 
territorios que tienen esta última condición. También regula la administración de 
justicia, asuntos electorales y fiscales.

La Constitución de Bolivia, publicada en 2009, no dedicó capítulos específicos 
a la administración pública, pero h referencias relacionadas con sus elementos 
integradores. Estableció en el artículo 172.4 las funciones presidenciales que in-
cluyen la dirección de la Administración Pública y la rendición de informes anua-
les. Los ministerios, según el artículo 175.3, tienen la atribución de gestionar la 
administración pública, y la Procuraduría se encarga de evaluar y velar por las 
acciones legales de la administración en instancias judiciales o administrativas 
(art. 231.3). El artículo 232 del capítulo sobre servidores públicos, determina los 
principios que rigen la administración pública y prohíbe ciertas acciones de los 
servidores (art. 236). Además, asigna la gestión financiera de la administración 
pública a una entidad bancaria pública.

En cuanto a la Constitución de Ecuador, publicada en 2008 y modificada en 2011, 
hace algunas referencias a la administración pública, concretamente el artículo 
120.13 al determinar que la Asamblea Nacional no concederá amnistías ni indul-
tos por delitos que se cometan contra la ella. En los artículos 141 y 147asignan 
al presidente la responsabilidad de la administración pública y su dirección en 
forma desconcentrada. Sin embargo, es el capítulo séptimo del título IV el que 
con la denominación de administración pública enuncia un específico contenido 
sobre su alcance y desarrollo, lo cual resulta insuficiente y aislado, pues la sec-
ción segunda, que adopta la misma denominación que la del capítulo en mención, 
señala en el artículo 227 los principios rectores de la administración pública para 
referirse, en los siguientes artículos, a los servidores del Estado; es decir, toma 
el concepto general para desarrollar uno de sus elementos esenciales cuál es la 
función pública, sentido este que reafirma en el artículo 326.16 al expresar que 
los servidores vinculados con las entidades del Estado, o en aquellas privadas 
en las que tenga mayor parte éste, se rigen por las normas que regulan la ad-
ministración pública.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, expedida en 2016 y 
reformada en 2017, se encuentran varias menciones de la administración públi-
ca, empezando por el artículo 26 que establece la obligatoriedad de someter los 
planes y programas de la administración federal al plan nacional de desarrollo; la 
inhabilidad estipulada en el artículo 55 para los diputados cuando han ocupado 
cargos en la administración pública federal; la obligación que tiene el presidente 
de presentar al Congreso en el inicio de sus sesiones ordinarias, un informe es-
crito sobre el estado general de la administración pública; la mención que hace 
el artículo 73, numeral XXIX-H, de la facultad que tiene el Congreso para expedir 
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la ley que regule la actuación del Tribunal Federal de justicia administrativa para 
dirimir los conflictos entre los particulares y la administración pública. También se 
aborda la centralización y la regulación de la administración pública federal y se 
otorga autonomía a estados y municipios. Igualmente, se destaca la importancia 
de la preparación del personal público. 

Por constituir un ejemplo claro de específica regulación constitucional, no po-
demos avanzar sin darle una mirada a la Constitución de Ciudad de México D.F., 
promulgada el 31 de enero de 2017 y con vigencia a partir del 17 de septiembre 
de 2018, pues a lo largo de su articulado, se utiliza el concepto de buena admi-
nistración para destacarlo como principio rector del ejercicio del poder público 
(art. 3.3), como derecho receptivo que le asiste a toda persona (art. 7.A.1), como 
competencia del Tribunal administrativo, en sala especial, para resolver los re-
cursos interpuestos contra su incumplimiento (art. 40.2). Igualmente, se resalta 
su obligatoria inclusión en el accionar de los organismos autónomos (art. 46.B.1), 
como principio rector que deben acatar y observar los gobernantes unipersonales 
y colegiados locales (art. 53.A.11), principalmente como mandato constitucional 
duro, establecido en el título sexto “Del buen gobierno y de la buena administra-
ción”, separando estos dos conceptos pero afirmando su complementariedad al 
considerar que la buena administración se realiza y cumple a través del ejercicio 
de un gobierno abierto, que genere acciones y políticas públicas tendientes a so-
lucionar los problemas públicos a través de una participación ciudadana efectiva 
y transversal. En resumen, la carta constitucional estadual de ciudad de México 
es toda una proclama de buena administración, cuyo eje central se soporta sobre 
la administración de la ciudad en todos su componentes y poderes.

En la Constitución española se observa que el término se utiliza de manera li-
mitada. Se alude principalmente a la administración en general, estableciendo 
restricciones a la administración civil en áreas como sanciones privativas de la 
libertad, tribunales de honor y participación en la gestión de centros educativos 
públicos. El artículo 103 menciona la administración pública y su finalidad, mien-
tras que el artículo 106 aborda el control judicial y el artículo 107 se refiere al 
Consejo de Estado como órgano consultivo. En el título VII, se abordan las admi-
nistraciones públicas en relación con comunidades autónomas y corporaciones 
locales en asuntos fiscales y de gasto público.

La Constitución francesa apenas hace referencia a la administración pública. El 
concepto se omite en gran medida, utilizando “gobierno” y “administración” de 
manera diferente. El capítulo de descentralización destaca la organización terri-
torial, pero bajo la dirección de “gobiernos regionales y locales”. En resumen, la 
Constitución española aborda más detalladamente la administración pública en 
diversas áreas, mientras que la francesa se centra en la organización descentra-
lizada sin mencionar explícitamente la administración pública.
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La Constitución italiana de 1947 menciona la administración pública en pocos ar-
tículos, como los relacionados con empleos estatales. La competencia del Consejo 
de Estado se enuncia para proteger derechos y regular anulaciones. Aunque no 
es explícita, la organización y el funcionamiento estatal se basan en principios 
de Administración Pública.

El caso de Colombia
La Constitución no sólo omite denominar alguno de sus XIII títulos y 55 capítulos 
con el nombre de administración pública, sino que en los únicos 7 artículos en los 
que la refiere (arts. 40, 135.6, 150, 209, 291, 343 y 20 transitorio), en uno de ellos 
confunde su sentido y alcance. Basta revisar la redacción del último inciso del 
artículo 150, en el que se relacionan las funciones del legislativo y en el que se 
dispuso: “Corresponde al congreso expedir el estatuto general de contratación 
de la administración pública y en especial de la administración nacional”, esta-
bleciendo una inadecuada diferenciación entre dos administraciones que tienen 
similar alcance (general /nacional), por lo que no podría expedirse una ley de 
contratación pública para una administración que esté por encima de la nacio-
nal y en la que, al parecer, centra su regulación especial. En los artículos antes 
citados, se hace mención a la administración pública de manera residual, como 
sucede con la última previsión relacionada con la participación de la mujer en 
sus niveles decisorios, o como la facultad del legislativo para obtener de los ór-
ganos que la integran la cooperación necesaria que le permita cumplir mejor sus 
funciones, o para afirmar la existencia del control interno en todos sus órdenes, 
o para establecer la prohibición a los miembros de las corporaciones colegiadas 
territoriales de aceptar cargo en ella o, finalmente, para indicar la competencia 
que tiene el Departamento Nacional de Planeación para crear un sistema de 
evaluación de gestión y resultados. Realmente, la única referencia consistente y 
pertinente es la que se dejó en el artículo transitorio 20, el que dispuso la crea-
ción de una comisión integrada, entre otros, por tres expertos en administración 
pública, la que debía recomendar al gobierno de la época, la reforma requerida 
y acorde con los nuevos mandatos de la constitución expedida. Se destaca, sin 
embargo, las denominaciones que se adoptan en los capítulos II, Título I -función 
pública- y V, Título VII -función administrativa-, cuyos contenidos corresponden 
efectivamente a lo que se expresa con su denominación. Valga decir, en el de la 
función pública se contiene todo lo relacionado con los funcionarios o servidores 
públicos (calidad, ritualidad, clases, responsabilidad, ingreso, permanencia y re-
tiro, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades), solo que su ubicación se 
encuentra en el apartado correspondiente a la estructura del poder del Estado, 
titulado equivocadamente como organización. Por su parte, la función administra-
tiva, sí encuentra identidad con el título “de la rama ejecutiva”, el que ha debido 
denominarse “de la administración pública” y en el que se incluyera el capítu-
lo de la función pública, uno más ampliado de la función administrativa y otro 
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correspondiente a la gestión pública, conceptos estos a los que nos referiremos 
en apartado especial.

Algunas conclusiones del análisis comparado 
de las constituciones
El análisis comparativo de las constituciones de los países estudiados revela 
una amplia gama de enfoques y énfasis en la administración pública, así como 
diferencias en la nomenclatura y la organización de los temas relacionados. Esto 
destaca la diversidad de acercamientos y prácticas en la gestión pública en dis-
tintos contextos nacionales:

•	 Enfoque en la buena administración y participación ciudadana: varias cons-
tituciones, como la de Uruguay y Venezuela, incorporan principios de buena 
administración, transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana. 
Estas constituciones buscan garantizar un gobierno eficiente y responsable.

•	 Diferencias en la organización de la administración pública: las constituciones 
de varios países presentan diferencias notables en la organización y gestión de 
la administración pública. Algunas establecen una estructura descentralizada, 
mientras que otras se centran en la administración pública federal.

•	 Énfasis en la legalidad y responsabilidad: en la Constitución de Uruguay se 
crea un Tribunal de lo Contencioso Administrativo para declarar la nulidad 
de actos que afecten la buena administración, lo que refleja un énfasis en la 
legalidad y responsabilidad de la administración pública.

•	 Papel de la función pública: constituciones, como la de Venezuela, se ocu-
pan del papel de la función pública y regulan las funciones de los empleados 
estatales, enfocándose en la honestidad, rendición de cuentas y la respon-
sabilidad del Estado por daños relacionados con el mal funcionamiento de la 
administración pública.

•	 Separación de poderes y control: varias constituciones hacen hincapié en la 
separación de poderes y el control de la administración pública. Por ejem-
plo, la Constitución de Uruguay, como ya se dijo, establece un Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo para declarar la nulidad de actos que afecten la 
buena administración, mientras que la Constitución de México menciona el 
control legislativo sobre el gobierno y la administración pública.

•	 Principios rectores y énfasis en servidores públicos: algunas constituciones, 
como la de Bolivia y Ecuador, establecen principios rectores que rigen la ad-
ministración pública y destacan la importancia de los servidores públicos en 
la gestión estatal.
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•	 Enfoque en la descentralización y autonomía: varias constituciones, como 
la de Chile y México, hacen referencia a la descentralización y otorgan auto-
nomía a estados y municipios en la administración pública, reconociendo la 
importancia de la preparación del personal público.

•	 Limitaciones y omisiones en la Constitución colombiana: se destaca que la 
Constitución de Colombia presenta limitaciones y omisiones en lo que res-
pecta a la administración pública, con una falta de claridad en la diferencia-
ción entre la administración general y la nacional, lo que puede resultar en 
regulaciones inadecuadas.

La buena administración como principio, 
derecho y deber

La regulación de la buena administración como un derecho ciudadano y 
una obligación de la administración en la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, ha llevado a considerarla como un derecho 
fundamental y un principio de la actuación administrativa (Gómez, 2015). 

Sin embargo, este derecho se limita a la observancia de principios rectores de 
los procedimientos, más en el ámbito del derecho procesal que en la regulación 
sustancial (Ortiz y Ordoñez, 2019).

La Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano en relación 
con la administración pública, expedida en Ciudad de Panamá en octubre de 
2013, profundiza en la consagración de este derecho/obligación explicando, en el 
preámbulo mismo, el significado que tiene la nueva relación Estado-ciudadanos 
planteada por el Estado social y democrático, sustituyendo así la ya desueta rela-
ción administración-administrados, que tuvo su vigencia durante toda la perma-
nencia del simple Estado de derecho (Amado, 2020). En el mencionado apartado, 
de entrada, se exalta el derecho a la buena administración como fundamental 
del ciudadano (persona o habitante), que conlleva además a una administración 
pública que promueva la dignidad humana y el respeto por la diversidad cultural, 
fijando su centralidad en el ser humano. Esta Carta establece tres elementos 
característicos de la buena administración: (i) como principio general de la ad-
ministración pública y el derecho administrativo, (ii) como obligación estatal de 
garantizar condiciones de libertad e igualdad, y (iii) como derecho fundamental 
del ser humano que resalta la dignidad humana (Rodríguez-Arana, 2011). Este 
documento desarrolla la buena administración pública en sus diferentes consi-
deraciones: como principio, derecho y deber. 
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La buena administración como principio
Se constituye como fundamental a través de otros principios como: (i) servicio 
objetivo a los ciudadanos, de manera adecuada, objetiva, equitativa y en plazo 
razonable; (ii) promocional de los poderes públicos, cuya garantía deberán hacerla 
bajo la cláusula general del Estado social, como ya quedó anotado; (iii) raciona-
lidad, expresado en adecuada motivación y argumentación de las actuaciones y 
actos; (iv) igualdad de trato, con expresa motivación de los casos que requieran 
diferencia de trato; (v) eficacia, cumpliendo debidamente los procedimientos y las 
medidas adoptadas; (vi) eficiencia, optimizando los recursos disponibles; (vii) eco-
nomía, aplicando el gasto público con criterios de equidad, economía, eficiencia 
y transparencia; (viii) responsabilidad, por lesiones 
a bienes o derechos ciudadanos; (ix) evaluación per-
manente de la administración pública, con el fin de 
adecuar su organización, función, actuación y gestión 
a las exigencias de la comunidad; (x) universalidad, 
accesibilidad y calidad de los servicios públicos y de 
interés general, sin sujeción a la territorialidad ciu-
dadana; (xi) ética, dispuesta para el servidor público 
cuya actuación debe realizarla bajo los principios de 
rectitud, lealtad, honestidad, probidad, honradez, in-
tegridad, imparcialidad, buena fe, confianza mutua, 
solidaridad, transparencia, dedicación al trabajo, res-
peto al ciudadano, diligencia, austeridad y primacía 
del interés general; (xii) participación, a través de los 
mecanismos dispuestos en cada ordenamiento jurídi-
co, extendida a la participación en la elaboración de 
normas administrativas que los afecten; (xiii) publici-
dad y claridad en normas, procedimientos y quehacer 
administrativo, a través de los medios de notificación, 
comunicación y publicación; (xiv) seguridad jurídica, 
previsibilidad, claridad y certeza normativa, de fácil 
comprensión y entendimiento; (xv) proporcionalidad, 
adecuado a los fines que le sirven de causa; (xvi) ejer-
cicio normativo del poder, prohibiéndose su abuso o exceso; (xvii) objetividad, 
evitando actuaciones arbitrarias o trato preferente; (xviii) buena fe, la que se 
presume de ambos extremos de la relación administrativa, en el ejercicio de las 
competencias, derechos y deberes; (xix) facilitación, a través de las TIC dentro de 
un ambiente de calidez, amabilidad, cordialidad y cortesía; (xx) celeridad, optimi-
zando el buen uso de recursos humanos, temporales y materiales; (xxi) transpa-
rencia y acceso a la información de interés general, con la debida protección de 
la información protegida y sometida a reserva; (xxii) protección de la intimidad, 
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bajo el tratamiento de protección de datos personales; y (xxiii) debido proceso, 
que garantice los derechos de representación, defensa y contradicción.

El principio de buena administración, según Matilla (2020), es un concepto gené-
rico que unifica las exigencias que la administración pública debe seguir en sus 
interacciones con los ciudadanos. Éste es diverso y heterogéneo en su contenido, 
tal como lo respaldan la jurisprudencia, la doctrina y la normativa. Carrillo (2010) 
analizó cómo los principios del Derecho funcionan como guías permanentes para 
las relaciones jurídicas. Pueden ser positivizados por legisladores o tribunales, 
otorgándoles una función más sustantiva en la regulación jurídica. Cuando un 
principio se positiviza, como el de buena administración, se convierte en un man-
dato para las autoridades públicas, lo que puede dar lugar al desarrollo de de-
rechos subjetivos específicos.

Autores, como Tavares (2009) y Kanska (2004), ven el principio de buena adminis-
tración como un super principio que engloba otros más específicos y obligaciones 
para la administración. Esta perspectiva considera al principio como una especie 
de “paraguas” bajo el cual se desarrollan otras implicaciones legales y derechos 
ciudadanos. La literatura jurídica también debate sobre su origen, algunos con-
sideran que proviene de los tratados europeos, mientras que otros sugieren una 
base histórica en el derecho italiano. Más allá de su fuente, es crucial comprender 
que el contexto de aplicación es clave para definirlo como un principio jurídico.

Con todo, el principio de buena administración es un concepto amplio y diverso 
que guía las interacciones de la administración pública con los ciudadanos. Su 
positivización lo convierte en un mandato legal y puede dar lugar al desarrollo 
de derechos subjetivos. Es un super principio que abarca otros principios y obli-
gaciones, y su origen puede ser objeto de debate, pero su contexto de aplicación 
es esencial para su comprensión.

La buena administración como derecho
Como sostiene Cabezas (2019), la administración se configura como derecho en 
la medida deba dar solución a las peticiones de los ciudadanos de una forma 
célere, justa y equitativa. Por su parte, en la Carta que venimos comentando, 
este derecho “consiste en que los asuntos de naturaleza pública sean tratados 
con equidad, justicia, objetividad, imparcialidad, siendo resueltos en plazo ra-
zonable al servicio de la dignidad humana”. En tal sentido, se comprenden los 
siguientes derechos: (i) motivación de las actuaciones administrativas, ampara-
das en razonamientos inteligibles y objetivos; (ii) tutela administrativa efectiva; 
(iii) resolución administrativa amparada en el ordenamiento jurídico, equitativa y 
justa; (iv) presentar por escrito o de palabra peticiones, en la forma elegida por el 
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ciudadano y facilitada por la administración; (v) no entregar documentos que ya 
obren en poder de la administración pública, cuyo intercambio informativo entre 
las administraciones se recomienda hacer a través de las TIC; (vi) ser oído; (vii) 
participación; (viii) servicios públicos y de interés general de calidad, bajo patro-
nes y estándares de calidad medibles e informados periódicamente; (ix) conocer y 
opinar sobre el funcionamiento y la calidad de los servicios públicos y de respon-
sabilidad administrativa; (x) formular alegaciones; (xi) exponer quejas y reclamos 
ante la administración pública; (xii) conocer las evaluaciones de gestión que hagan 
los entes públicos; (xiii) acceso a la información pública; (xiv) copia sellada de los 
documentos que presenten a la administración pública, física o electrónica, de 
acuerdo con el medio escogido para el trámite; (xv) ser informado y asesorado 
en asuntos de interés general; (xvi) ser tratado con cortesía y cordialidad; (xvii) a 
conocer el responsable de la tramitación del procedimiento administrativo, cuya 
identidad debe constar en la copia sellada física o electrónica; (xviii) conocer el 
estado de los procedimientos administrativos que les afecten, para lo que el fun-
cionario responsable del trámite deberá estar disponible al ciudadano interesado; 
(xix) ser notificado por escrito; (xx) participar en asociaciones o instituciones de 
usuarios de servicios públicos o de interés general; y (xxi) exigir el cumplimiento 
de las responsabilidades de las personas al servicio de la administración pública 
y de los particulares que cumplan funciones administrativas de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico respectivo.

En los albores del siglo XXI, se ha consolidado el derecho fundamental a la buena 
administración como una respuesta a la creciente importancia de los derechos 
de los ciudadanos en contraposición a las acciones del poder público. La jurispru-
dencia, receptiva a las inquietudes innovadoras de la dogmática legal, ha des-
empeñado un papel fundamental en la construcción de este derecho (Membiela, 
2007). Esto responde a un contexto que ha enfocado la atención en la protección 
de los derechos fundamentales de los ciudadanos (Schmidt-Assmann, 2003). La 
noción del derecho a la buena administración se ha vuelto esencial en tiempos 
de reformas administrativas que buscan eficiencia y eficacia, especialmente en 
momentos de crisis (Ávila y Gutiérrez, 2011).

El origen formal de este derecho se encuentra en el derecho comunitario euro-
peo, y su reconocimiento como un derecho humano se materializa en la Carta de 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Carmona, 2019). Esto otorga al 
derecho a la buena administración un carácter subjetivo, lo que significa que los 
ciudadanos pueden exigir su cumplimiento. Esta evolución refleja la importancia 
de garantizar una administración eficaz y justa para todos (Castillo, 2008).

Sin embargo, es importante señalar que las raíces de la buena administración 
como un principio o un derecho pueden rastrearse mucho tiempo atrás. La Cons-
titución italiana de 1947, por ejemplo, ya establecía la obligación de garantizar el 
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buen funcionamiento y la imparcialidad de la administración pública (Bitencourt, 
2017). En última instancia, el concepto de buena administración es intrínseco a la 
esencia misma de la administración, y su evolución a lo largo del tiempo refleja la 
evolución de la relación entre los ciudadanos y el poder público en la búsqueda 
de una gestión óptima y justa.

La buena administración como deber y obligación 
del ciudadano 

La buena administración pública es también un de-
ber y obligación del ciudadano porque implica una 
participación activa en la gestión eficaz de los re-
cursos públicos y en la supervisión de las acciones 
gubernamentales, garantizando la transparencia y 
la rendición de cuentas en beneficio de la sociedad. 
En la mencionada Carta, se enuncian los siguientes 
deberes y obligaciones: (i) lealtad, con el ordenamien-
to jurídico; (ii) buena fe, tanto en el uso de la infor-
mación obtenida como en la práctica de maniobras 
dilatorias; (iii) veracidad, evitando afirmaciones falsas 
o temerarias; (iv) responsabilidad, absteniéndose de 
reiterar solicitudes improcedentes o impertinentes; 
(v) respeto y decoro, con los servidores de las admi-
nistraciones; y, (vi) colaboración.

Pese a lo anterior, se nota una falta de atención y 
profundidad en el análisis del “deber de buena admi-
nistración” en comparación con los principios y dere-
chos en el campo del derecho público, especialmente 
en la administración pública. Esto se atribuye a varios 
factores, como la tradicional falta de interés en la 
categoría de deberes jurídicos públicos en contraste 
con los derechos y principios, así como el énfasis en 

los derechos ciudadanos y valores actuales en lugar de visiones más autorita-
rias. La buena administración se ha convertido en un derecho fundamental en 
los últimos años, lo que lleva a la necesidad de aclarar sus implicaciones. Este 
tema requiere una mayor atención y estudio debido a su importancia en la vida 
actual y su relación con los principios y valores legales contemporáneos. Es un 
tema poco explorado que requiere mayor consideración en la ciencia del derecho 
administrativo y, especial concientización, en las administraciones públicas.
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Ahora bien, una mala administración pública tiene efectos perniciosos en múlti-
ples dimensiones: genera violencia al crear desigualdad y falta de oportunidades, 
lo que puede desencadenar conflictos sociales; causa malestar al no satisfacer 
las necesidades básicas de la población, fomentando el descontento; facilita la 
corrupción al minar la transparencia y el control; promueve el centralismo al con-
centrar el poder, alejando la participación necesaria en la toma de decisiones de 
las comunidades locales; genera despilfarro de recursos públicos al no asignarlos 
de manera efectiva y eficiente, socavando el bienestar general y la capacidad del 
Estado para abordar los problemas fundamentales de la sociedad.

Por su parte, una buena administración pública implica la (re)construcción e im-
plementación de un modelo participativo, incluyente, dinámico, abierto, moderno 
y funcional acorde con los derroteros fundamentales previstos en la Constitución 
política; esto es, entender que la descentralización no se puede seguir diseñando 
y concibiendo desde el poder central como una dádiva que apenas cubra la insti-
tucionalidad local, pensamiento este que hizo pate de la concepción tradicional 
en la que se basó la Constitución de finales del siglo XIX; fortalecer el centro po-
lítico para neutralizar cualquier asomo federal. Es el momento y la oportunidad 
de retomar las ideas de J.R. Turgot, planteadas en su secreta “memoria de las 
municipalidades” (Amado, 2020), y entender que la gran reforma a las adminis-
traciones públicas se obtiene desde el territorio, pues es de esta manera como 
le devolvemos la vida al Estado que asegure la convivencia y la obtención de la 
paz con justicia social y garantice la prevalencia de vida en todas sus formas. La 
bioadaministración será la línea base de la reorganización de las administraciones 
públicas en las que se privilegie la vida y los entornos que la protegen.

Evocando a Bonnin (1808 y 1812), padre de la administración pública, quien al 
diferenciarla del gobierno entendía que este era la cabeza pensadora y aquella 
el brazo ejecutor, claramente se comprende que la vida del Estado es su admi-
nistración, por tanto una buena administración pública es aquella que no solo se 
traduzca en una gestión eficiente, efectiva, eficaz y transparente de los recursos 
del Estado, que los mismos se utilicen de forma responsable, se asignen de ma-
nera equitativa y se destinen al cumplimiento de las prioridades que se contienen 
en sus respetivos planes de desarrollo, sino aquella que haga partícipe al ciuda-
dano en el diseño, formulación, ejecución y control de sus políticas públicas, que 
rinda cuentas y que contribuya a su productividad social y económica, pero que 
definitivamente centre su accionar en la protección de la vida, solo de esta manera 
se logra la identidad y el compromiso natural de establecer una administración 
para todos, con todos y entre todos. 
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La necesidad de definir, referir y asumir 
la administración pública como centro 
de acción del Estado: materia viva del 
derecho administrativo

En un trabajo de investigación se dejaron sentadas las base sobre la nece-
sidad de darle identidad a nuestro derecho administrativo, a partir de las 
concepciones y teorías que precedieron a su surgimiento como disciplina 
jurídica; esto es, fijar su campo y objeto de estudio y desarrollo desde la 

administración del Estado. También se ha sostenido que la administración pública 
constituye el eje axial del derecho administrativo, y así ha impartido su enseñan-
za. De esta manera, se la ha concebido como “la ciencia que constituye la base 
fundamental del derecho administrativo, la cual se ocupa de integrar funcional y 
eficientemente sus tres elementos esenciales: la función administrativa, la fun-
ción pública y la gestión pública, con el fin de asegurar la productividad social del 
Estado” (Amado, 2020).Esta definición nos permite revisar el trípode en el que se 
soporta la Administración Pública; así tenemos que la (i) función administrativa se 
encarga de regular lo relacionado con la organización administrativa del Estado 
(rama ejecutiva y demás órganos, organismos o entidades autónomas de distinto 
nivel y de cualquier otra rama, incluidos los particulares que cumplan funciones 
administrativas), su actividad, acción y actuación en el tránsito jurídico, la que se 
cumple a través de sus actuaciones y actos administrativos; (ii) función pública se 
ocupa de todo lo relacionado con los servidores del Estado (recursos humanos), 
sus formas de ingreso, sus clase de vinculación, plantas de personal, clasifica-
ción y calificación de empleos, permanencia en el servicio, su retiro, su régimen 
laboral y sus diferentes sistemas de regulación, principalmente el prestacional; 
y (iii) gestión pública se dedica a revisar lo concerniente a las técnicas de admi-
nistración de los recursos físicos y técnicos que permitan asegurar la efectiva y 
eficiente administración, a través de la planeación, la ejecución, el control (tanto 
en sede administrativa y orgánica, como en sede contenciosa), la evaluación y la 
rendición de cuentas. 

En consecuencia, para hablar de buena administración, ya sea como principio, 
derecho o deber, a nuestro modo de ver, se debe comenzar por asegurar primero 
el adecuado y buen funcionamiento de la administración, de manera que sus tres 
elementos estén estructurados sobre la base de un Estado social, democrático y 
participativo, que garantice y asegure, no solo la obtención de su fines primordia-
les como son la protección y garantía de los derechos y libertades de las personas 
y la prevalencia del interés general, sino los principios y derechos fundamen-
tales de participación ciudadana y dignidad humana. Un Estado que organice e 
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implemente su modelo de administración sobre políticas públicas esenciales y 
fundamentales para la vida moderna en sociedad, teniendo como centro vital de 
su actuación a la persona (Rodríguez-Arana, 2012) y, como lo expresa el preám-
bulo de la carta europea de derechos fundamentales, a su servicio, atendiendo 
las necesidades públicas de manera continua y permanente, con calidad y calidez, 
determina el punto de partida para asegurar una buena administración.

Las organizaciones, públicas o privadas, no producen ningún efecto sino es a 
través de quienes las integran, esto es, su capital humano que, como lo sugiere 
la misma denominación, constituye el recurso más valioso con que pueda contar 
cualquier empresa, por lo que resulta fundamental que su escogencia y selección 
obedezca no solo a estándares de conocimiento de lo público, sino que su forma-
ción sea el producto de una firme convicción y vocación de servicio para todos. 
Hemos sostenido que quien decida ingresar a lo público, debe entender y estar 
convencido que al Estado se le sirve y no se le sorbe; para ello, es necesario que 
el mismo Estado promueva y ejemplarice su funcionalidad con ofertas laborales 
que, sin que resulten despreciables, tampoco permitan su atracción para el mal 
aprovechamiento de sus oportunidades y, menos, de sus recursos patrimoniales. 
En efecto, si lo que se ofrece, además con su comportamiento, es que el Estado 
resulta el mejor y mayor empleador de recursos humanos deficientes, mal pre-
parados y con el deseo de ingresar al Estado para obtener un provecho personal 
y familiar, que abra espacio a su descendencia, pues los resultados serán muy 
parecidos a los que ha vivido nuestro país. Si, por el contrario, las escuelas de 
derecho y de administración, preparan a sus estudiantes en el valor y significado 
que tiene el servicio público, desde la óptica tradicional de las artes (von Justi, 
1759), antes que surgiera como ciencia (Bonnin, 1808 y 1812), es decir, como vo-
cación que se debe interiorizar, estaríamos en frente de otro grande y valioso 
elemento de aseguramiento de la calidad en la propia administración pública. 
En este contexto, la formalización del empleo público para que los servidores del 
Estado cuenten con las garantías y derechos laborales reconocidos internacio-
nalmente, es paso de gran importancia que el actual gobierno de Colombia está 
implementando para estimular su profesionalización y su vocación de servicio 
responsable a la comunidad.

Por otro lado, una administración deficiente no se limita simplemente al mal 
manejo de la administración pública, que implica la ignorancia de los derechos 
individuales y colectivos, la falta de aplicación de los principios constitucionales 
y legales, o el incumplimiento de deberes. También abarca la ocupación de un 
cargo público por parte de individuos no capacitados para desempeñarlo. Esto 
no solo resulta en un despilfarro de los recursos del Estado, sino que agranda el 
déficit fiscal y la malversación de los recursos públicos. Remunerar a un funcio-
nario inadecuado del Estado, junto con todas las prestaciones asociadas, no solo 
causa perjuicio a los recursos físicos, administrativos, operativos y de desarrollo 
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del Estado, sino que también intensifica la disparidad social, erosiona la confianza 
ciudadana, refuerza un mal ejemplo en el ámbito gubernamental y daña la inte-
gridad de la formación profesional y técnica de aquellos que aspiran a dedicar 
su vida laboral al servicio de los intereses de la comunidad.

Esta dinámica organizacional y funcional requiere tanto de elementales como de 
modernos y avanzados instrumentos de desarrollo, cuya implementación debe-
rá facilitar la vida social y su interacción con el Estado. Así, entonces, se deben 
buscar las mejores herramientas de planeación, cuya adopción se realice bajo 
esquemas de trabajo comprensibles que lleguen a las más sencillas administra-
ciones, principalmente las territoriales, que requieren de aplicación plena de los 
principios de coordinación, complementariedad y subsidiariedad, de modo que 
permitirá garantizar la más eficiente ejecución de los presupuestos y recursos 
públicos, facilitando su control y la debida y periódica rendición de cuentas, a 
través de canales efectivos que lleguen al ciudadano para su real participación. 

El planteamiento resulta muy básico, pero aun así nuestro ordenamiento registra 
claros ejemplos de realizaciones estatales sin la debida planeación, al punto que 
nuestro Consejo de Estado ha vertido ríos de tinta en innumerables sentencias, 
principalmente en materia de contratación estatal, sobre la necesidad de obser-
var el principio de planeación. Sin embargo, la misma ley de contratación (ley 80 
de 1993) lo desconoció taxativamente, es decir, en ninguno de los artículos a los 
que hace referencia específica de sus principios rectores, lo menciona y solo por 
aplicación e interpretación de otros apartados es que se deduce su importancia. 
Adicionalmente, fue hasta que entró en vigencia uno de sus tantos decretos 
reglamentarios, el 1510 de 2013, que incorporó, como gran acierto para la pla-
neación de las compras públicas, el elemental instrumento de gestión del “plan 
anual de adquisiciones”, con el que deben contar todos los órganos, organismos 
y entidades del Estado. 

Paradójicamente, y aprovechando el ejemplo citado, debemos indicar que la mis-
ma ley de compras públicas de 1993, menciona en su artículo 40, inciso 3, la buena 
administración como uno de los límites que se imponen para la libertad en las 
estipulaciones contractuales, pues las partes en el contrato podrán pactar las 
cláusulas que consideren necesarias siempre que no sean contrarias, entre otros, 
a los principios y finalidades de la buena administración. Así mismo, el artículo 
49 del mismo estatuto establece que los representantes legales de las entida-
des contratantes podrán sanear los vicios de procedimiento o de forma cuando 
lo aconsejen “las reglas de la buena administración”, únicas normas de nuestro 
ordenamiento jurídico en el que se menciona tan importante alcance. 

Por vía jurisprudencial, muy pocas son las sentencias que refieren la buena ad-
ministración como principio esencial del Estado. Podríamos decir que la primera 
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en la que se hizo alusión a este principio, con desarrollo en acápite especial que 
sustenta la ratio decidendi adoptada, ha sido la proferida por el Consejo de Esta-
do, Sección Tercera, Subsección C, radicado No. 11001-03-26-000-2015-00165-00 
(55813), de fecha 10 de octubre de 2016, en la que se hace alusión, por vía de la 
integración normativa legal, constitucional y convencional, a partir de lo dis-
puesto en los artículos 1, 2 y 209 de la carta política, a la necesidad de concretar 
estos principios, valores y finalidades con los que tienen alcance supralegal y 
supraconstitucional en la toma de decisiones de la administración, para garan-
tizar derechos fundamentales. 

Sugiere, la sentencia en mención, que de lo precep-
tuado en el art. 3 de la ley 489/98 (principios legales 
de la función administrativa, complementarios a los 
previstos en el 209 constitucional), los arts. 23, 24, 
25 y 26 de la ley 80/93 (principios en las actuaciones 
contractuales, principios de transparencia, economía 
y responsabilidad), así como el art. 3 de la ley 1437/11 
(principios del procedimiento administrativo), sub-
yace el principio jurídico de la buena administración, 
considerándolo como un garante, por parte de la ad-
ministración, de los derechos de los administrados 
cuando interactúan con ella, bajo los postulados de la 
buena fe y debida diligencia funcional que conduzcan 
a la adopción de decisiones razonables y ponderadas 
conforme con el marco legal, constitucional y conven-
cional ya explicitado. 

Con la valoración precedente, el operador judicial de control de legalidad del acto 
administrativo sometido a su examen, concluye que todo el entramado legal, 
constitucional y convencional encuentra específica aplicación en el artículo 40, 
inciso 3 de la ley 80, norma ésta que hace referencia a la buena administración, no 
como principio, sino como restricción para las partes contratantes en la libertad 
que tienen en las estipulaciones contractuales, las que no deben contrariar los 
principios y finalidades de la buena administración, es decir, todo el entramado 
local y global citado, hace referencia a principios que tendrían identidad con una 
finalidad, no como principio autónomo, sino como resultado teleológico de la 
aplicación de un sin número de ellos que conducen a asegurar el buen compor-
tamiento de la administración pública, puesto que contradice la intención inicial 
de asegurar que en nuestro ordenamiento jurídico existe el principio de la buena 
administración, o como allí se afirma “...a partir de los mencionados preceptos 
de la ley 80 de 1993 se decanta esa presencia singular del principio de la Buena 
Administración”. Esto significa que no habrá mala administración si se aplican 
los principios que gobiernan la organización, actuación, funcionamiento, decisión, 
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ejecución, control, rendición de cuentas de la administración pública, pues esta 
ha sido diseñada para ser buena en la medida que está dispuesta para todos los 
ciudadanos que de ella forman parte. 

De otro lado, resulta conveniente resaltar la manera como el legislador dispu-
so la finalidad que deben cumplir las normas administrativas procedimentales 
contenidas en la ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, artículo 1); la de “proteger y garantizar los dere-
chos y libertades de las personas”, antes que cualquier otro derecho o principio, 
incluso el de la primacía del interés general, en consecuencia se considera más 
avanzado que pretender incluir cualquier otro principio, desconociendo todos 
los que subyacen a la existencia, como garantes, del funcionamiento eficiente 
y democrático de la administración y la observancia de los deberes del Estado 
y de los particulares, tal y como cierra dicha finalidad el artículo en comento, 
pues repetimos, lo que se requiere es fortalecer la administración pública en la 
dimensión en la que en este escrito ha sido tratada. 

A manera de conclusión

Hechos los planteamientos precedentes, se proponen ahora algunas reflexiones 
tendientes a generar en nuestro contexto estatal, la conveniente discusión sobre 
la necesidad de implementar un modelo de administración pública que posibilite 
obtener altos niveles de productividad social y haga efectivo el Estado social, 
democrático y participativo, previsto en nuestra carta política, expedida hace más 
de treinta años, que permita la satisfacción de las pretensiones ciudadanas, que 
no son otras que el respeto por la dignidad humana. 

•	 Es procedente, en tiempos actuales, diseñar y poner en marcha procesos de 
(re)diseño y (re)organización administrativa del Estado, buscando no solo su 
eficacia y eficiencia, sino también su papel dinamizador de la justicia social, 
la vigencia de los derechos humanos y los derechos de la naturaleza, como 
fundamentos de la paz y la reconciliación. Esto significa, entrar a construir 
participativamente (definir y formular) claras y sostenibles políticas públicas 
esenciales del Estado social que se orienten a atender de una vez por todas 
las raíces sociales, económicas, políticas, culturales e institucionales que le 
subyacen al prolongado conflicto armado que ha padecido Colombia. En este 
contexto, los instrumentos que se diseñen para profundizar la descentraliza-
ción y la participación ciudadana incidente en el ciclo de las políticas públicas, 
requieren especial audacia y pertinencia con las realidades y especificidades 
de la gran diversidad regional del país.
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•	 Se deben generar espacios de reflexión jurídico-administrativa sobre las ac-
tuaciones de los administradores públicos, que cumplen funciones adminis-
trativas), cambiando su perversa premisa de “utilizar” la presunción de le-
galidad de las decisiones administrativas, como instrumento de poder, bajo 
el presuntuoso presupuesto que la administración nunca se equivoca, con el 
agravante que las decisiones de los organismos de control y los tribunales 
no resultan medianamente oportunas, por la de adoptar como principio rec-
tor de sus actividades, la prevención del daño antijurídico; esto es, adoptar 
las previsiones necesarias para garantizar la efectividad legal y social en las 
decisiones que debe tomar, y resolver directamente, sin dilaciones ni pre-
venciones, las situaciones administrativas en sede natural, privilegiando la 
capacidad resolutoria en bien de la propia administración y del ciudadano. 

•	 Garantizar una transparente, abierta y honesta discusión en torno al ingreso 
y la renovación del talento humano que presta sus servicios al Estado, en sus 
diferentes modalidades de vinculación, sin permitir que por estas formas se 
genere desigualdades protuberantes, no solo salariales sino jerárquicas, pri-
vilegiando la clientela antes que la capacidad, el conocimiento y la vocación 
de servicio. Es necesario adoptar modelos de ingreso al servicio que eviten 
el anquilosamiento de funcionarios que, con cargo a la carrera administrativa 
o a la protección política o asociativa, resulten lesivos para los propósitos y 
finalidades de una administración pública efectiva y proactiva. 

•	 Armonización, implementación y desarrollo de nuevas prácticas y procedi-
mientos que incluyan innovaciones tecnológicas y comunicacionales que con-
duzcan a modernizar el aparato estatal y su pleno uso y efectiva aplicación, 
acorde con el modelo de administración adoptada, que asegure la descen-
tralización transparente y confiable de competencias, funciones, recursos, 
información, conocimiento, crecimiento y productividad. 

•	 Definir con claridad, bajo el principio de autonomía territorial, el modelo de 
organización y ordenamiento que deben tener las administraciones públicas, 
garantizando el desarrollo diferenciado que demanden las seccionales y loca-
les, conforme con las necesidades, las vocaciones y los propósitos regionales, 
bajo un modelo de bioadministración pública incluyente, participativo, demo-
crático, respetuoso de la dignidad humana y protector de la vida en todas 
sus expresiones, privilegiando la integración funcional entre los ecosistemas 
administrativos que resulten vitales para la productividad social y económica. 

•	 Discutir y renovar el perverso concepto fiscal del tributo como mecanismo de 
recaudo sin devolución de bienestar, seguridad, tranquilidad y moralidad, por 
un modelo de sostenibilidad fiscal basado en estándares de productividad 
estatal que conduzcan a la riqueza social fundamentada en el trabajo, que 
es la manera como von Stein (1897) formuló el Estado social.
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Realizar un análisis pormenorizado sobre la historia de la administración pública, 
la buena administración y su desarrollo global, es un tema que nos supera para 
el objetivo del presente trabajo, sin embargo, se han trazado los linderos sobre 
los cuales se trabajará no solo con este documento, sino con los que se produ-
cirán en adelante.

A todas luces, los cambios jurídicos son el reflejo de un sin número de acciones 
sociales, políticas, económicas, ambientales, entre otras, que se han gestado no 
solo en el entorno nacional o local, sino que trascienden a la esfera global (Ama-
do, 2020); ello en consonancia con las recientes o novedosas manifestaciones 
intelectuales y académicas que han puesto en tela de juicio algunos conceptos 
que antaño creíamos estables. Por esta razón filosófica se quiso identificar el 
punto de ruptura conceptual respecto de la noción de administración pública que 
se tenía a la fecha.

En un primer momento se mostró el desarrollo de la institución de la administra-
ción pública con su respectivo adjetivo calificativo que tanto se usa en nuestra co-
tidianeidad; se identificaron sus inclusiones en el orden constitucional de algunos 
países, y finalmente se mostró su diferencia entre deber, derecho o principio. Esto 
sirvió para identificar que aún se divaga demasiado sobre los mismos sin tener 
claro el horizonte y su aplicación, ya que, como se dijo de forma contundente, la 
administración es el ejemplo máximo de practica interdisciplinar, y al anclarse 
en teorías jurídicas del siglo pasado, nuestro ejercicio mismo se ve relegado, an-
ticuado o desentona frente a las realidades globales.

Es oportuno presentarle al país el nuevo modelo de organización de las admi-
nistraciones públicas que supere el ya viejo y caduco sistema establecido en 
la reforma de mediados del siglo pasado (1968), prolongado en la reforma de 
finales del mismo siglo (ley 489 de 1998), reemplazando los niveles y sectores 
por “ecosistemas administrativos” integrados inteligentemente, funcionando en 
torno al gobierno central, pero dando cuenta de sus resultados coordinados, con-
currentes, complementarios y subsidiarios en todo el territorio nacional, a través 
de las administraciones locales, respetando la autonomía, pero asegurando una 
descentralización responsable y participativa que conduzca a una “buena admi-
nistración pública” colombiana.
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Introducción

En la intersección de los campos de estudio de 
la administración pública y la ecología, surge 
un paradigma emergente propuesto desde el 
Departamento Administrativo de la Función 

Pública (DAFP): la bioadministración. Este concepto, 
aunque aún en desarrollo, sugiere una nueva pers-
pectiva sobre cómo las estructuras y prácticas admi-
nistrativas pueden y deben evolucionar en respuesta 
a los desafíos contemporáneos. Frente a un contexto 
global marcado por crisis ecológicas y socioeconómi-
cas, el papel de las administraciones públicas como 
mediadoras entre el Estado y la sociedad adquiere 
una relevancia crítica. 

En este trabajo se presentan las bases conceptuales de la bioadministración, cuyo 
fundamento se encuentra en teorías consolidadas, saberes ancestrales y prácti-
cas contemporáneas. A través de un análisis detallado, se busca entender cómo 
Colombia, con su rica biodiversidad y diversidad cultural, puede ofrecer insumos 
y lecciones para la incorporación efectiva de la bioadministración en la estruc-
tura estatal. Esta propuesta no solo plantea soluciones a problemas actuales, 
sino que también esboza un horizonte de posibilidades para una administración 
pública más resiliente, adaptativa y sostenible.

Así, se propone a la bioadministración como un nuevo enfoque para reformar las 
administraciones públicas en Colombia. Esta perspectiva se basa en la conexión 
con la naturaleza, los principios éticos y la protección de todas las formas de 
vida. Se busca una transformación profunda en la gestión pública, incluyendo la 
reorganización del DAFP, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo “Colombia, 
potencia mundial de la vida”. En resumen, se destaca la importancia de adminis-
traciones más sostenibles y éticas en armonía con la naturaleza, la ética pública, 
que recuperen la confianza de las ciudadanías en el Estado y capaces de superar 
las desigualdades en Colombia.

En la intersección de 
los campos de estudio 

de la administración 
pública y la ecología, 
surge un paradigma 

propuesto por el DAFP): 
la bioadministración 
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La naturaleza como inspiración para la 
bioadministración: reflexiones desde una 
visión compleja, crítica y cooperativa

La naturaleza ha sido siempre un faro de sabiduría para la humanidad que 
ilumina aspectos esenciales de la existencia y ofrece lecciones cruciales 
sobre sistemas, ciclos y resiliencia. En este marco, la bioadministración 
surge como una propuesta que se en los principios naturales y la ética de 

la vida, para responder a los desafíos del siglo XXI mediante una visión compleja, 
crítica y cooperativa.

Desde el prisma de la teoría de sistemas, Bertalanffy (1968) nos ofrece una mira-
da de cómo las entidades interconectadas coexisten y se influyen mutuamente, 
un paralelismo con los ecosistemas naturales. Pero es la visión de Morin (2009) 
y Morin & Ruíz (2005), sobre la complejidad, lo que considera que no todo es pre-
decible y que las soluciones simplificadas son insuficientes en un mundo interde-
pendiente. Las administraciones públicas, por tanto, deben adoptar una mirada 
más holística y preparada para la incertidumbre.

El pensamiento latinoamericano, con su relación única con la naturaleza, propor-
ciona matices fundamentales a esta discusión. Varese (2006) pone de relieve la 
perspectiva indígena de la naturaleza como un ente vivo y sagrado, no solo como 
un recurso a explotar. Esta visión, que respeta y valora el diálogo con la natura-
leza, debe estar en el corazón de una bioadministración genuina.

Fals-Borda (2010, 1971) y Fals-Borda & Moncayo (2009) nos ofrecen una metodo-
logía para incluir a las comunidades en la toma de decisiones. Aquí, se resalta la 
relevancia del conocimiento local y de la sabiduría acumulada, aspectos que se 
entrelazan con la bioadministración al valorar la diversidad y la riqueza del entorno.

La reflexión sobre el concepto de desarrollo ha llevado a propuestas trans-
formadoras. Gudynas (2011) y Acosta (2014) presentan el “buen vivir” como 
una alternativa al paradigma tradicional. Su propuesta sintoniza la vida con la 
naturaleza y la justicia social. Esta idea se conecta con las ideas de Subirats 
(Fontaine & Subirats, 2015; 2008; Subirats & Vallespín, 2015) que abogan por una 
administración al servicio del bien común y respetuosa de los límites planeta-
rios. Por su parte, el enfoque cooperativo, subrayado por Ostrom (2009 y 2015), 
demostró que las comunidades, inspiradas en muchos casos por principios na-
turales, pueden autogestionar recursos de forma sostenible. Y Mazzucato (2019) 
recuerda el papel activo que puede desempeñar el Estado en orientar la econo-
mía hacia la sostenibilidad. En resumen, la naturaleza, en su vasta y compleja 
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majestuosidad, sirve como fuente inigualable de inspiración y aprendizaje. Es 
una red inextricable de relaciones, ciclos y adaptaciones, que ofrece lecciones 
vitales para reformular la gestión pública. En un mundo donde los desafíos se 
intensifican y evolucionan constantemente, se torna imperativo mirar hacia la 
naturaleza no solo como fuente de inspiración, sino también como guía y para-
digma para estructurar unas administraciones públicas adaptadas al siglo XXI, 
capaces de enfrentar los retos actuales y los que están por venir en materia de 
justicia social, cultural y ambiental.

Principios de la bioadministración: 
hacia una gestión pública sostenible 
y equitativa

Dentro de este marco de referencia, inspirado en la naturaleza, surge 
la necesidad de reorientar la administración pública. Se trata de un 
llamado a armonizar las estrategias y las políticas con los ritmos y sa-
beres que la naturaleza imparte, a las necesidades de la ética pública 

y la recuperación de la confianza de las ciudadanías y las poblaciones en la cons-
trucción del Estado social de derecho. Así, la bioadministración se presenta como 
un paradigma revolucionario, que se inspira en los principios fundamentales del 
mundo natural para esbozar políticas y sistemas que son, a la vez, resilientes, 
adaptativos y, sobre todo, sostenibles.

Interconexión e interdependencia
Inicialmente, el viaje por los principios de la bioadministración comienza con la 
idea de interconexión. Con base en la teoría de sistemas de Bertalanffy (1968) y en 
la visión de complejidad de Morin (2009; Morin & Ruíz, 2005)y que conciernen nues-
tro vivir concreto. Se trata de las deficiencias y de las carencias de nuestra civili-
zación y, por ello mismo, de nuestras necesidades y aspiraciones, que no son sólo 
monetarias. Esta obra no propone un programa, ni un proyecto de sociedad, sino 
que define una vía de actuación imposible de abordar sin realizar antes una refor-
ma intelectual y una refundación política.”,”ISBN”:”978-84-493-2235-8”,”langua-
ge”:”es”,”note”:”Google-Books-ID: pTzRfkBipMMC”,”number-of-pages”:”114”,”pu-
blisher”:”Grupo Planeta (GBS, se entiende que en la naturaleza, así como en la 
sociedad, todo está entrelazado. Las decisiones tomadas en un sector pueden 
resonar y tener efectos en otro. Así, la administración pública debe adoptar una 
mirada holística, donde se reconozca que cada acción genera ondas que se pro-
pagan a través del sistema.
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Armonía con la naturaleza
Al mirar el mundo a través de las lentes del “buen vivir”, propuesto por Gudynas 
(2011) y Acosta (2014), es evidente que la armonía con la naturaleza es esencial. 
En vez de dominar o explotar la naturaleza, la bioadministración sugiere aprender 
de ella, coexistir y buscar equilibrio en nuestras acciones.

Participación y cocreación
Al continuar con esta perspectiva, se encuentra a la participación activa como 
piedra angular. A partir de Fals-Borda (1971, Fals-Borda & Moncayo, 2009) y su 
metodología de investigación-acción participativa, se comprende que las comu-
nidades y actores clave deben ser parte integrante del proceso de toma de deci-
siones. No se trata solo de consultar, sino de cocrear soluciones y políticas que 
reflejen las necesidades y saberes de la comunidad.

Adaptabilidad y resiliencia
En el curso de este río de ideas, se llega a la noción de adaptabilidad. Al igual 
que los ecosistemas, que se adaptan y evolucionan ante los desafíos, la admi-
nistración pública debe ser flexible, anticipar cambios y prepararse, y con ello 
asegurar la continuidad y sostenibilidad de sus acciones.

Cooperación y gestión comunitaria
Ostrom (2009 y2015) asegura que la cooperación es clave, especialmente cuando 
se trata de recursos compartidos. La bioadministración busca promover la ges-
tión comunitaria, donde el bien común prevalezca sobre intereses individuales o 
sectoriales.

Visión a largo plazo y responsabilidad intergeneracional
Con base en Mazzucato (2018) y Subirats (2019), se asume que las acciones de hoy 
tendrán repercusiones mañana. La bioadministración, por tanto, promueve una 
visión a largo plazo, pensando no solo en las necesidades actuales, sino también 
en las de las futuras generaciones.

Reconocimiento y valorización de saberes locales
Finalmente, al reconocer la riqueza de los saberes ancestrales y locales, se pro-
mueve una gestión que integra estos conocimientos en la toma de decisiones, 
enriqueciendo y adaptando las soluciones a las particularidades de cada contexto.

En esta travesía reflexiva, se encuentra que la comprensión de que la bioad-
ministración va más allá de ser una simple teoría. Es un llamado enérgico a la 
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acción, una invitación a amalgamar la sabiduría inherente de la naturaleza, la 
ética de la vida y la esencia de nuestras comunidades. La finalidad es erigir una 
administración pública capaz de responder con sostenibilidad, justicia y equidad 
a los inminentes desafíos del siglo XXI.

Ética y administración pública: justicia, 
equidad y cuidado

Al profundizar en esta visión de bioadministración, es indispensable 
recalcar el papel de la administración pública como representante 
y agente principal del Estado. Esta entidad tiene la ardua tarea de 
manifestar una ética que trasciende simples códigos formales. La 

bioadministración propone una gestión que realmente persiga la sostenibilidad 
y la equidad. Y para alcanzar dicho objetivo, es imperativo que se incorporen y 
prioricen principios cardinales como la justicia, el cuidado de sí, el cuidado de lo 
público, el cuidado de las otras especies y el cuidado de la madre tierra en la 
esencia misma de la administración.

La teoría de la justicia de Rawls (2005 y 2012) ofrece un punto de partida, al 
proponer la idea de la justicia como equidad. El autor concibe una sociedad en la 
cual las desigualdades son aceptables solo si resultan en beneficio de los menos 
favorecidos. No obstante, esta visión podría correr el riesgo de simplificar las 

desigualdades a cuestiones meramente económicas o 
materiales. Aquí es donde Lugones (2008) aporta una 
dimensión adicional al diálogo al introducir la ética 
del cuidado; argumenta que las relaciones, la interde-
pendencia y la vulnerabilidad mutua son esenciales 
para entender y abordar desigualdades e injusticias.

La filosofía del “buen vivir”, enraizada en tradiciones 
indígenas andinas, aporta un modelo de desarrollo 
que se alinea con estos principios, promoviendo una 
vida en armonía con la naturaleza y la comunidad. Es 
un eco de lo que Lugones (2008) y Rawls (2005, 2012) 
defienden, pero desde una perspectiva más comuni-
taria y ecológica. Sin embargo, es Mazzucato retoma 
y amplía esta conversación al plantear un Estado que 
no solo regula, sino que impulsa activamente la in-
novación y el desarrollo en direcciones sostenibles 
y equitativas. Subirats (2019) amplía aún más este 
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diálogo, recordando la necesidad de que esta administración pública se centre 
en el bienestar colectivo, respete los límites ecológicos y fomente una genuina 
participación ciudadana. Por su parte, Ostrom (2015) brinda una perspectiva va-
liosa al debate: mientras Rawls, Lugones, Mazzucato y Subirats ofrecen teorías 
y propuestas centradas en el papel del Estado, Ostrom destaca la capacidad 
intrínseca de las comunidades para autogestionarse de manera sostenible y equi-
tativa. Esta mirada no opone, sino que complementa las ideas de los otros au-
tores, sugiriendo una simbiosis entre iniciativas estatales y comunitarias. Con la 
integración de estas voces, se propone que las administraciones públicas que no 
solo reconozcan su responsabilidad ética, sino que también busquen activamente 
formas de actuar en consecuencia. El objetivo es que el Estado, en colaboración 
con las comunidades, priorice el bienestar colectivo, la justicia, la equidad, la ética 
de lo público y el cuidado del medio ambiente con base en teorías académicas 
como por prácticas ancestrales y contemporáneas. La administración pública, en 
su esencia, actúa como representante del Estado y, por ende, tiene la respon-
sabilidad de espejar y llevar a cabo acciones que resuenen con valores éticos y 
sostenibles. El llamado es a una transformación donde las propuestas de pen-
sadores como Rawls, Lugones, Mazzucato, Subirats y Ostrom brinden una visión 
integradora para este cambio.

Así las cosas, es fundamental replantear la naturaleza misma de la administra-
ción, que no solo debe responder a criterios formales y reglamentarios, sino que 
es crucial la incorporación de una ética del cuidado y una justicia equitativa. Este 
enfoque renovado reconoce el poder y la habilidad intrínseca de las comunidades 
para autogestionarse y ser partícipes activos en las decisiones que las afectan.

Esta administración renovada tiene un rol activo en impulsar la innovación y el 
desarrollo hacia rumbos sostenibles. Su colaboración con las comunidades es 
esencial y, en ese sentido, es vital que busque el bienestar colectivo, la susten-
tabilidad ecológica y una participación ciudadana genuina. La meta es que, apo-
yada en perspectivas interdisciplinarias e interculturales, las administraciones 
públicas se posicionen como lideresas en la construcción de un porvenir más 
justo y equitativo.
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Protección de todas las formas de 
vida: una propuesta de administración 
pública valorativa

Para avanzar en esta dirección transformadora, la administración pública 
debe encarar la tarea de adaptarse y evolucionar frente a los retos del 
presente. Uno de los desafíos más preponderantes es la protección y 
valorización de todas las formas de vida en nuestro planeta. Frente a 

esta demanda, es inminente una reconfiguración en el marco ético y operativo 
de la administración.

La confluencia teórica, enriquecida por las voces de diversos pensadores y expe-
riencias prácticas, se convierte en el mapa que guía esta metamorfosis necesa-
ria. Es un llamado a que la administración pública no solo se reinvente, sino que 
también se posicione como un baluarte en la defensa y promoción de valores que 
aseguren un futuro donde todas las formas de vida sean respetadas y valoradas.

Aldo Leopold (1949), en su “ética de la tierra”, visualiza nuestro entorno no mera-
mente como un cúmulo de recursos, sino como una colectividad viva y enlazada. 
Tal perspectiva, que destaca la coexistencia y la interrelación, halla resonancia 
en las conceptualizaciones del buen vivir. En tanto, Acosta (2016) se inspira en 
sabidurías ancestrales para esbozar un desarrollo centrado en la reciprocidad 
con la naturaleza y entre individuos.

Desde otro ángulo, Escobar (1998, 2005ª y 2005b) incide en la crucial tarea de 
descolonizar los conocimientos que han predominado en la mentalidad occiden-
tal. Para el autor, esta descolonización implica valorar la profundidad de las 
epistemologías no occidentales, especialmente aquellas de pueblos indígenas y 
campesinos de América Latina. Escobar (2005b) entrelaza de manera simbiótica 
con la ética terrestre de Leopold: mientras Leopold subraya nuestra pertenencia 
a una comunidad global, Escobar desafía a comprender dicha pertenencia desde 
múltiples culturas y tradiciones. A su vez, la visión del buen vivir de Acosta (2016), 
amalgama este diálogo, proponiendo una coexistencia centrada en el equilibrio 
entre la naturaleza y la sociedad.

Dussel (1998; s.f.), a través de su ética de la liberación, aporta una dimensión 
crítica a este mosaico de perspectivas. No solo valoriza las epistemologías no 
occidentales, sino que examina las estructuras de poder que históricamente han 
marginado comunidades vulnerables, incitando a una renovación profunda de 
dichas estructuras.
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La síntesis de las visiones de Leopold, Acosta, Escobar y Dussel propone una con-
cepción integradora para las administraciones públicas: unas administraciones 
que abracen la diversidad de saberes, que prioricen todas las formas de vida, y 
que cuestionen y transformen estructuras de poder opresoras para establecer 
relaciones justas y en sintonía con la naturaleza y la humanidad.

En suma, las intersecciones teóricas entre estos pensadores dibujan una adminis-
tración pública no simplemente como gestora, sino como agente transformador 
en pro de un mundo donde toda vida es respetada, valorada y protegida. Esta 
es una propuesta que trasciende la simple administración: insta a moldear una 
realidad donde ética, justicia, respeto y armonía sean pilares de actuación y, más 
aún, de existencia.

Hacia una bioadministración en 
Colombia: reforma y reconexión con los 
saberes tradicionales y modernos en la 
administración pública

En el contexto del siglo XXI, marcado por desafíos globales como el cam-
bio climático, la desigualdad y las crisis ecológicas, emerge la necesidad 
de una transformación profunda en la administración pública colombia-
na. Más allá de simples ajustes estructurales, es esencial replantear las 

bases, inspiraciones y objetivos de la gestión estatal. El mosaico biocultural co-
lombiano, repleto de biodiversidad y riqueza ancestral, ofrece una oportunidad 
inigualable para innovar y liderar en este ámbito, adoptando un enfoque de bioad-
ministración. Esta perspectiva propone mirar a la naturaleza no como un recurso 
a explotar, sino como un “maestro” a seguir, aprendiendo de sus ritmos, ciclos y 
equilibrios. Contrario a los modelos lineales y reduccionistas que fragmentan la 
realidad, la bioadministración se inspira en principios sistémicos e interconecta-
dos. Las propuestas teóricas de Bertalanffy (1968) y Morin (2009; Morin & Ruíz, 
2005) enfatizan en la complejidad e interdependencia de todos los sistemas, sean 
estos naturales o humanos. No obstante, lo que verdaderamente distingue y en-
riquece esta propuesta para Colombia es su profunda conexión con los saberes 
ancestrales del país. Las comunidades indígenas y campesinas han mantenido 
a través de generaciones una relación armónica y respetuosa con la naturaleza, 
con base en el entendimiento profundo de sus ritmos y ciclos. Escobar (1996) ha 
destacado la relevancia y profundidad de estas epistemologías tradicionales, 
que, lejos de ser obsoletas, representan herramientas esenciales para abordar 
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los desafíos contemporáneos. Por ello, cualquier reforma en la administración 
pública colombiana debe priorizar el diálogo y la integración de estos saberes 
tradicionales. Esto implica ir más allá de consultas formales, promoviendo una 
auténtica co-creación. Metodologías como la investigación-acción participativa, 
propuesta por Orlando Fals Borda (1986), se presentan como instrumentos clave 
para este proceso porque favorecen la participación activa y el reconocimiento 
de los saberes locales. Adicionalmente, la filosofía del “buen vivir”, emergente 
en América Latina gracias a pensadores como Gudynas (2011) y Acosta (2014), 
se alinea con este espíritu de bioadministración porque cuestiona paradigmas 
tradicionales de desarrollo, centrados en el crecimiento económico, y promue-
ve una visión en la que la vida en armonía con la naturaleza y la equidad social 
ocupan un lugar central.

La propuesta de reforma se fundamenta en pilares 
esenciales como: adoptar una perspectiva holística 
que entienda las repercusiones sistémicas de cada 
decisión (interconexión e interdependencia); integrar 
una visión de coexistencia y equilibrio con el entorno 
natural (armonía con la naturaleza); fomentar una 
participación activa y real de las comunidades en de-
cisiones (participación y cocreación); garantizar una 
administración adaptable y resiliente ante desafíos 
(adaptabilidad y resiliencia); promover la gestión coo-
perativa de recursos enfocada en el bien común (coo-
peración y gestión comunitaria); considerar el bien-
estar de las futuras generaciones al decidir (visión a 
largo plazo y responsabilidad intergeneracional); y 
valorar e integrar los conocimientos tradicionales en 
los procesos decisorios (reconocimiento y valoriza-
ción de saberes locales).

En resumen, Colombia se encuentra en un punto de inflexión donde puede liderar 
una transformación en su administración pública, basada en la bioadministra-
ción. Esta no es solo una respuesta teórica, sino una solución ética y práctica a 
los desafíos del presente que reafirma el valor y la sabiduría que reside en el 
corazón del país. En síntesis, esta propuesta de reforma busca que la adminis-
tración pública colombiana se transforme en una entidad que no solo gestiona, 
sino que lidera el camino hacia un futuro sostenible y equitativo. A través de la 
bioadministración, se aspira a una gestión que respete y valore todas las formas 
de vida, y que actúa como motor de un desarrollo armónico, justo y en equilibrio 
con la naturaleza.
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Reorganización del Departamento 
Administrativo de la Función 
Pública: integrando principios de 
bioadministración para una gestión 
pública transformadora

El Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP) ocupa una 
posición central en la estructura de la administración pública en Colom-
bia, pues es la entidad encargada de definir las políticas y estándares 
para el buen funcionamiento del Estado. En un mundo que enfrenta retos 

como el cambio climático y la desigualdad, el DAFP tiene tanto la responsabilidad 
como la oportunidad de liderar una transformación hacia la bioadministración 
en el país.

Para materializar esta transformación, es esencial reorganizar el Departamento 
Administrativo de la Función Pública para permitir la plena incorporación de los 
principios de la bioadministración. Esta reestructuración debe promover:

•	 Una cultura organizativa que entienda y valore la interconexión 
e interdependencia. 

•	 La creación de equipos interdisciplinarios que aborden problemáticas desde 
una óptica holística se vuelve fundamental, así como el establecimiento de un 
sistema holístico de monitoreo y evaluación que considere las interacciones 
y repercusiones de políticas en diferentes ámbitos.

•	 La formación y la capacitación en bioadministración de las y los servidores 
público.. A través de programas que integren saberes ancestrales y enfoques 
ecológicos, se reforzará el vínculo entre administración y medio ambiente.

•	 La participación y cocreación con comunidades y actores locales 
debe ser una prioridad. 

•	 La implementación de plataformas participativas, tanto digitales como presen-
ciales, facilitará la integración activa de ciudadanos en la toma de decisiones.

•	 Un DAFP adaptable, preparado para responder ágilmente a los desafíos cam-
biantes y las crisis. Para ello, se deben diseñar protocolos de respuesta rápida 
y la promover de la cooperación y la gestión comunitaria serán esenciales 
para una administración resiliente. Inspirados en investigaciones como las de 
Ostrom (2009 y 2015), se debe incentivar proyectos que fomenten la gestión 
comunitaria de recursos, priorizando el bien común.
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Mirar hacia el futuro implica que el DAFP adopte una visión a largo plazo, toman-
do decisiones que no solo atiendan las necesidades actuales, sino que también 
garanticen el bienestar de las futuras generaciones de colombianos. Esta visión 
debe ir acompañada por el reconocimiento y la valorización de los saberes locales, 
asegurando que el vasto conocimiento ancestral del país informe y enriquezca 
las políticas y decisiones del Departamento.

En últimas, el camino hacia una bioadministración en Colombia implica un com-
promiso firme y sostenido. La reorganización propuesta para el Departamento 
Administrativo de la Función Pública garantizará no solo unas administraciones 
públicas más sostenibles y equitativas, sino también administraciones que res-
peten, valoren y promuevan todas las formas de vida, actuando como motor de 
un desarrollo armónico, justo y en equilibrio con la naturaleza.

Conclusiones
En el actual panorama, donde desafíos globales y locales se intensifican, la con-
fluencia de la naturaleza con la administración pública adquiere una relevancia 
sin parangón. En este trabajo se ha puesto de relieve la urgente necesidad de 
orientarse hacia modelos que integren la sabiduría arraigada en sistemas natu-
rales y en conocimientos tradicionales, con el propósito de enfrentar los actuales 
desafíos administrativos y sociales.

La bioadministración surge como un paradigma que va más allá de la mera ad-
ministración de recursos, planteando una redefinición radical de nuestra percep-
ción y práctica de la administración pública. Las enseñanzas de la naturaleza en 
términos de interconexión, adaptabilidad y resiliencia son esenciales para una 
gestión pública orientada hacia la sostenibilidad y la equidad.

Incorporar conocimientos ancestrales y tradicionales no solo aporta riqueza a la 
visión administrativa, sino que también salda una deuda histórica y otorgan el 
reconocimiento a epistemologías que han sido desplazadas. Esta consideración, 
más que un gesto simbólico, tiene el potencial de transformar los paradigmas de 
desarrollo dominantes, al presentar alternativas concretas.

La ética no debe ser una mera añadidura en la administración pública, sino el 
pilar fundamental en el que se fundamentan y despliegan políticas. En conjunto 
con conceptos como el “buen vivir”, los principios de justicia, equidad y cuidado 
configuran un marco ético sólido que satisface las exigencias de una sociedad 
en evolución.
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Al analizar el caso particular de Colombia y la reestructuración del Departa-
mento Administrativo de la Función Pública, se establece cómo la teoría y la 
acción pueden encontrarse en un punto común efectivo. Adoptar un enfoque de 
bioadministración en organismos centrales puede ser el punto de partida para 
una transformación en la administración pública, sentando un precedente para 
contextos tanto nacionales como internacionales.

En resumen, este artículo enfatiza la necesidad imperativa y la factibilidad de re-
novar las administraciones públicas, adoptando una visión que respete y valorice 
tanto a la naturaleza como a los conocimientos ancestrales. La bioadministración, 
más allá de ser una teoría, emerge como una herramienta vital para esculpir un 
porvenir más justo, sostenible y equilibrado.
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Introducción 

La planeación surgió en el siglo XIX como una herramienta técnica para 
identificar la mejor manera de utilizar los recursos escasos con el fin de 
alcanzar objetivos establecidos. Fue empleada inicialmente por las em-
presas privadas y, con el paso del tiempo, fue adoptada progresivamente 

por la administración pública como una alternativa eficiente para satisfacer las 
necesidades de la ciudadanía, construyendo un vínculo que ha llevado a conside-
rar a la planeación uno de los instrumentos determinantes para causar impactos 
profundos en la sociedad

Colombia no ha sido ajena a este vínculo, lo cual se 
ha reflejado en la evolución de la planeación nacio-
nal, por casi ocho décadas, a partir de la creación 
de un marco institucional y normativo sólido, que ha 
contribuido a la mejora de la práctica administrativa 
a través de las funciones del Estado, como regulador 
y promotor del desarrollo económico, social, físico y 
ambiental (Acevedo, 2009). Hoy, el Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) se constituye en el principal instru-
mento de planeación en el país, en el que se definen 
las metas de corto, mediano y largo plazo, así como 
los medios para alcanzarlos. 

El actual PND 2022-2026 “Colombia, potencia mundial 
de la vida”​ es una apuesta ambiciosa para convertir 
al país en un líder de la lucha mundial por la vida, la 

humanidad y la naturaleza. El Plan fue construido de la mano con la ciudadanía a 
través de los Diálogos Regionales Vinculantes, espacios que permitieron no solo 
identificar y priorizar problemáticas, sino también que la sociedad civil presentara 
propuestas de cambio, cumpliendo así el mandato del presidente Gustavo Petro 
Urrego: “el pueblo debe y puede planificar”.

El presente artículo tiene como propósito mostrar la relación existente entre la 
planeación nacional y la administración pública, y cómo, a través de la construc-
ción de un Plan Nacional de Desarrollo entre el Estado y la ciudadanía, se puede 
generar un pacto social que busque superar las injusticias y exclusiones históricas 
a través de acciones para el fortalecimiento institucional y, por tanto, impulsen 
su cumplimiento. En este sentido, el artículo se divide en cuatro secciones: la 
primera, titulada “Planeación: concepto y su articulación con la administración 
pública” presenta el concepto de la planeación y su transición de la esfera pri-
vada a la pública. La segunda, “Evolución de la planeación pública en Colombia”, 
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expone un breve recuento histórico de la génesis de la planificación en el país y los 
principales cambios que ha tenido después de la Constitución Política de 1991. La 
tercera, “Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, potencia mundial de 
la vida”: el Plan de la gente”, muestra el proceso de construcción del plan con un 
enfoque participativo, a través de la implementación de la metodología Diálogos 
Regionales Vinculantes. Finalmente, la cuarta sección, “Fortalecimiento institucio-
nal: motor para el cambio” presenta las principales apuestas consignadas en las 
bases del plan de desarrollo encaminadas al fortalecimiento institucional como 
elemento esencial para recuperar la confianza de la ciudadanía. 

Planeación: el concepto y su articulación 
con la administración pública

La planeación (o planificación) tiene sus orígenes y desarrollo en tres gran-
des áreas del conocimiento: la filosofía, la sociología y la economía. Esto 
resulta relevante porque los debates que dieron paso al concepto de pla-
neación se centraron precisamente sobre la influencia de la razón cientí-

fica en las acciones humanas y sus consecuencias, en donde se hacía necesaria 
la existencia de una herramienta técnica que permitiera manejar un enfoque de 
prevención, a partir de la anticipación, con el fin de alcanzar un futuro o meta 
deseable (Canal, 2020). Henri de Saint-Simon, filósofo francés del XIX, es con-
siderado el padre de la planificación científica. Su pensamiento se basaba en 
observar a la sociedad como la anatomía de un cuerpo, en donde los científicos 
podían predecir las acciones humanas y, a partir de esto, gestionar planes que 
permitiesen el progreso de la sociedad, con base en la identificación de necesi-
dades sociales que facilitaran la inclusión de la planificación como herramienta 
para alcanzar su satisfacción (Friedmann, 1987).

Bajo este panorama, y el relacionamiento existente entre planificación y la razón 
humana, la optimización entre los medios y los fines constituyen elementos cen-
trales de la planeación como herramienta técnica. La planeación permite identifi-
car los recursos disponibles para alcanzar un determinado futuro deseable. Jus-
tamente, la planeación se empezó a concebir como un conjunto de herramientas 
que permita tomar decisiones de manera anticipada para evitar efectos, impactos 
y posibles problemas (Mintzberg, Lampel, & Ahlstrand, 2003). 

Si bien la planeación, puede aplicarse a áreas del conocimiento, con la evolución 
de la sociedad moderna, la planificación resaltó como herramienta técnica dentro 
de las organizaciones privadas para promover su gestión. Desde la academia, y 
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propiamente en diferentes universidades de los Estados Unidos (sobre todo Har-
vard y Princeton), se empezó a diseñar una agenda que posicionó a la planificación 
como una herramienta de rigor científico, para dar solución a la dicotomía entre 
los objetivos que las organizaciones se fijaban y los medios con los que contaban 
para efectivamente alcanzarlos (Rah, 2007) . Ese posicionamiento de la planifica-
ción permitió su inclusión en otras esferas diferentes a la privada.

Se empezó a dar una transición de sus diferentes elementos a la esfera pública al 
identificar problemas y características similares entre organizaciones públicas y 
privadas, en la que se identificaron problemas comunes que posibilitaban adop-
tar modelos de gestión que pertenecían al mundo empresarial y que permitían 
dirigir, coordinar y controlar el desarrollo e implementación de la administración 
pública (Barzelay, 2001). Teniendo en cuenta este contexto y bajo la configuración 
del Estado social de derecho, hubo un crecimiento exponencial en relación con 
la apropiación de la planificación como un instrumento que fortalecía la función 
administrativa. Esto, con el fin de dirigir su actividad a la satisfacción del interés 
general, a través de la provisión de los bienes y servicios a la sociedad, priori-
zando problemas públicos a resolver a través de la gestión desarrollada por la 
acción estatal. (Máttar & Cuervo, 2017).

En el marco de la implementación de la planificación como instrumento que usa 
activamente la administración pública, recientemente se suele vincular con el 
concepto de gobierno abierto, entendido este, según la OCDE, como “una cultura 
de gobernanza que promueve la democracia y el crecimiento inclusivo”, con base 
en prácticas y políticas públicas que se sustentan en los principios de transpa-
rencia, rendición de cuentas y participación (Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos, 2016). Esta relación es importante dado que dichos 
principios desempeñan un papel determinante en los procesos de planeación 
pública. Precisamente, esta importancia se da porque permite promover escena-
rios de participación que ubica a la ciudadanía como protagonista del proceso de 
planeación, favoreciendo una relación Estado–ciudadano más horizontal, a partir 
del desarrollo de los principios de la gobernanza colaborativa1. 

Otro concepto que relaciona la planificación y la administración pública es la buena 
administración, dado que permite identificar y visibilizar el deber que tiene el poder 

1	 El concepto de gobernanza colaborativa es definido como un acuerdo de gobierno entre una o mas entidades de carácter 
público involucran a diferentes partes interesadas que no hacen parte del ámbito estatal, como ciudadanía en general o 
sociedad civil organizada, con el fin de que hagan parte de un proceso de toma decisiones bajo los principios del consenso 
y la deliberación con el fin de implementar políticas públicas o administrar programas que brinden soluciones a problemas 
públicos identificados. ​(Ansell & Gash, 2008)​.
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ejecutivo de “servir objetivamente a la ciudadanía”, con un compromiso irrestricto 
en alcanzar el interés general de toda la sociedad. (Rodríguez-Arana, 2013). 

Precisamente, a partir de la articulación entre administración pública y planifi-
cación, se busca alejar el desarrollo de la gestión de un modelo tradicional, que 
se caracteriza por la rigidez de los procedimientos, para dar paso a una gestión 
pública estratégica (Arellano Gault, 2004). Lo anterior, se materializa en una 
gestión que permita ser más reactiva a los problemas públicos, donde las y los 
tomadores de decisión se puedan anticipar a escenarios futuros, haciendo uso 
de estrategias y herramientas de planeación prospectiva. 

Si la administración pública dirige su actividad a la satisfacción del interés ge-
neral en un escenario de planificación, la actuación administrativa debe ir mucho 
más allá del cumplimiento de unos objetivos trazados, porque justamente lo que 
se busca con su accionar es producir un impacto en la sociedad (Canal, 2020). Es 
decir que, mediante el uso de la planificación como instrumento orientador en la 
administración pública, se pueden modificar realidades económicas, sociales y 
culturales que tengan un impacto en las condiciones de vida de los ciudadanos, 
a partir de la actuación administrativa de las entidades públicas. 

Dado que las entidades son las responsables de implementar las acciones defi-
nidas en la planeación, los resultados dependerán en gran medida de sus capa-
cidades para desarrollar dichas tareas (Sánchez-Albavera, 2003). Por lo tanto, el 
fortalecimiento institucional es un elemento clave para responder a los desafíos 
de la planeación, ya que potencia la capacidad del Estado para resolver proble-
mas públicos en un marco de efectividad política y administrativa (Departamento 
Nacional de Planeación , 2019). Consciente de este papel del fortalecimiento ins-
titucional, más adelante se expondrá cómo, el PND 2022-2026 incluye acciones 
para mejorar las capacidades de las entidades públicas. 

A continuación, se presenta una breve sinopsis de la evolución de la planeación 
en Colombia y cómo este instrumento articulador ha perseguido el cumplimiento 
de los fines del Estado. 
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La evolución de la planeación 
en Colombia 

Los primeros avances de la planeación con un enfoque nacional se remon-
tan a 1945 con la expedición del Acto Legislativo No. 1. Esta norma le 
atribuyó al Congreso hacer leyes que fijaran los planes y programas para 
el fomento de la economía nacional (Acto Legislativo No. 1 de 1945, art. 7). 

Para 1948, el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) envió una 
misión, liderada por Lauchlin Currie, para identificar las necesidades prioritarias 
en el país y definir una estrategia para elevar el nivel de vida de los colombia-
nos, a partir de la mejora de la productividad en diversos sectores (Currie, 1951). 
Resultado de esta misión fue el informe Bases de un programa de Fomento para 
Colombia, que se considera el primer documento que incluyó recomendaciones 
para mejorar el desempeño de los diferentes sectores de la economía, a partir de 
un diagnóstico “integral” de estos ( (Mejia, Oviedo, Reina, & Rivera, 2020).

Casi una década después de publicado este informe, la Ley 19 de 1958 creó el 
Departamento Administrativo de Planeación y Servicios Técnicos (hoy en día 
Departamento Nacional de Planeación -DNP). Sus funciones se encaminaban a 
recopilar, y analizar el resultado de las investigaciones y estudios económicos 
para la formulación de la política nacional, la elaborar de los planes de desarrollo 
económico y determinar las técnicas para la formación y reajuste del plan general 
de desarrollo económico, entre otras. 

El primer plan oficial de desarrollo del país fue el Plan General de Desarrollo 
Económico y Social (1961-1970) o Plan Decenal, que se elaboró durante la admi-
nistración de Alberto Lleras Camargo. Este plan fue la respuesta a uno de los 
requerimientos de financiamiento de la Alianza para el Progreso2 y tenía por 
objetivo mejorar el crecimiento de los diferentes sectores de la economía, así 
como la solución de los problemas sociales de la población (Mejia, Oviedo, Reina, 
& Rivera, 2020). 

Años más tarde, con la expedición del Acto Legislativo 01 de 1968, el Plan Nacio-
nal de Desarrollo Económico y Social fue incluido en el articulado de la Constitu-
ción Política de 1886 (Acevedo Vélez, 2009). No obstante, su reglamentación solo 

2	 La Alianza para el Progreso, en palabras de Rojas (2010) “fue un programa de ayuda externa propuesto por Estados Unidos 
para América Latina, con el fin de crear condiciones para el desarrollo y la estabilidad política en el continente durante los 
años sesenta. Igualmente, buscaba dar apoyo financiero y técnico a los países de América Latina para mejorar el crecimiento 
económico de la región” (p. 92).
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se llevó a cabo en 1981 a través de la Ley 38. Esta ley definió las partes esenciales 
de la estructura del Plan, su proceso de elaboración y aprobación, y su conexión 
con el presupuesto nacional y los organismos de planeación. Posteriormente, 
con la Constitución Política de 1991 y la Ley 152 de 1994, por la cual se establece 
la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, se retomaron varias de las disposiciones 
de las normas previas, formando la base de la normativa actual que rige el PND.

En la actualidad, el PND está reglamentado por esta la Ley Orgánica del Plan 
de Desarrollo, que define sus componentes y los procedimientos para su elabo-
ración, aprobación, ejecución y evaluación. Dicho proceso incluye, entre otros, el 
rol de coordinación del DNP, la participación de diferentes entidades y los pro-
cedimientos de participación ciudadana para su discusión. Una vez se surte todo 
el proceso de formulación, el PND se presenta al Congreso para su aprobación, 
que tiene un plazo máximo de tres meses, según la misma norma.

La evolución de la planeación en Colombia ha per-
mitido institucionalizar los Planes Nacionales de 
Desarrollo en leyes de la República, en cuyo proce-
so de formulación se han incluido progresivamente 
criterios de transparencia y participación ciudadana, 
que responden a la necesidad que la ciudadanía sea 
un actor principal y sujeto incidente en este proceso 
(Canal, 2020). La materialización de dicha inclusión 
se expresó, por ejemplo, en la construcción del PND 
2022-2026, ya que sus contenidos partieron del de-
sarrollo de espacios de participación abiertos a toda 
la ciudadanía para la identificación de problemáticas 
y propuestas de solución.

Como se pudo observar, la planeación nacional en el 
país ha pasado por varias etapas, partiendo de un 
enfoque meramente normativo e indicativo, hasta un 
enfoque situacional y estratégico, que involucra variables políticas y sociales en 
las que las relaciones sociales entre el Estado y la ciudadanía son el eje central 
(Martínez, 2013). El diálogo directo entre estos actores se constituye como un 
elemento fundamental para generar valor público dentro de los procesos de 
planificación. Precisamente este enfoque, es el que se desarrolla a continuación 
con el actual plan de desarrollo del país. 
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Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 
“Colombia, potencia mundial de la vida”: 
el Plan de la gente 

Con la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo 2022 -2026 “Colombia 
potencia mundial de la vida”, el 5 de mayo de 2023 por parte del Con-
greso de la República, concluyó un proceso complejo y enriquecedor 
que concretó no solo las ideas contenidas en el Plan de Gobierno del 

presidente Gustavo Petro Urrego, sino también los aportes realizados por la 
ciudadanía a lo largo y ancho del país. La inclusión de las voces de la población 
colombiana se promovió a través de los Diálogos Regionales Vinculantes (DRV), 
entendidos como espacios “donde todos los colombianos estaban invitados a 
participar en un diálogo diverso, amplio y multicolor” (Departamento Nacional 
de Planeación, 2022), para el diseño y planificación del futuro del país en los 
próximos años, fortaleciendo así la democracia participativa.

El DNP lideró durante 3 meses (septiembre a diciembre de 2022) 51 DRV, que 
contaron con la participación de más de 250.000 personas y reunieron más de 
87.000 propuestas que identificaron necesidades y se priorizaron acciones para el 
cambio desde las realidades de la ciudadanía. Esto fue posible gracias a un gran 
esfuerzo institucional, que requirió un trabajo articulado con los 18 ministerios 
del Gobierno nacional, para la instalación de amplios espacios de diálogo en 51 
subregiones del país. El desarrollo de estos espacios participativos fue un gran 
reto para las instituciones, ya que su ejecución demandó, además de largas jor-
nadas de trabajo, la planificación de entornos que garantizaran la participación 
pacífica y democrática de un alto número de personas, agremiaciones y diversas 
expresiones asociativas de la sociedad civil. Esta actividad permitió la recolección 
de insumos a través del “kit arma tu diálogo” y el “formulario de sistematización”, 
herramientas desarrolladas por el DNP para facilitar la comprensión y desarrollo 
de la metodología, así como para simplificar la recolección de la información. Una 
vez se recolectó la información, se adelantó un ejercicio de analítica de datos que 
facilitó su estudio y posterior inclusión en el PND.

Es así como el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, potencia mun-
dial de la vida”, parte de la idea de recuperar la visión de largo plazo y reducir la 
sectorialización que dificulta la formulación de políticas públicas integrales, con el 
fin de construir un nuevo contrato social que propicie la superación de injusticias 
y exclusiones históricas, la no repetición del conflicto, el cambio de la forma de 
relacionarnos con el ambiente, y una transformación productiva sustentada en 
el conocimiento y en armonía con la naturaleza.
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Consecuencia de lo anterior y del ejercicio participativo de los DRV, en el PND 
2022-2026 se definieron y desarrollaron 5 transformaciones (Ley 2294, 2023, art. 
3) que buscan la promoción de un desarrollo económico, social y ambiental. Estas 
transformaciones son: 

•	 Ordenamiento del territorio alrededor del agua y justicia ambiental. Busca 
un cambio en la planificación del ordenamiento y del desarrollo del territo-
rio, donde la protección de los determinantes ambientales y de las áreas de 
especial interés sean objetivos centrales que, desde un enfoque funcional, 
orienten procesos de planificación territorial participativos. 

•	 Seguridad humana y justicia social. Define un conjunto de habilitadores es-
tructurales que brindan las condiciones para la superación de las privaciones 
y la expansión de las capacidades en medio de la diversidad y la pluralidad.

•	 Derecho humano a la alimentación. Busca que las personas puedan acceder 
a una alimentación adecuada y saludable, que reconozca las dietas y gastro-
nomías locales y permitiéndole a la ciudadanía tener una vida activa y sana. 
Lo anterior, se basa en el desarrollo de tres pilares fundamentales: disponi-
bilidad, acceso y adecuación de alimentos. 

•	 Transformación productiva, internacionalización y acción climática. Apunta 
a diversificar las actividades productivas, que aprovechen la biodiversidad y 
profundicen en el uso de energías limpias, que sean intensivas en conocimien-
to e innovación, que aporten a la construcción de resiliencia ante los choques 
climáticos y respeten y garanticen los derechos humanos. 

•	 Convergencia regional. Su finalidad es reducir de las brechas sociales y eco-
nómicas entre hogares y regiones en el país al garantizar un acceso adecuado 
a oportunidades, bienes y servicios. Asimismo, busca transformar las institu-
ciones y la gestión de lo público para dar respuesta eficiente a las necesidades 
de la ciudadanía y así recuperar la confianza de la ciudadanía y fortalecer el 
vínculo Estado-ciudadanía. 

Teniendo una imagen panorámica del actual PND, se puede evidenciar que su 
enfoque estratégico, además de incluir elementos de buena administración y 
gobierno abierto, traza metas claras buscando transformaciones sociales y am-
bientales profundas que permitan superar desigualdad en el país. Asimismo, el 
desarrollo de los DRV representa un cambio en la planeación del país, al adop-
tar el componente participativo como eje central para su construcción, donde 
la ciudadanía es quien identifica y prioriza los problemas públicos, y asimismo 
propone soluciones.

Territorio y Administraciones Públicas

155

Bio administración pública / DAFP



Sin embargo, las entidades públicas del orden nacional y territorial son las res-
ponsables de ejecutar las acciones necesarias para alcanzar las metas definidas 
por el plan y la eficiencia con que estas entidades lleven a cabo estas tareas 
depende de las condiciones de las capacidades institucionales con las que cuen-
tan., está supeditada a las condiciones de las capacidades institucionales con las 
que cuentan. En esta línea, Rosas (2008) resalta la necesidad de fortalecer a las 
instituciones parte del hecho de reconocer que: 

Sin embargo, las entidades públicas del orden nacional y territorial son las res-
ponsables de ejecutar las acciones necesarias para alcanzar las metas definidas 
por el plan y la eficiencia con que estas entidades lleven a cabo estas tareas 
depende de las condiciones de las capacidades institucionales con las que cuen-
tan. En esta línea, Rosas Huerta (2008) resalta la necesidad de fortalecer a las 
instituciones parte de reconocer que: 

[…] ni los mercados ni las democracias pueden funcionar bien a menos que 
los gobiernos sean capaces de diseñar y poner en marcha políticas públicas 
apropiadas, administrar los recursos equitativamente, con más transparencia 
y eficiencia, y responder efectivamente a las demandas ciudadanas para el 
bienestar social.

Conscientes del papel de la gestión pública en el desarrollo de lo definido en el PND 
y de las brechas existentes entre la nación y el territorio y entre territorios, el PND 
cuenta con un apartado dirigido específicamente al fortalecimiento institucional.

Fortalecimiento institucional: 
motor del cambio 

Como se mencionó en la primera sección, el fortalecimiento institucional es 
importante para la planeación nacional ya que potencia la capacidad del 
Estado para resolver los problemas públicos. Así las cosas, es necesario 
transformar las instituciones y la gestión de lo público mediante reformas 

a su estructura y quehacer para que estas puedan responder a los desafíos del 
desarrollo y promover una planeación pública efectiva en busca de la reducción de 
brechas sociales y económicas entre hogares y regiones (ILPES, 2018). 

Una de las transformaciones que forma parte del PND es la de convergencia re-
gional, que además de abordar la productividad, competitividad e innovación en 
los territorios, también busca fortalecer la capacidad institucional de las entida-
des públicas. Ésta, parte del reconocimiento del hecho que, para poder alcanzar 
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las apuestas definidas para reducir las brechas sociales y económicas entre ho-
gares y regiones en el país, es necesaria la transformación de las instituciones y 
de la gestión de lo público. Entre los objetivos trazados, se encuentran avanzar 
en transparencia, digitalización, capacidad de desarrollo inclusivo, así como me-
jorar la confianza de la ciudadanía en las instituciones a través de la respuesta 
eficiente a sus necesidades y expectativas. 

Con el fin de cumplir con estos objetivos, teniendo en cuenta los principios de 
Gobierno Abierto y Buena Administración, en el documento de las bases del 
PND 2022-2026 (Departamento Nacional de Planeación, 2023) se definieron los 
siguientes componentes para su desarrollo:

1.	 Lucha contra la corrupción en las entidades 
públicas nacionales y territoriales: busca ga-
rantizar el cumplimiento del marco normativo a 
partir del trabajo articulado de las instituciones 
públicas y la ciudadanía; ejecutar acciones para 
el seguimiento y evaluación de la contratación y 
compra pública para identificar riesgos de corrup-
ción, anomalías y malas prácticas en la gestión de 
la contratación; e impulsar la coordinación inte-
rinstitucional tanto en lo preventivo, como en el 
control, investigación y sanción de casos de co-
rrupción en los territorios.

2.	 Entidades públicas territoriales y nacionales 
fortalecidas: este componente está orientado a 
definir una estrategia integral, compuesta por ac-
ciones dirigidas al mejoramiento de los servicios 
de acompañamiento, asesoría y asistencia técnica 
territorial; incorporar la prospectiva y estudios de 
futuros en la planeación estratégica de las en-
tidades, el desarrollo de las competencias de servidores y colaboradores 
públicos, entre otras; esto para mejorar la eficiencia institucional y generar 
valor público en el marco de un Estado abierto, con énfasis en los territorios.

3.	 Calidad efectividad, transparencia y coherencia de las normas: tiene como 
propósito promulgar una nueva política de mejora regulatoria que permita 
responder a las recomendaciones post-acceso de la OCDE e implementar las 
buenas prácticas regulatorias, para garantizar la emisión de normas partici-
pativas y basadas en evidencia.

4.	 Gobierno digital para la gente: se orienta a fortalecer el gobierno digital 
en el país, con base en la aceleración de la digitalización de trámites y la 
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masificación de servicios ciudadanos digitales; tener en cuenta los desafíos y 
oportunidades de la evolución tecnológica, social e institucional de la identi-
dad digital; e impulsar la modernización de las entidades a través de incenti-
vos para el uso de datos, la adopción de herramientas y tecnologías digitales, 
así como la implementación de la compra pública innovadora. 

5.	 Capacidades y articulación para la gestión territorial: apunta a promover la 
colaboración entre territorios, entidades y actores para generar y fortalecer 
capacidades, a partir de los conocimientos y buenas prácticas, con énfasis en 
la gestión e implementación de proyectos.

6.	 Eficiencia institucional para el cumplimiento de los acuerdos realizados con 
las comunidades: tiene como fin generar un marco institucional eficiente que 
permita generar capacidades y orientar, coordinar y armonizar los planes, 
programas y proyectos estratégicos destinados a dar cumplimiento y conti-
nuidad a los acuerdos realizados con las comunidades en los territorios más 
afectados por las dinámicas del conflicto.

Las acciones y estrategias contempladas a lo largo de estos 6 componentes se 
definieron, no solo a partir de un diagnóstico de la situación de las entidades pú-
blicas del orden nacional y territorial, sino también de la información entregada 
por la población en los DVR. Con su materialización, se espera que se conviertan 
en motor del cambio en los territorios, permitiéndole a las instituciones una ges-
tión eficiente y transparente de los recursos, a partir de un marco institucional 
y normativo eficiente y el uso de la prospectiva, la innovación, las tecnologías 
disruptivas y una adecuada articulación territorio-nación. 

Para fortalecer las capacidades institucionales, el Departamento Nacional de 
Planeación ha hecho acompañamientos a entidades del orden nacional y terri-
torial en temáticas como innovación pública y lenguaje claro, con el propósito de 
facilitar el acceso a la información pública; implementar mecanismos y herramien-
tas de mejora regulatoria; y poner en marcha pilotos para la implementación de 
metodologías de prospectiva en el desarrollo de políticas públicas participativas. 
Adicionalmente, adelantó acciones para la formalización del Comité Nacional 
de Innovación Pública, se actualizó el Observatorio de Mejora Normativa y se 
creó la Comunidad de Buenas Prácticas Regulatorias; asimismo, está brindando 
apoyo técnico para la construcción de la Estrategia Nacional de Lucha contra la 
Corrupción y la Estrategia Nacional Digital. 
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Conclusiones

Con base en lo expuesto en el presente artículo, es claro que, dentro 
de un Estado moderno, la administración pública y la planeación se 
interrelacionan, con el fin de lograr una gestión pública estratégica al 
trazar e identificar las acciones necesarias para alcanzar los objetivos 

propuestos a corto, mediano y largo plazo con base a la evidencia. Todo ello bajo 
los principios de transparencia y acceso a la información, que fundamentan la 
confianza ciudadana al evidenciar un actuar objetivo en el deber de satisfacer el 
interés general de la sociedad sobre el particular.

Ahora, de acuerdo con los principios de la gobernanza colaborativa, en donde el 
derecho fundamental a la participación ciudadana es pilar, la implementación de 
herramientas de planeación cuenta con componentes que priman los escenarios 
que convoquen a la ciudadanía a participar y a expresar su experiencia con la ges-
tión de las entidades públicas, su entorno y visión sobre los objetivos deseados. 

Se entienden que son las entidades públicas las llamadas a materializar los ob-
jetivos, al ejecutar las acciones trazadas dentro del proceso de planeación, es de 
resaltar la importancia de su fortalecimiento, a través de acciones y estrategias 
que amplíen su capacidad, como el uso de herramientas tecnológicas, imple-
mentación de buenas prácticas en la expedición normativa y en la planeación 
institucional, lucha contra la corrupción, etc. De igual manera, siendo la sociedad 
y la ciudadanía el cliente único del Estado, y es a esta a quien se debe el fortale-
cimiento de la confianza ciudadana en la institucionalidad es determinante para 
la cohesión social y el crecimiento inclusivo de mayor bienestar (CEPAL, 2018).

Con base en lo anterior, los DVR y el PND, en nuestro país, son un claro ejemplo 
de la planeación de un Estado participativo, al ser herramientas que permiten 
la proyección prospectiva de acciones para su organización y direccionamiento 
de gobierno, contemplando todas las instancias y niveles dentro de la adminis-
tración pública, para la atención efectiva de las necesidades de la ciudadanía. 
Así, algunos de los grandes retos que tiene el país son el cierre total de brechas 
sociales, el desempleo y la superación de la sensación de inseguridad en todo el 
territorio colombiano. 
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Introducción

Después de más de treinta años de proceso de descentralización en Co-
lombia, cabe realizar análisis de la situación de las administraciones 
públicas a nivel territorial. La descentralización se planteó originalmen-
te con la promesa de empoderar a las regiones, agilizar la toma de de-

cisiones, fomentar un desarrollo equitativo y dar lugar al surgimiento de nuevos 
líderes. Sin embargo, a lo largo de este tiempo, persisten desafíos significativos 
que demandan ajustes estructurales y urgentes a este proceso.

Uno de los problemas más notables es la dispari-
dad en las capacidades y recursos disponibles en 
las diferentes regiones del país. Esto ha llevado a un 
persistente abandono del Estado social de derecho 
en comunidades y territorios urbanos y rurales que 
históricamente han sufrido segregación. Además, al-
gunas entidades territoriales han acabado funcionan-
do más como circunscripciones electorales que como 
espacios diseñados para garantizar la calidad de vida 
y el ejercicio pleno de la democracia. La duplicación 
de funciones y recursos entre los diferentes niveles 
de gobierno para atender las demandas de los ciu-
dadanos también es un problema que persiste. La 
corrupción sigue siendo un desafío que afecta a las 
administraciones públicas a nivel territorial, socavan-
do la confianza de la ciudadanía en sus líderes y en 
las instituciones y dilapidando cuantiosos recursos. 
También se observa una participación ciudadana dé-
bil en el desarrollo local, lo que limita la efectividad 
de la descentralización en la promoción de una de-
mocracia cotidiana que promueva la paz y el respeto 
por la vida en todas sus manifestaciones.

Este artículo tiene como objetivo analizar de manera somera estas realidades con 
el propósito de aportar a la formulación de políticas que fortalezcan la descen-
tralización y fomenten la democracia en el ámbito local, con el fin de promover 
la paz y el respeto por la vida en todas sus formas.
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Aproximación al contexto actual de las 
administraciones territoriales

A lo largo de la historia de Colombia, ha sido una constante el abandono 
de vastos territorios rurales, así como de barrios periféricos y céntri-
cos que han quedado rezagados debido a la expansión urbana. Esta 
negligencia por parte de las elites centralistas y del Estado social de 

derecho ha tenido consecuencias profundas en la sociedad colombiana. De hecho, 
una de las explicaciones fundamentales para la persistencia del conflicto armado 
interno y la existencia de las llamadas “repúblicas independientes” o “fronteras 
invisibles entre sectores urbanos” ha sido precisamente esta falta de presencia 
estatal, que ha permitido el surgimiento y operación de “Estados paralelos” li-
derados por grupos armados ilegales, alimentados por economías ilegales, y con 
sus propias normas e instituciones.

A esta problemática se suma la inadecuada implementación de la descentraliza-
ción, que ha llevado a la “captura del Estado local” por parte de mafias legales e 
ilegales que controlan casi la mitad de los municipios del país. Muchos de estos 
entes territoriales son dirigidos desde hace más de 20 años por clanes familiares 
y grupos de amigos que, respaldados por efímeros partidos políticos y financia-
miento privado, muchas veces de dudosa procedencia y a cambio de posteriores 
“jugosos contratos y favores”, se alternan en el poder mediante prácticas cliente-
listas y compraventa de votos. En otros casos, grupos armados ilegales imponen 
a sus candidatos o intimidan a los votantes para asegurar que las administra-
ciones locales actúen de acuerdo con sus intereses, mientras se benefician del 
presupuesto público y generan riqueza particular a costa de conflictos agrarios 
y ambientales desatendidos por la autoridad en esos territorios.

Esta realidad, aunque matizada en algunos aspectos, tiene consecuencias de-
sastrosas y estructurales para el desarrollo armónico del país. La segregación 
en todas sus formas y la concentración de la riqueza se han agravado, creando 
enormes brechas entre unas pocas personas y regiones acomodadas y vastas 
poblaciones en condiciones de pobreza y atraso, tanto en áreas rurales como 
urbanas. En estos territorios de la segregación, se puede hablar de un “Estado 
local fallido”.

Desde una perspectiva jurídico-política, las administraciones territoriales se ven 
atrapadas en una maraña de regulaciones y trámites excesivos que dificultan su 
funcionamiento eficiente. Además, se les impone una uniformidad regulatoria 
que no toma en cuenta sus diferencias y diversidades. A pesar de la retórica des-
centralista, la asignación de recursos financieros para el desarrollo local sigue 
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siendo centralizada, favoreciendo a las ciudades (por el peso del factor demo-
gráfico en el sistema general del participaciones) en detrimento de las regiones 
más necesitadas. La proliferación de controles y requisitos para la transferencia 
de recursos por parte de las entidades nacionales ha interferido en la autonomía 
de los entes territoriales, sin lograr una mejora significativa en la transparencia 
y eficiencia de la gestión pública. Además, los organismos de control y vigilan-
cia estatales, conocidos como “asustadurías,” a menudo paralizan las acciones 
de las alcaldías y gobernaciones sin lograr prevenir eficazmente la corrupción, 
porque según muchos, se han convertido en otros “peajes”. La falta de un apoyo 
sólido en materia de desarrollo institucional y de gestión pública moderna, así 
como la ausencia de una reforma política territorial actualizada, ha debilitado 
aún más la gobernanza local y ha erosionado la legitimidad de los liderazgos 
locales. Mientras tanto, los programas destinados a fortalecer las capacidades 
de municipios en la “Colombia profunda” han tenido resultados limitados (70 
municipios se han priorizado reiteradamente para su fortalecimiento integral en 
todos los programas nacionales que se han diseñado para estos efectos desde 
1986, es decir, desde el PNR, hasta los actuales PDET), y muchas comunidades 
siguen viviendo en condiciones precarias.

A pesar de estas dificultades, merced a la descentralización, el país ha experi-
mentado avances socioeconómicos generales en comparación con las décadas 
pasadas. Por ejemplo, se ha mejorado la cobertura de servicios públicos, la salud, 
la educación y la infraestructura de transporte. 

Sin embargo, las principales consecuencias de las situaciones descritas incluyen 
la persistencia del conflicto armado, la fragmentación del territorio, la estruc-
turación de estados paralelos, la captura del Estado local por parte de grupos 
criminales, el nepotismo y clientelismo en la política local, y un aumento signifi-
cativo en las desigualdades socioeconómicas entre diferentes regiones del país. 
Esta realidad representa un desafío significativo para Colombia, ya que socava 
la cohesión social, la seguridad y el desarrollo equitativo del país. Abordar estas 
cuestiones requerirá un enfoque integral y un compromiso decidido para superar 
las barreras históricas y estructurales que han perpetuado esta problemática.
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La búsqueda de la gobernanza territorial 
para la paz y la protección de la vida en 
todas sus expresiones

Frente a la situación descrita, el país se encuentra en la necesidad de 
avanzar hacia la creación e implementación de un enfoque de gobernan-
za territorial orientado hacia la paz y la preservación de la vida en todas 
sus manifestaciones. Este nuevo enfoque de gobernanza debe basarse 

en una perspectiva multidimensional y participativa, que aborde con creatividad 
la diversidad que caracteriza a nuestro país y busque una gestión equitativa y 
sostenible de los territorios. Esto implica considerar aspectos sociales, ambien-
tales, económicos y culturales específicos de cada región. Es hora de abordar 
las numerosas deudas y conflictos económicos, sociales, políticos y culturales 
subyacentes a las múltiples formas de violencia.

Este enfoque debe fundamentarse en la colaboración interdependiente y activa 
entre actores gubernamentales, comunidades locales y otros agentes locales 
relevantes, incluyendo a los excombatientes ilegales, la empresa privada y la 
academia, con el objetivo de promover el bienestar integral y establecer una paz 
duradera tanto entre los seres humanos como con la naturaleza. No se trata úni-
camente de una gobernanza eficiente para la toma de decisiones, la planificación, 
la provisión de bienes y servicios.

En este contexto, poner en el centro de la nueva gobernanza territorial para la 
paz, la protección de la vida, implica una transformación profunda en la formula-
ción y ejecución de las políticas públicas. Esto requiere reconocer la interconexión 
entre los seres humanos, los ecosistemas y todas las formas de vida, otorgán-
doles un valor intrínseco. Debemos abordar no solo las causas evidentes de los 
conflictos, sino también las raíces profundas de la desigualdad, la exclusión y 
la degradación ambiental. Esta perspectiva nos inspira a adoptar un enfoque 
participativo en el que las comunidades locales, las voces indígenas, los afroco-
lombianos y los saberes ancestrales desempeñen un papel fundamental en la 
toma de decisiones y la cogestión de las políticas públicas orientadas a resulta-
dos apreciables por las comunidades y no solamente por las frías estadísticas.

Las características de la gobernanza territorial para la paz y la protección de la 
vida en todas sus formas incluyen una nueva concepción de la descentralización, 
caracterizada por la transferencia efectiva de poder para abordar las brechas de 
desigualdad, gestionar las tensiones territoriales y poner en práctica los acuer-
dos de paz, no solo para proveer bienes y servicios. Para lograrlo, es esencial 
involucrar a todos los actores del poder local, a diferentes niveles de gobierno y 
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a la sociedad civil en la toma de decisiones. Deben garantizarse competencias y 
estructuras administrativas diferenciadas, así como recursos dirigidos a abordar 
las históricas, pero aún vigentes demandas de las protestas sociales. El sector 
cultural y educativo debe contribuir a la reconstrucción del paradigma ético de 
la sociedad y fomentar la cohesión social, teniendo en cuenta las realidades e 
historias de cada territorio.

En consecuencia, el territorio, como contexto fundamental, se convertirá en el 
espacio físico y social donde se diseñen, implementen y valoren políticas públicas 
multinivel con la participación de la comunidad y todos los actores de poder, ya 
sean legales-institucionales públicos o privados, incluyendo a aquellos en proceso 
de reintegración, con el fin de construir la paz y dignificar la vida. 

Con un proceso de descentralización renovado, los territorios dejarán de ser me-
ras circunscripciones electorales para convertirse en espacios diversos e inter-
conectados dedicados a la protección de la vida y la biodiversidad. 

De esta forma, las comunidades locales colaborarán en el diseño y la ejecución 
de estrategias adecuadas a sus historias culturales, necesidades geográficas y 
bióticas, empoderando a las poblaciones locales y promoviendo la cooperación 
entre saberes tradicionales y científicos, respetando la sostenibilidad ecológica. 
En este contexto, la comunidad se convertirá en la fuerza motriz, creando solucio-
nes holísticas que promuevan el bienestar humano y el de los seres no humanos. 
También fomentará la interacción entre la diversidad de territorios y una relación 
más enriquecedora entre las ciudades y sus entornos geográficos.

Para lograr estos objetivos, será necesario reconsiderar el papel de las autorida-
des locales, la estructura de gobierno de las ciudades, reformar los organismos 
de control y vigilancia, y fortalecer los mecanismos de participación ciudadana. 
La transparencia, la participación ciudadana y el respeto a los derechos humanos 
serán pilares fundamentales de este enfoque. Igualmente, importante será el 
cuidado de la naturaleza y la reparación de los daños causados por el conflicto 
armado interno a la flora, la fauna, los suelos, las culturas étnicas y campesinas, 
así como a los activistas ambientales.
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El necesario ordenamiento del territorio 
alrededor del agua para cuidar la vida

Me he detenido a realizar un breve análisis sobre la importancia de 
abordar las capacidades de las autoridades territoriales en la pla-
nificación y gestión de sus territorios, tanto urbanos como rurales, 
con el objetivo de salvaguardar la vida en todas sus manifestaciones. 

Esto cobra una relevancia significativa debido al vital papel que desempeñan los 
Planes de Ordenamiento Territorial (POT) y a la lamentable y deficiente aplica-

ción de estos instrumentos de planificación y control. 

La planificación adecuada del uso del suelo es esen-
cial para la infraestructura y el desarrollo sosteni-
ble de las ciudades. Sin ella, la gobernanza muni-
cipal democrática enfrenta obstáculos técnicos y 
políticos insuperables.

Los POT, establecidos en virtud de la ley 388, no han 
logrado erigirse como pilares fundamentales para la 
organización y progreso de los municipios y departa-
mentos en el país. Estos planes delinean directrices 
esenciales en relación con el uso del suelo, la dis-
tribución de actividades urbanas y rurales, así como 
la preservación del entorno ambiental. Su finalidad 
primordial radica en promover un crecimiento pla-
nificado, sostenible y equitativo, evitando el caos 
en la expansión urbana, la explotación excesiva de 
recursos naturales y la fragmentación de las áreas 

urbanas. Es motivo de preocupación el hecho de que más de 900 municipios no 
hayan actualizado sus POT, según datos del IGAC, tal vez por ignorancia y falta 
de asistencia técnica, pero también por los intereses particulares de quienes 
están en las administraciones y los concejos municipales, y de quienes financian 
sus campañas políticas.

Por otro lado, el IDEAM reporta que entre los años 1998 y 2021, se han documen-
tado 565 municipios afectados al menos una vez por la interrupción del servicio 
de acueducto debido a temporadas secas, y 747 municipios afectados por inunda-
ciones. Estas cifras revelan la urgente necesidad de una planificación territorial 
adecuada para gestionar eficazmente el agua y mitigar los riesgos asociados a 
inundaciones y sequías.
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Además, la falta de regulaciones en áreas protegidas a nivel municipal y de 
autoridades para hacerlas cumplir, dificulta considerablemente el control de la 
deforestación y la degradación de la flora, la fauna y los cuerpos de agua.

Es vital destacar que los POT, que históricamente se han enfocado en la planifica-
ción urbana, deberían desempeñar un rol central en la preservación del ciclo del 
agua y la biodiversidad, lo que implica un enfoque especial en el ordenamiento 
de las zonas rurales. La regulación del uso del suelo y la protección ambiental 
en estos planes debe estar orientada a prevenir la degradación de las fuentes 
de agua, los ecosistemas acuáticos, y a anticipar la gestión de inundaciones y 
sequías. Esto puede lograrse a través de esquemas colaborativos que aborden 
las cuencas hidrográficas a nivel supramunicipal o supradepartamental.

La Ley 2294, que adoptó el actual Plan Nacional de Desarrollo, establece uno de 
sus cinco ejes estratégicos en torno al ordenamiento del territorio en relación 
con el agua. Este enfoque representa un cambio crucial en la planificación y de-
sarrollo del territorio, donde la protección de los factores ambientales y de áreas 
de interés especial para asegurar el derecho a la alimentación se convierten en 
objetivos centrales. Esto debe ser abordado desde un enfoque funcional de pla-
nificación territorial, promoviendo procesos participativos en los que las voces 
de los habitantes locales sean escuchadas y consideradas. Es por ello que las 
determinantes del ordenamiento territorial y su jerarquía deben ser modificadas.

En este contexto, es esencial que el gobierno nacional diseñe un programa y una 
institucionalidad dedicada a apoyar la actualización de los POT, haciendo hincapié 
en la protección del agua y la biodiversidad. Este programa podría comprender 
los siguientes elementos:

•	 Fortalecimiento de la regulación ambiental en los POT: El gobierno debe 
garantizar que los POT incluyan regulaciones claras y efectivas para la preser-
vación y conservación de los recursos hídricos y la biodiversidad. Esto podría 
implicar la creación de zonas de protección de fuentes de agua, áreas de con-
servación ecológica y restricciones para actividades que puedan dañar estos 
ecosistemas. Para asegurar la calidad de los POT y evitar prácticas como el 
“volteo de tierras”, podría ser pertinente la creación de una Superintendencia 
de Ordenamiento Territorial.

•	 Incentivos fiscales y económicos: El gobierno podría establecer incentivos 
fiscales y económicos para las municipalidades y departamentos que integren 
medidas concretas para la conservación del agua y la biodiversidad en sus 
POT. Estos incentivos podrían incluir exenciones fiscales o acceso preferencial 
a fondos para proyectos de conservación y restauración de ecosistemas.
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•	 Fortalecimiento de las capacidades locales: Es esencial proporcionar capaci-
tación y recursos tecnológicos y logísticos a las autoridades locales para que 
puedan desarrollar y aplicar de manera efectiva políticas y medidas relacio-
nadas con la protección del agua y la biodiversidad en sus POT. Esto puede 
incluir programas de formación, asistencia técnica y acceso a información es-
pecializada y espacializada, así como el fomento de la formación de esquemas 
territoriales asociativos para la protección y cuidado de cuencas hidrográficas 
a nivel supramunicipal o supradepartamental.

•	 Participación ciudadana y consulta pública: A pesar de estar prevista en la 
legislación, la participación ciudadana en la planificación territorial suele ser 
insuficiente. Involucrar activamente a la sociedad civil, las comunidades locales 
y los grupos ambientales en el proceso de diseño, ejecución y evaluación de 
los resultados de la ordenación territorial puede garantizar que las decisiones 
sean más justas, informadas y alineadas con los objetivos de conservación.

Colofón

Las administraciones públicas territoriales, a pesar de 30 años de descentrali-
zación, aún mantienen desafíos como la desigualdad regional, corrupción, falta 
de participación ciudadana y la influencia de grupos criminales. Estos problemas 
perpetúan el conflicto armado, la falta de oportunidades para los ciudadanos y 
la fragmentación territorial. Para mejorar la gobernanza municipal y la paz, se 
propone un enfoque de gobernanza territorial centrada en el abordaje de con-
flictos sociales, económicos, políticos, culturales y ambientales que persisten. 
Esto requiere colaboración entre niveles gubernamentales, comunidades locales 
y excombatientes ilegales, centrándose en la protección de la vida y el bienestar 
integral. La reforma de los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) es crucial 
para gestionar adecuadamente el territorio, especialmente en términos de agua 
y biodiversidad, con regulaciones claras y participación ciudadana.

En última instancia, la protección de la vida en todas sus formas y la promoción 
de la paz requieren un enfoque integral y un compromiso decidido para superar 
las barreras históricas y estructurales que han perpetuado la desigualdad y el 
conflicto en Colombia. Solo a través de una gobernanza territorial renovada, 
centrada en la protección de la vida y la participación activa de la comunidad, 
se pueden abordar estos desafíos de manera efectiva y construir un futuro más 
equitativo y sostenible para el país.
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La 
bioadministración, 
una propuesta desde 
la perspectiva del 
buen vivir
Aura Isabel Mora
Directora de Participación, Transparencia y Servicio al Ciudadano 
Departamento Administrativo de la Función Pública



La complejidad de la realidad de las organizaciones públicas en el campo 
de la administración se ha convertido en un reto para el cuerpo directivo 
del Departamento Administrativo de Función Pública (DAFP), órgano que 
ha estructurado el Estado y en el que se ha organizado su trabajo, plani-

ficación y desarrollo. 

Se ha visto en este año de gobierno que, a raíz de la complejidad de la admi-
nistración pública, sus prácticas y sus acciones son poco efectivas a la hora de 
solucionar los problemas de la sociedad colombiana. 

Una de las razones más sentidas es la desconexión de esta forma de adminis-
tración con la realidad de los territorios; por ello, el director del Departamento, 
César Augusto Manrique Soacha, y el subdirector, Jesús Hernando Amado Abril, 
propusieron al cuerpo directivo resignificar el concepto de administración públi-
ca a partir de un término nuevo que reta a todos los equipos de las entidades 
del Estado colombiano a pensar de manera diferente el cuidado de lo público. El 
nuevo término es la bioadministración.

El presente artículo da cuenta del reto puesto en la mesa del Consejo Directivo 
del DAFP. Para abordarlo, se han propuesto tres enfoques para pensar la admi-
nistración pública y su objeto de estudio: el primero, el pensamiento ancestral 
que desarrolla una propuesta epistémica a partir de lo que algunos intelectua-
les indígenas han llamado el buen vivir (sumak kawsay); el segundo, el de las 
economías alternativas, las teorías decrecentistas y economías populares; y, el 
tercero, el de los movimientos ambientalistas y ecologistas que exigen cambios 
en los paradigmas organizacionales.

Este artículo de reflexión se concentra en el enfoque 
del pensamiento ancestral para proponer un giro, una 
forma alternativa de pensar las organizaciones públi-
cas en el campo de la administración. Es importante 
comprender que el surgimiento epistémico que exige 
el nuevo concepto de bioadministración parte de la 
desconfianza actual entre la ciudadanía y el Estado 
y de la necesidad de un diálogo entre estos, de tejer 
confianzas y promover la transparencia en esta rela-
ción y, sobre todo, de dar alternativas de gobernanza 
que produzcan una visión conjunta del cuidado de 
lo público y del cuidado de la vida para resolver los 
problemas de la desconexión entre Estado–territorio 
y Estado–ciudadanía. 
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La cantidad de dolores sociales del mundo actual supone desafíos de conoci-
miento en el campo teórico de la administración pública, pero sobre todo en sus 
prácticas e implementación de modelos, hoy erigidos sobre unos valores hege-
mónicos que tienen que ver más con la acumulación de procedimientos cada vez 
más complicados que con soluciones. Estos procedimientos no responden a la 
realidad, sino a la ficción de la hipervaloración que se le da a la instrumentaliza-
ción de la administración pública. Pareciera, a simple vista, que estas maneras y 
formas pretenden ser las únicas formas para organizar el mundo del trabajo al 
interior y exterior de las organizaciones del Estado. 

La metodología de este trabajo se basa en construir un nuevo enfoque epistemo-
lógico como giro del objeto de estudio de la administración con miras a producir 
nuevas interrelaciones generadas a partir del conocimiento del territorio y de 
las diversas culturas, así como su participación e incidencia en el Estado. Es una 
motivación para reflexionar acerca del papel de la administración en la vida de 
las personas y las demás especies para modificar las prácticas de las organiza-
ciones. La base de este postulado es la necesidad de sustituir los intereses de la 
acumulación por los de la vida. Por eso, es comprensible y coherente hablar hoy 
de bioadministración, una administración para la vida, para que todos y todas 
puedan gozar de una vida buena y bella. 

La bioadministración, un giro para 
descolonizar lo público mediante el 
buen vivir 

La conceptualización de la bioadministración se configura desde los con-
ceptos implícitos en la palabra biología, como bíos (vida, en griego) y logía 
(estudio, en griego). 

Es decir, se está proponiendo el estudio de la vida y su relación con la 
administración, o la organización de la vida. La unión de estos dos constructos 
podría crear un campo donde confluye el interés de redirigir la organización para 
el bien común a partir de modelos administrativos participativos y democráticos 
para la vida. 

Para pensar el desarrollo teórico de la bioadministración, se va a tomar como 
base el pensamiento andino. Durante las últimas tres décadas se reavivaron el 
pensamiento y las cosmologías originarias a través de la producción de conoci-
miento de autores indígenas y profesores de las academias críticas, que iniciaron 
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una corriente de pensamiento denominada buen vivir, Sumak Kawsay o Suma 
Camaña (Mora, 2022, p. 33). Esta se relaciona con el tema de la bioadministración 
en tanto este pensamiento andino promulga el cuidado de la vida: los pueblos 
andinos se consideran a sí mismos como cuidadores de todas las especies, inclu-
yendo la humana, y para ello, organizan el trabajo desde diferentes conceptos 
que nos ofrecen pistas para renovar el conocimiento que se ha producido en el 
campo de la administración. 

El buen vivir se consolida como una propuesta filosófica de los pueblos origina-
rios, especialmente de los pueblos de los Andes; esta filosofía tiene su premisa 

en la idea de posibilitar la felicidad de la vida huma-
na sin abusar de las demás especies ni el agua, el 
fuego, el aire y otros elementos del universo (Mora, 
2022, p. 35). Aunque todas las civilizaciones y pensa-
mientos se preguntan las maneras de un buen vivir, 
algunas comunidades de los pueblos originarios han 
demostrado ser más capaces de vivir sin abusar del 
entorno. Por eso, sus ideologías se han convertido en 
el horizonte político para que, quienes siguen muy 
cerca el tema de alternativas al desarrollo, vean allí 
pistas para generar otras posibilidades de un mundo 
diferente (Mora, 2022, p. 35) y para pensar una admi-
nistración distinta. 

En este punto es importante ampliar el concepto 
tradicional de “administración” por el de “adminis-
traciones” para que coexistan muchos conceptos e 
ideas convencionales de la administración con los de 
administraciones alternativas, entre ellas: la admi-

nistración ancestral, la administración de transiciones o las administraciones de 
economías circulares. Abrir nuevos espacios de pensar la administración a partir 
de la interculturalidad y transculturalidad es la primera tarea que nos exige esta 
reflexión porque expresar maneras diversas de administración aportaría a enri-
quecer el campo de la administración, en especial de la administración pública. 
A partir de la óptica indígena, estamos hablando de procesos de organización 
de la vida vinculados a los más estrechos lazos humanos y lazos con las demás 
especies y fuentes de vida. El buen vivir aportaría a la administración a través de 
conceptos como el “pluriverso”, la “cosmunidad” y la “cosmoconciencia”. 

En la administración pública, la “política aplicada por los distintos gobiernos 
viene de una serie de desaciertos, impuestos desde la lógica trasnacional he-
gemónica en la detección del poder, el mercado y las expectativas neoliberales 
de los grandes capitales” (García, 2007, p. 65). 
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Estas lógicas imparten en las entidades del Estado una mirada de organización 
empresarial estrechamente relacionada con los procesos neoliberales, de modo 
que los modelos de la política pública se diseñan pensando en la competencia 
y en la acumulación. La administración pública debe repensar estos modelos y 
cambiarlos por formas de organización para el cuidado de la vida desde lo público. 
Esto implica pensar en términos de bienestar social, de garantía de derechos y 
de tejido social. 

Supone, además, crear una cultura del cuidado de lo público, entendido como el 
bien común, que conlleve una vida bella y buena para todas y todos, incluyendo 
las demás especies y las fuentes de vida.

Por mucho tiempo se pensó que solo los marcos teóricos euroamericanos conte-
nían el conocimiento para pensar tanto la estructura del estado como su forma de 
organización del trabajo. Por lo tanto, para descolonizar lo público, es necesario 
empezar a valorar la organización política y administrativa que tenían y aún man-
tienen varios pueblos ancestrales en los territorios. Desde el año 2007, el Fondo 
de Desarrollo Indígena de Bolivia ha venido produciendo conocimiento alrededor 
de las formas políticas de las organizaciones indígenas. Se postula que estable-
cer elementos centrales de un nuevo paradigma a partir de la resignificación de 
los principios constitutivos de la configuración de lo público da pistas para reno-
var y reavivar las administraciones públicas en América. En palabras de García: 
“para poder introducir novedosas formas de gestión del territorio, necesitamos 
comprender en profundidad cómo es que los pueblos indígenas han organizado y 
organizan en el presente sus formas de gestionar lo público” (García, 2007, p. 5). 
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Aportes del buen vivir a 
la bioadministración

Es fundamental dejar de pensar los modelos de la administración del 
Estado desde la eficiencia, pues este paradigma conduce a lógicas de 
ganancia, competencia y relaciones de poder altamente jerarquizadas 
que responden a patrones de valores verticales con clasificaciones de 

superiores e inferiores que fomentan valores individuales y frenan el desarrollo 
de innovaciones y alternativas producto de la reflexión colectiva. 

Infortunadamente, la organización del trabajo en la administración pública está 
marcada por prácticas individualistas, antropocéntricas, jerárquicas y racistas. 

Contrapuestos a estas formas de poder y organiza-
ción del trabajo, los pueblos andinos se organizan de 
manera colectiva y comunitaria. Como consecuencia, 
el trabajo colectivo es uno de los elementos que la 
bioadministración adopta del buen vivir, en tanto es 
potente para desarrollar inteligencia creativa y me-
jores canales de comunicación, además de promover 
modelos democráticos y participativos. Sin embargo, 
no es un giro fácil de llevar a la práctica, de modo que 
desjerarquizar las relaciones dentro de los equipos 
de trabajo del Estado y trabajar de manera colectiva 
es uno de los retos de la bioadministración.

Otra pauta que la bioadministración toma del buen 
vivir es el “mandar obedeciendo” del pueblo zapatis-
ta en México, que plantea la importancia de que las 
relaciones jerarquizadas de poder no se mantengan 

de manera permanente. Se propone, entonces, que los líderes de los equipos 
roten para que todos tengan la posibilidad de comprender el rol del liderazgo. 
A partir de esta idea, la producción de conocimientos en los equipos de las enti-
dades del Estado sería colectiva y la rotación del liderazgo entre los diferentes 
miembros de la organización podría privilegiar la solidaridad entre los equipos.

Para cuidar de la vida y el bien común, es necesario incorporar la visión de que 
todos dependemos de todos; por ejemplo, las acciones de algunos individuos 
sobre la toma de decisiones de política pública afectan la vida de los demás. 

Es fundamental 
dejar de pensar 

los modelos de la 
administración del 

Estado desde la 
eficiencia, pues este 

paradigma conduce a 
lógicas de ganancia, 

competencia y 
relaciones de poder
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Además, en la vida cotidiana de la entidades estatales es necesario “poner el 
cuidado y el fortalecimiento de las relaciones en el centro de la vida” (Resue-
na, 2017, p. 2) de cada sujeto, pues si hay espacios de cuidado al interior de los 
equipos de servidores dentro de las Entidades, estos servidores también van a 
generar espacios de cuidado en la relación con las ciudadanías. 

Esta visión de interdependencia está sustentada por otro principio del buen vivir 
que puede aportar a la bioadministración: la visión del pluriverso, “un mundo donde 
quepan muchos mundos” en palabras del pueblo zapatista del Estado de Chiapas. 
Según esta perspectiva:

… la vida depende de la comunicación de cuerpos, como por ejemplo, para 
procrear; nacer es el resultado de intercambios orgánicos, de intercambios de 
sentido, de intercambio de información genética, que configura un ser nacido 
de estos contactos en todas las especies, o sea nacer es un producto de la 
comunicación. (Mora, 2022, p. 38)

Por lo tanto, todos los seres estamos interconectados y dependemos unos de otros. 

Así, el pluriverso repercute en la bioadministración en la medida que la perspec-
tiva de un mundo interrelacionado favorece la posibilidad de interconectar con 
los territorios de manera real. En otras palabras, promueve una comunicación con 
cada territorio en su contexto, valorando otros mundos, como las cosmovisiones 
de los pueblos, las prácticas campesinas y la producción de conocimiento de los 
movimientos sociales que suscitan una cultura del cuidado de lo público. Valorar 
y comprender estos otros mundos posibles por parte del Estado es verlos, no 
como agentes antagónicos, sino como agentes con los cuales se trabaja de la 
mano para generar modelos de participación y modelos democráticos con miras 
a una verdadera trasformación de la cultura del cuidado de la vida, de lo público 
y de lo común.

A partir de esta mirada, se comprende que las relaciones de interdependencia 
son el camino hacia la reciprocidad, valor fundamental del buen vivir que falta 
en la administración pública. El concepto de reciprocidad puede romper con la 
manera de pensar de los funcionarios públicos, pues su discurso de basa en ver 
a las comunidades y pueblos desde la carencia, como pobres y sin capacidad de 
pensar en la solución de sus problemas. La verdad es que las comunidades no 
son carentes, pues la evidencia en el territorio demuestra su innovación, como 
los acueductos comunitarios, los procesos de duelo y memorias colectivas y las 
tecnologías de conservación de alimentos, entre muchas otras prácticas que han 
utilizado para solucionar de manera eficaz sus problemas sin ayuda del Estado, 
de la empresa privada o la cooperación internacional. 
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La protección de la vida se rompe cuando se impone una manera exclusiva de 
organizar lo público o una única manera de administración, cuando se impide la 
participación de las comunidades y pueblos y se dejan a un lado múltiples posi-
bilidades de solución de los problemas. Promover el cuidado de la vida requiere 
implementar ejercicios y prácticas de diálogo de saberes como aspectos fundan-
tes de la bioadministración. 

Para ello, la bioadministración puede sustituir el concepto de comunidad por el 
de “cosmunidad”, cosmo-comunidad, que incluye las especies no humanas y las 
fuentes de vida. 

La bioadministración, entonces, se pondría el reto de pensar las organizaciones 
a través de saberes compartidos. Además, al tomar inspiración de los saberes 
de todas las fuentes de vida, será imperativo pensar en ciclos de transformación 
cultural de acuerdo con los ritmos de las comunidades y pueblos, de modo que 
los procesos de la administración pública deberán ser pensados a largo plazo y 
no solamente como un asunto de propuesta de gobierno. 

La importancia de tener un 
horizonte y una utopía política en la 
bioadministración 

En este sentido, el objetivo político es garantizar una buena y bella vida 
para todas y todos los colombianos, especies no humanas y sus fuentes 
de vida. Esto quiere decir que el horizonte abierto por la perspectiva del 
buen vivir llama a reconstruir la producción de sentido de la racionalidad 

económica capitalista, como bien lo plantea Huanacuni (2010): “El Vivir Bien está 
reñido con el lujo, la opulencia y el derroche; está reñido con el consumismo” (p. 
32), es decir, con tener dinero a cualquier precio, sin importar cómo se produce 
este dinero y qué impactos colectivos tenga. Por ello, el sentido colectivo no es 
“vivir mejor”, ya que “mejor” postula una comparación con otros que eventualmen-
te no puedan estar tan bien como los demás o que no sea de manera armónica 
con la naturaleza. 

En esta perspectiva, la finalidad es que todos vivan bien en “comunidad”. Además, 
se debe propender por establecer relaciones de equilibrio y reciprocidad con los 
pueblos y comunidades, así como también en las microrelaciones con familia-
res, vecinos, amigos y compañeros de trabajo. A estas relaciones se les suma 
la búsqueda de una buena vida para los bosques, montañas y ríos, entre otros 
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elementos, de modo que el objetivo es desarrollar una “cosmoconciencia”. De tal 
manera, se pueden establecer los lazos que definen al sujeto y lo incorporan en la 
sociabilidad de prácticas, tal como ya ocurrió en 2019 con la declaratoria judicial 
del río Magdalena como sujeto de derechos y en 2016 también con el río Atrato. 

Las leyes, las políticas y los planes de desarrollo son nuestra forma de ejecutar 
las administraciones públicas. Por ello, es necesario que estas leyes, estas polí-
ticas y estos planes de desarrollo tengan en cuenta las interacciones afectivas y 
simbólicas, así como los espacios cargados de sentidos (el mercado, las danzas, 
los rituales, los escenarios de expresión de la cultura, los movimientos sociales, 
la cibercultura crítica). Es evidente que en el “arte de compartir sentidos” —es 
decir, de comunicarse— se expresan formas artísticas y mediáticas y se disfruta 
el “intercambio de sensibilidades” que pueden producir una buena y bella vida 
para el territorio colombiano. Por lo tanto, estos escenarios son los lugares de 
producción de comunicación que van a nutrir la bioadminstración. 
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mundo en transición
Jorge Iván Bula Escobar
Director Nacional Escuela Superior de Administración Pública



Las sociedades en general, unas más que otras, enfrentan una especie de 
divorcio entre las instituciones estatales y la ciudadanía, que es, al final 
de cuentas, la razón de ser de los poderes públicos. En el informe de la 
OCDE del 2023 sobre su vistazo a la administración pública, se observa, 

efectivamente, que incluso en países como Dinamarca la credibilidad en el ser-
vicio civil y en el gobierno nacional es de un 50 % y el país con mejor medición, 
Noruega, llega hasta un 60 %, lo que otorga a esta región geográfica, el norte 
de Europa, los mejores indicadores. En Colombia, la credibilidad en estas insti-
tuciones es de tan solo un 20 % y en el legislativo, incluso, escasamente supera 
el 10 % (OECD, 2023, p. 55).

Seguramente las razones de esta situación pueden ser diversas, más aún si se tie-
nen en cuenta el nivel de desarrollo y las características propias de cada sociedad, 

pero no es el propósito de este ensayo ahondar en 
ellas, pues no solo sobrepasa sus alcances, sino tam-
bién la solvencia de quien adelanta estas reflexiones. 
No obstante, las preguntas sobre la democracia hoy 
surgen aquí y allá como retos tanto para la goberna-
bilidad como para la gobernanza, como quiera que los 
principios de universalidad de los derechos humanos 
ganan terreno en medio de las diferencias. Por un 
lado, se observa un fortalecimiento de la sociedad 
civil frente a viejas y nuevas demandas, o algunas 
reformuladas; por el otro, un aparente agotamiento 
o, por lo menos, una eventual imposibilidad de aten-
derlas por parte de los poderes públicos.

El reconocerse sujeto de derechos y, en consecuencia, 
investido para el ejercicio ciudadano, conlleva a que 
los actores sociales transiten hacia actores políticos 
debido a su insatisfacción frente a la no garantía de 

sus derechos (Oszlack, 2013, p. 5). De ahí la demanda creciente por los llamados 
gobiernos abiertos, para los cuales las nuevas tecnologías de la información y 
las comunicaciones son consideradas una herramienta esencial.

El problema de la democracia se complejiza cuando —considerada en el mejor 
de los casos1 como la forma de traducir los intereses particulares en el interés 

1	 Schwartzberg (2015) trae a colación, por un lado, la mirada de Riker para quien el fin de las elecciones no es otro que el de 
remover los gobernantes de sus oficinas y no una forma de discernir el interés general, a lo cual, señala la autora, Coleman 
y Ferejohn responderán que si bien es cierto en las elecciones no se expresa el interés popular o general sí da cuenta del 
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general (lo que algunos llaman la perspectiva rousseauniana, ver Prozorov, 
2019)— las particularidades de ciertos grupos poblacionales adquieren cada vez 
mayor preponderancia.

La que algunos llaman la democracia epistémica (Schwartzberg, 2015) busca 
precisamente comprender los cimientos de la democracia, es decir, aquellas con-
diciones que permiten que las decisiones que se tomen reflejen un contenido de 
la “verdad” o de lo justo. Puesto, en otros términos: que den cuenta de eso que 
el interés general “verdaderamente” está demandando. Esto supone conocer los 
procesos que subyacen, en este caso, a la decisión electoral, pero igualmente a 
otros procesos de toma de decisiones. Desde la perspectiva de John Rawls (1981), 
la justicia procedimental tendría por lo menos dos condiciones fundamentales, la 
prevalencia de un “velo de la ignorancia”, según el cual yo garantizo decisiones 
imparciales independientemente de mi estatus en la sociedad y, dos, la premisa 
de que todas las personas en la sociedad gozan de la libertad de tener su propia 
concepción de aquello que consideran justo. Ante esta posibilidad de diversidad 
de concepciones de lo justo, Rawls propenderá por los arreglos traslapados, es 
decir, por aquellos donde se sobreponen las coincidencias de intereses o pers-
pectivas. Allí converge la democracia deliberativa, la esfera de lo público como el 
espacio de concertar o dirimir las diferencias a la sazón de Habermas o Amartya 
Sen. Como lo señala Schwartzberg (2015), 

la democracia epistémica no se posesiona ella misma, como una alternativa a 
la democracia deliberativa, pero más bien resitúa la deliberación como instru-
mental para alcanzar lo bueno, o para toma de decisiones correctas. (p. 189, 
traducción libre) 

Para esta autora, esa democracia epistémica —la que supone que entre más par-
ticipación más verdad hay— tendría dos caminos: uno, establecer los acuerdos 
institucionales que permitan responder a las demandas y generar un conocimien-
to colectivo de los asuntos públicos; el otro sería la que ella llama una estrategia 
deflacionaria, que consistiría en centrarse en instituciones que puedan promover 
buenos juicios de los ciudadanos sobre sus propios intereses reconociéndose 
miembros de una comunidad más amplia (Schwartzberg, 2015). Este último, que 
la autora privilegia, permitiría a ciudadanos y ciudadanas coordinar acciones con 
base en sus valores compartidos.

contenido y la naturaleza de ese interés.
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Pero, de otra parte, se ha venido abriendo camino en las políticas públicas, el 
llamado enfoque diferencial, o más recientemente, el enfoque interseccional, para 
reconocer, con base en el primero, la diversidad poblacional o, de acuerdo con el 
segundo, el reconocimiento de poblaciones transidentitarias (v. g. personas que 
pueden reconocerse miembros de un grupo étnico, pero a la vez de una comu-
nidad de intereses como la población LGBTIQ+). El reconocimiento de las condi-
ciones de vulnerabilidad de estos grupos poblacionales tiene como antecedente 
los trabajos del filósofo francés Michael Foucault, del siglo xx, para quien, más 
allá de las premisas de la democracia, se erigía en las sociedades modernas un 
mundo de micropoderes a través de los cuales se subyugaba a ciertos miembros 
de la sociedad. Una buena parte de su reflexión buscará develar los mecanismos 
con los que se intenta disciplinar a los individuos, y algunos de ellos estarán 
muy ligados a los asuntos del manejo del cuerpo humano2. Situación de alguna 

manera permitida o, por lo menos, no intervenida de 
manera clara por los gobiernos o por el imperio de la 
ley (López, 2014). Es lo que Foucault (2004) también 
denominará el biopoder y que extenderá al concep-
to de la biopolítica. De acuerdo con Prozorov (2019), 
entre los problemas que subraya la biopolítica están 
el de la exclusión, las jerarquías y la falta de transpa-
rencia, entre otros. Según este autor, en cuanto estos 
aspectos son para la biopolítica fuente de corrupción 
para un adecuado funcionamiento de la democracia, 
esos biopoderes harían inviable las condiciones de 
imparcialidad y libertad de elección.

Si extrapolásemos algunas de las consideraciones de 
la biopolítica al caso colombiano, quizás no sea exa-
gerado señalar que, en efecto, la democracia colom-
biana adolece de varios de esos factores que harían 

irrealizable su consolidación y, por tanto, la profundización del estado social de 
derecho. Aspectos como el clientelismo, el control de grupos armados ilegales 
en vastas zonas del territorio nacional con las connotaciones de violencia física 
que el país ha conocido gracias a la Comisión de la Verdad, la segregación étnica, 
social y cultural y la corrupción, entre otros, son la expresión de esos biopoderes 
a los que hace referencia Foucault y que inciden claramente en las dinámicas de 
la administración pública. Como bien lo señala López (2014):

2	  Podría decirse que una clara expresión de este ejercicio de disciplinar a través del sometimiento del cuerpo humano es pre-
cisamente la violencia de género o la violencia intrafamiliar.
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[…] a diferencia de la soberanía, el dispositivo biopolítico la emprende con la 
vida biológica misma3, esto es, con el hombre como ser viviente o, mejor, con 
la especie en tanto comprende a la totalidad y multiplicidad humana. (p. 115)

La pregunta, por tanto, es si en un país que ha trasegado por décadas en medio de 
los conflictos sociales, discriminaciones raciales, de género, del ejercicio de micro 
y macropoderes fundados en la concentración de la riqueza, el monopolio de los 
poderes políticos territoriales —no así el de la fuerza legítima del Estado—, así 
como el de los códigos culturales hegemónicos —expresado en comportamientos 
racistas, entre otros—, habría opciones para la construcción de una democracia 
inclusiva. Siguiendo el enfoque de las trayectorias dependientes (path dependen-
cy), la historia cuenta y las dinámicas precedentes marcarían las posibles evolu-
ciones de una sociedad. Lo que Lee (2012) llama la generación de un momentum 
(v. g. el conflicto armado) daría lugar a la configuración de las trayectorias, de 
las cuales una puede ser predominante y que establecería una ruta dependiente 
del desarrollo de una sociedad. Pero este mismo autor señala la posibilidad de 
la ruptura de una trayectoria, que permite desbloquear esa dependencia de la 
ruta seguida a través de la intervención de la política pública buscando influen-
ciar distintos aspectos que pueden dar lugar a dicha ruptura: el comportamiento 
de los actores sociales, los contextos institucionales o las intervenciones en el 
ámbito social y regional. En un país con la diversidad cultural, étnica y geográfica 
como Colombia, estas características constituyen la fuente para esa ruptura de 
la trayectoria de exclusión social, de dilapidación de sus recursos naturales y, en 
consecuencia, de un manejo poco sostenible de su biodiversidad, que ha heredado 
a lo largo de su vida republicana.

Desde la perspectiva de Prozorov (2019), 

la democracia en sí misma se vuelve viable solamente por su conversión biopo-
lítica, en ausencia de la cual queda resignada, en el mejor de los casos, a flotar 
por encima de la experiencia vivida como resultado de una estructura o, en el 
peor de los casos, abandonando su suerte a racionalidades no democráticas, de 
las cuales el neoliberalismo actual es un buen ejemplo. (p. 9, traducción libre)

Más allá de la solución de Schwartzberg (2015) de cómo llegar a un arreglo ins-
titucional que permita aglutinar los intereses y el conocimiento disperso de los 
ciudadanos, donde el interés general, que sustrae a la Rousseau las caracterís-
ticas propias de los individuos, el reconocimiento de la diversidad cultural, de 

3	  Muestra de ello es el informe del Centro Nacional de Memoria Histórica de (Montoya & Ramírez, 2017), La guerra inscrita en 
el cuerpo. Informe nacional de violencia sexual en el conflicto armado.
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las características poblacionales, constituiría la base de la construcción de una 
democracia más inclusiva.

¿Habría una contradicción en los términos entre la exigencia de unos valores 
universales consignados en las cartas de derechos humanos y el reconocimiento 
de las demandas derivadas de la especificidad de ciertos grupos poblacionales 
que habría que hacer prevalecer debido a sus características?

La declaración de derechos humanos adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948 da cuenta de dos tipos de derechos 
humanos: unos de tipo negativo, que se definen, y de ahí su nombre, por el “de-
recho a ser libres de…” cualquier tipo de injerencia, de no interferencia en ellos; 
y unos de carácter positivo, que expresan el “derecho a ser libre para…”, de tener 
la capacidad de ejercer esos derechos (Donnelly, 2003, pp. 30-31).

Cinco tipos de principios subyacen a la declaración universal. El primero, y quizás 
el más importante, es el reconocimiento de la dignidad de la persona humana por 
parte de todos los estados independientemente de sus especificidades culturales, 
sociales o políticas; el principio de igualdad y no discriminación que supone que 
todos somos iguales ante la ley y que nadie puede ser tratado de forma distinta 
en razón de su raza, religión, o cualquier otro tipo de creencias; el principio de 
inalienabilidad que supone que ninguna persona puede ser sometida por otra 
contra su voluntad; el principio de libertad que implica la libertad de expresión, 
la libertad de creencias, la libertad para satisfacer necesidades, entre otras; y el 
imperio de la ley como garantía de que los derechos de todas las personas serán 
igualmente protegidos y salvaguardados.

No obstante, la Organización de  Naciones Unidas se ha dotado de una serie de 
instrumentos para hacer efectivo el goce de los derechos de grupos que han 
sido históricamente sujetos de discriminación, entre ellos, la convención sobre 
los derechos del niño, la convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, la convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial,  la convención contra la tortura y otros tratos o 
castigos crueles, inhumanos o degradantes y, más recientemente, la declaración 
de los derechos de la población campesina, que fuese recientemente acordada 
y suscrita por el país.

En el año de 1993, la comunidad internacional llegó a lo que se ha dado en llamar 
el consenso internacional sobre los derechos humanos, conocido como el Consen-
so de Viena, donde ratifica el carácter universal de los derechos, su indivisibilidad, 
su integralidad y su interdependencia. Dice la Declaración de Viena: 

Gobierno del cambio

190

Bio administración pública / DAFP



Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependien-
tes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los 
derechos humanos de manera justa y equitativa, en pie de igualdad, y con el 
mismo énfasis. Si bien la importancia de las particularidades nacionales y 
regionales y los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos hay 
que tener en cuenta, es deber de los Estados, independientemente de sus 
sistemas políticos, económicos y culturales, para promover y proteger todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales.

De alguna manera, el reconocimiento de las condiciones particulares de situacio-
nes de vulnerabilidad en el ejercicio y garantía de los derechos para estos grupos 
poblacionales realza la condición de no alienabilidad de la persona, en conjunción 
con la dimensión de los derechos humanos de tipo 
negativo, pero, sobre todo, reafirma el carácter de los 
derechos positivos de tener la libertad para ejercer 
sus derechos independientemente de su condición de 
género, raza, etnia o grupo etario.

En ese orden de ideas, las condiciones materiales de 
vida y la institucionalidad que provee las condiciones 
de dicha existencia —sistemas de salud, de educa-
ción, pensionales, entre otros—, eso que constituye 
justamente el concepto de libertad positiva del profe-
sor Sen, es decir, otorgan la posibilidad de ser y hacer 
de la persona como miembro sujeto de derechos de 
la sociedad.

Prozorov  (2003) trae a colación en esta discusión las 
apreciaciones de Butler, para quien la biopolítica es la 
que conduciría a una precarización de las condiciones 
de existencia debido a las emergentes racionalidades 
de los gobiernos (v.g. el proceso de desmantelamien-
to del Estado de Bienestar), “exponiendo a los seres 
humanos a una vida ‘inviable’ de miseria y devastación” (p. 18, traducción libre), 
lo cual haría irreconciliable esta dinámica de la biopolítica con un concepto de 
democracia como una forma de vida, toda vez que la primera es una manifesta-
ción misma del ejercicio de la política (Prozorov, 2019). 

En respuesta a esta lectura de Butler, Prozorov (2019), por el contrario, enfatiza 
la idea de una biopolítica democrática que garantiza la coexistencia pluralista 
“de inconmensurables formas de vida que son todas legítimas en cuanto ellas 
reconocen y manifiestan su propia contingencia, su potencialidad de ser y no ser” 
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(p. 27, traducción libre). La potencialidad de que distintas formas de vida logren 
un reconocimiento o terminen no materializándose.

Hablar de la biodimensión de los seres humanos pareciera tautológico, pero en 
el ámbito de las ciencias sociales ha venido adquiriendo una importante conno-
tación en lo que concierne a la relación de los seres humanos con la naturaleza, 
por un lado, pero también del reconocimiento de la diversidad que la modernidad 
poco a poco ha venido introduciendo, por el otro. Tal es el caso del concepto de 
bioeconomía, que pretende rescatar el componente biológico de los procesos 
económicos y lo que ello supone en los límites que se imponen para la existencia 
de los seres humanos (Goergescu-Roegen, 1977).

Así como la biopolítica se preocupa por las condiciones de degradación de la 
existencia de los seres humanos derivadas de las relaciones de biopoder, la bioe-
conomía se preocupa de las condiciones de existencia producto del agotamiento 
de los recursos naturales para la subsistencia de la especie humana, esto es, las 
propias condiciones biológicas que garanticen la reproducción de la vida. Eso 
que Garrett Hardin llamaría la tragedia de los comunes y que Eleonor Ostrom 
retomará para mostrar la complejidad de los procesos de la acción colectiva (ver 
Gordillo de Anda, 2014).

En la perspectiva de Prozorov de releer la biopolítica no como un obstáculo para 
la democracia, sino como una posibilidad para su recomposición con base en el 
reconocimiento de las distintas formas de vida que potencialmente pueden tener 
lugar en una sociedad, quizás una forma de resolver la posible tensión entre la 
perspectiva universal y las particularidad de esas distintas formas de vida estaría 
en una mejor comprensión de lo que Houtart (2014) llama el bien común de la 
humanidad, que supone entender que 

El vivir colectivo se compone de cuatro elementos a los que podemos llamar 
sus fundamentos, porque son parte de las exigencias de la vida de cada so-
ciedad, desde la más antigua, hasta la más contemporánea. Estos son (1) la 
relación con la naturaleza, (2) la producción de la base material de la vida, 
física, cultural y espiritual, (3) la organización colectiva social y política y (4) 
la lectura de lo real y la autoimplicación de los actores en su construcción, es 
decir la cultura. (p. 270)

En ese mismo sentido es pertinente traer a colación la consideración de Anand y 
Sen (2000), para quienes el universalismo ético constituye una simple demanda 
por la imparcialidad, que aplicaría tanto para las generaciones presentes como 
las futuras, que supone garantizar tanto a las unas como las otras capacida-
des para llevar el proyecto de vida que tengan razones para valorar. Desde esa 
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perspectiva, Sen (2010) subraya que “la práctica de la democracia puede promo-
ver un mayor reconocimiento de las identidades plurales de los seres humanos”.

Quizás se trate de retornar a la democracia deliberativa como base para la admi-
nistración de los bienes públicos, de ese bien colectivo, empoderando a la socie-
dad civil “en el diseño, puesta en marcha, y evaluación de las políticas estatales” 
(Oszlack, 2013, p. 7). Pues, como lo señala el profesor Sen (2010), existe una “am-
plia evidencia de que la democracia y los derechos civiles y políticos enriquecen 
las libertades de otras clases (tales como la seguridad humana) al dar voz a los 
desposeídos y a los vulnerables”.
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Introducción

El presente artículo pretende poner en el debate público un conjunto de 
situaciones que limitan el ejercicio de la administración pública. El plan-
teamiento alude a la forma cómo se lleva a cabo la planeación presupues-
tal, pues desde allí se puede apreciar bien el conjunto de inflexibilidades 

fiscales que reducen el campo de acción de los gobiernos. Para ello, se divide en 
dos partes: la primera trata sobre la administración pública y los criterios que 
orientan sus decisiones, con el objetivo de plantear un problema que tiene que ver 
con la forma cómo la administración termina promoviendo políticas que podrían 
ir contra las funciones constitucionales del Estado. En la segunda se describen 
cinco inflexibilidades fiscales que no son las únicas y cuyo orden de presentación 
no tiene nada que ver con razones de importancia o jerarquía.

La administración pública y la 
importancia de la ideología

La administración pública está asociada con las acciones de los gobiernos 
y de las instituciones del Estado. Se encuentra fuertemente influida por 
ideas o teorías que determinan dichas acciones gubernamentales y se 
desenvuelve dentro de la relación Estado-Sociedad, donde existen co-

rresponsabilidades para lograr el mejor desempeño en el cumplimiento de las 
funciones del Estado y garantizar así derechos ciudadanos. 

En Colombia, las funciones del Estado y el reconocimiento de derechos están esta-
blecidas en la Constitución Política. Dicha Carta Magna considera el Estado social 
de derecho como instrumento responsable de la de justicia social y de la protección 
y garantía del conjunto de derechos allí reconocidos. Sin embargo, la Constitución 
no precisa una sola manera para que los gobiernos e instituciones hagan valer las 
funciones del Estado ni para que cumplan sus fines sociales; por ejemplo, permite 
que el sector privado también participe de procesos misionales públicos. Es aquí 
donde la administración pública desempeña un papel preponderante porque la 
forma como se interpretan las funciones del Estado es lo que permitirá cumplir, o 
no, los compromisos atribuidos desde el Estado social de derecho.

Para cumplir las funciones del Estado dentro del marco constitucional estableci-
do, los gobiernos y las instituciones del Estado deben tomar decisiones respecto 
a la forma cómo se producen, administran y distribuyen los recursos públicos. 
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Del mismo marco constitucional se derivan algunos criterios, como los de eficien-
cia y eficacia, para la toma de decisiones con rigor técnico.

Sin embargo, al momento de decidir sobre la provisión de bienes y servicios públi-
cos, que pueden ser provistos por el Estado o por instituciones privadas –en una 
lógica de mercado–, los criterios de eficiencia y eficacia no son suficientes por sí 
mismos y pasan a depender de las ideas, creencias o teorías preconcebidas por 
la administración pública, que son las que terminan orientando sus decisiones. 
De esta forma los criterios «técnicos» pasan a ser simplemente legitimadores de 
alguna ideología. 

La administración pública está atravesada por ideo-
logías que delinean sus acciones. Por eso, mientras 
dicha ideología provenga del fundamento de lo pú-
blico y sobre el reconocimiento real del Estado so-
cial de derecho, no habrá mayores peligros para el 
fortalecimiento del Estado, la Sociedad, incluso, la 
democracia; pero cuando la administración pública se 
deja permear por fundamentos privados y defiende 
sus intereses por encima de lo público, como ocu-
rre con la ideología neoliberal, se altera la forma de 
proteger y garantizar derechos, y modifica la manera 
de hacer la provisión de bienes públicos, además de 
cambiar los mecanismos para satisfacer necesidades 
y los mecanismos para provisionar los bienes públi-
cos, satisfacer necesidades y resolver conflictos.

La administración pública se enfrenta, entonces, a 
un problema ideológico y corre el riesgo de incumplir 
compromisos relacionados con las funciones del Estado cuando dominan ideas 
privadas dentro de lo público. La creciente desigualdad tributaria, de ingresos y 
de tierras, es la muestra fehaciente de que el Estado ha sido cooptado y captu-
rado por ideas que privilegian lo privado sobre lo público. Es urgente reformular 
la crítica más común frente a la injerencia del neoliberalismo en la política social, 
pues se cree que el dominio de los «mercados» y la premisa de eficiencia limitan 
el cumplimiento de la misionalidad de la administración pública; sin embargo, la 
ideología neoliberal ya capturó la administración pública, de modo que la mayor 
limitación en las acciones gubernamentales es la idea de que el sector privado 
no debe pagar impuestos, debe gozar de flexibilidad en la contratación y debe 
estar exento de las normas que impiden la libre competencia de privados en la 
oferta de bienes y servicios públicos.
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Los años 1980 estuvieron marcados en Occidente por el triunfo de una política 
que ha sido calificada a la vez como “conservadora” y “neoliberal”. Los nombres 
de R. Reagan y M. Thatcher simbolizan esta ruptura con el “welfarismo” de la 
socialdemocracia y la instauración de nuevas políticas que se suponían capaces 
de superar la inflación galopante, el descenso de los beneficios y la ralentiza-
ción del crecimiento. Los eslóganes, a menudo simplistas, de esa nueva derecha 
occidental son conocidos: las sociedades pagas demasiados impuestos, están 
demasiado reglamentadas, sometidas a las presiones múltiples de los sindicatos, 
de las corporaciones egoístas, de los funcionarios. Laval y Dardot (2013). 

Sin duda, esto supone un serio desafío para las administraciones públicas y ter-
mina impactando el enfoque de la política social y de la política económica, por-
que una decisión tan sencilla como corregir la contribución de los ingresos más 
altos al verificarse su baja tasa efectiva de tributación suscita resistencia, ya que 
se suele argumentar que la tributación en este segmento poblacional impacta 
negativamente la inversión y el empleo. A este debate ideológico se enfrentan 
los gobiernos progresistas. Esto representa un tipo de inflexibilidad que es más 
administrativa y política, que técnica. 

A continuación, se presenta un esbozo de otras inflexibilidades que son de tipo 
fiscal y presupuestal.

Inflexibilidades fiscales

Se denomina inflexibilidad fiscal a aquellas rigideces en el marco presu-
puestal y en la asignación de recursos. Se caracterizan por estar defi-
nidas mediante normas o reglas constitucionalmente reconocidas y por 
impedir cambios en la distribución de recursos, perfiles de deuda o las 

destinaciones del gasto público. Estas inflexibilidades son una “camisa de fuerza” 
al momento de hacer planeación presupuestal y financiera, pues reducen en al-
gunos casos el espacio de actuación social de las administraciones públicas y, en 
otros, garantizan que recursos públicos vayan a apalancar actividades o finanzas 
privadas, especialmente, en asuntos que se relacionan con el servicio a la deuda. 

Las inflexibilidades fiscales son de diversa índole y restringen la autonomía de 
los gobiernos, es decir, limitan las acciones de la administración pública. Algunas 
inflexibilidades fiscales están asociadas con: transferencias de la nación, deuda 
pública, inversión por destinación específica, pensiones y vigencias futuras.
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La primera inflexibilidad fiscal tiene que ver con las transferencias generales de 
la nación a los territorios. Son recursos que están ordenados por ley, donde se 
determinan montos y liquidaciones. Dichas transferencias tienen su propia fór-
mula de crecimiento anual y se determinan de una manera distinta a los demás 
rubros presupuestales, por ende, crecen a una tasa diferente a como crece el 
grueso presupuestal. En Colombia esta inflexibilidad se asocia a lo que establece 
el Sistema General de Participación (SGP).

La inflexibilidad por deuda pública se relaciona con el perfil de vencimiento de 
compromisos y con los intereses adquiridos en estas deudas. La inflexibilidad se 
evidencia cuando es imposible renegociar o pactar nuevas condiciones crediti-
cias, lo que exige reorientar recursos y sacrificar inversiones sociales con el fin 
de mantener la buena calificación de la deuda y evitar sanciones futuras. Esta 
inflexibilidad es costosa –política y económicamente– para los gobiernos progre-
sistas porque los inversionistas cobran de manera severa cualquier decisión que 
ponga en riesgo el pago del servicio a la deuda. 

El gobierno colombiano actualmente posee esta inflexibilidad debido a que la 
administración del presidente Duque adquirió deuda con un perfil de corto pla-
zo, con pagos en los años 2024 y 2025. Sin duda, el costo de oportunidad social 
es muy alto para un gobierno comprometido con el gasto social, pero, aun así, 
el gobierno ha hecho esfuerzos para garantizar los recursos y poder cumplir los 
compromisos crediticios adquiridos con el fin de conservar la calificación e imagen 
de buen pagador que tiene el país. 

La tercera inflexibilidad tiene que ver con los recursos que tienen destinación 
específica. Si bien el país ha tratado de avanzar en reducir este tipo de restric-
ciones y compromisos, todavía existe un conjunto de recursos que deben apro-
piarse bajo esta consideración y están atados a normas tributarias anteriores. 
Al igual que con las demás inflexibilidades, con ella se resta espacio a otras 
disposiciones presupuestales. 

La cuarta inflexibilidad corresponde a los compromisos pensionales, donde hoy el 
país tiene que hacer unos ajustes estructurales debido a que el sistema ha creado 
una competencia público-privada que no ha generado los efectos esperados, pues 
en la actualidad el desequilibrio entre afiliados y pensionados de ambos sistemas 
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habla por sí mismo. Mientras el Régimen de Prima Media (RPM, Colpensiones) 
tiene 6,7 millones de afiliados (27 % del total), el Régimen de Ahorro Individual 
con Solidaridad posee 18,6 millones (73 % del total); sin embargo, Colpensiones 
posee el 85 % de los pensionados y el Régimen de Ahorro Individual con Soli-
daridad solamente el 15 % (279.362 pensionados). Entonces, el régimen privado 
tiene el grueso de afiliación, pero no el grueso de pensión.

Tabla 18. Comparación afiliados y pensionados del RPM y RAIS 2022

Regímenes

Afiliados

Total Pensionados
Cotizantes

No 
cotizantes

Régimen de Prima 
Media (RPM - 
Colpensiones)

2715943 4056205 6772148 1570854

Régimen de Ahorro 
Individual con 

Solidaridad (RAIS)
7280212 11358606 18638818 279362

Total 9996155 15414811 25410966 1850216

Fuente: Colpensiones y Superintendencia Financiera.

Además de la desproporción entre afiliados y pensionados, la tendencia de tras-
lados de cotizantes hacia Colpensiones viene creciendo, de modo que el RPM está 
recibiendo cada vez más personas provenientes del RAIS. Esto genera un desafío 
para el sistema público y produce inflexibilidades desde el punto de vista de los 
recursos que deben garantizarse para cumplir las respectivas pensiones.

Finalmente, la quinta inflexibilidad hace referencia a las vigencias futuras, las 
cuales comprometen recursos para periodos siguientes, limitando la apropiación 
y compromiso de recursos en otros rubros dentro de la respectiva anualidad. 
Si bien se ha tratado de restringir el uso de este instrumento, todavía hay me-
canismos que lo habilitan legalmente y producen rigidez al momento de hacer 
planeación financiera.
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Introducción

En el Gobierno del Cambio, Función Pública es una de las entidades llama-
das a promover y contribuir a materializar el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026: “Colombia, potencia mundial de la vida” en el sector público, 
pues en este documento se proveen los lineamientos estratégicos de las 

políticas públicas formuladas por el presidente de la República, Dr. Gustavo Petro 
Urrego. Esto supone poner en marcha no solamente las acciones correspondien-

tes para la modernización de un Estado que responda 
a los desafíos propios de la Colombia del Siglo XXI 
y que esté al servicio de las ciudadanías, sino que 
dichas acciones sean orientadas en la consolidación 
de la paz total. Es decir, que todos los colombianos y 
colombianas cuenten con condiciones dignas de vida, 
lo que se consigue por medio de la justicia económica, 
social y ambiental. 

Justamente, para cumplir este propósito de convertir 
a Colombia en un país potencia mundial de la vida, 
Función Pública trabaja en 3 proyectos clave para, 
como quedó establecido en el Plan Nacional de De-
sarrollo, fortalecer las administraciones públicas 
territoriales, reivindicar su tradición y saberes an-
cestrales, dignificar el empleo público y convertir a 
Colombia en un territorio de paz. Estos proyectos son 
el plan de formalización laboral para las administra-

ciones públicas en equidad; Juntémonos, el festival para tejer lo público; y el 
Servicio Social para la Paz. Tres apuestas fundamentales en una visión de país 
más incluyente y con oportunidades para todos y todas.

Plan de formalización laboral para las 
administraciones públicas en equidad

La figura de contratos de prestación de servicios en el Estado —que fue 
concebida para casos excepcionales como labores específicas y especia-
lizadas requeridas por un periodo determinado, que no hacen parte de 
la misionalidad de la entidad y para las que la entidad no cuenta con 

ningún servidor ni servidora en la planta con la capacidad para ejecutarlas— ha 
sido abusada en las últimas tres décadas para realizar labores permanentes en 
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las entidades públicas. En este sentido, el plan de formalización laboral para las 
administraciones públicas en equidad es la apuesta del Gobierno del Cambio, 
a través de Función Pública, para dignificar la labor de quienes trabajan con el 
Estado y reducir la contratación excesiva por prestación de servicios a los casos 
excepcionales que establece la ley. 

Según los valores iniciales que Función Pública levantó, para la vigencia 2022 se 
suscribieron 911.440 contratos de prestación de servicios con personas naturales 
y jurídicas, de los cuales 573.758 pertenecían a entidades del orden territorial y 
337.682 a entidades del orden nacional. Para contrarrestar esta situación, una 
vez analizado el estado y las necesidades de las entidades públicas del país, 
el Departamento se trazó la meta de formalizar 100.000 puestos de trabajo en 
el cuatrienio de manera gradual y escalonada: 10.000 el primer año, 40.000 el 
segundo, 40.000 el tercero y 10.000 el cuarto año. Es importante resaltar que la 
gradualidad en el proceso garantiza la prestación del servicio a las ciudadanías 
y mantiene la funcionalidad de las entidades en todo momento a medida que las 
actividades permanentes y misionales dejen de ser desarrolladas por contratistas 
y pasen a ser cumplidas por servidoras y servidores públicos. Por lo tanto, cada 
entidad, dentro de su autonomía, debe hacer un estudio de cargas laborales y 
establecer los recursos de talento humano que necesite.

Para adelantar el plan de formalización hay tres puntos clave: primero, proveer 
las vacantes que existen en cada entidad; segundo, ampliar las plantas globales; 
y tercero, crear plantas temporales en equidad y con vocación de permanencia. 
Adicionalmente, las entidades también podrán revisar mecanismos alternativos 
de vinculación de acuerdo con la ley. 

Para la provisión de los cargos creados en plantas temporales, primero las entida-
des deberán revisar si hay listas de elegibles de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil con personas que cumplan con el perfil requerido. Luego deben revisar si en 
la planta existente hay un servidor o servidora de carrera con un grado menor al 
cargo creado en planta temporal que pueda ocupar dicho perfil. En caso de que 
no se pueda ocupar el perfil con los mecanismos anteriormente descritos, cada 
entidad podrá proveer los cargos creados a partir de convocatorias públicas con 
base en el mérito y la equidad.

El proceso ha sido bastante exitoso en el primer año de gobierno, pues Función 
Pública ha asesorado 543 entidades en el establecimiento de la ruta de forma-
lización laboral al interior de cada una; de estas, 155 ya iniciaron el proceso y 
10 ya lo implementaron mediante la figura de la planta temporal. En este sen-
tido, con 12.012 cargos creados, se superó la meta para el primer año de 10.000 
cargos formalizados.
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Tabla 19. Entidades que han implementado plan de formalización laboral  
(con corte a agosto 2023)

Entidad
Decreto que modifica la 

planta
Número de cargos 

creados

Entidades del orden nacional

Contraloría General de 
la República

Decreto 2651de 2022 375

Departamento 
Administrativo de la 

Función Pública
Decreto 1265 de 2023 82

Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN)

Decreto 0419 de 2023 10.207

Unidad Administrativa 
Especial de Gestión 

Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección 

Social (UGPP) 

Decreto 2445 de 2022 69

Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA) 

Decreto 1233 de 2023 1.152

Entidades del orden territorial

Gobernación de Caquetá Decreto 1333 de 2022 24

Alcaldía de Tunja Decreto 0214 de 2024 4

Instituto de Financiamiento 
Promoción y Desarrollo de 

Ibagué (INFIBAGUE)
Decreto 0003 de 2023 3

Alcaldía Distrital 
de Cartagena

Decreto 0860 de 2023 51

Alcaldía de Sesquilé Decreto 0047 de 2023 45

Fuente: Dirección de Desarrollo Organizacional del Departamento Administrativo de 
la Función Pública

De esta lista, Función Pública es un buen ejemplo de formalización laboral como 
entidad pionera, puesto que creó una planta temporal de 82 cargos y la suplió 
mediante un proceso de selección basado en el mérito, en el que la entidad recibió 
327 hojas de vida en el banco de hojas de vida que conformó para dicho proceso. 
Además, lo hizo sin impacto fiscal. 

Con la creación de la planta temporal, Función Pública pasó de tener 194 con-
tratos de prestación de servicios (contratos suscritos con corte a diciembre de la 
vigencia 2022), a tener 65 contratos por prestación de servicios para lo que resta 
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de la vigencia actual, que corresponden a labores 
especializadas, que no son permanentes ni de la mi-
sionalidad de la entidad, como lo establece la norma. 
Esto supuso una disminución del 69 % en la contra-
tación. En este sentido, los 82 cargos creados en la 
plata temporal son, justamente, para el cumplimiento 
de las tareas misionales anteriormente desarrolladas 
por medio de contratos de prestación de servicios. 

En cuanto al ahorro de recursos públicos, para la vi-
gencia 2022, la entidad destinó $12.573.916 millones 
para contratación por prestación de servicios, rubro 
que en 2023 se destinó para el financiamiento de la 
planta temporal y las órdenes de prestación de ser-
vicios excepcionales en los términos establecidos por 
la ley. De este monto, para la vigencia actual, el Departamento utilizó $8.643.826 
millones en el financiamiento de los cargos de la planta temporal, con una visión 
de uso más eficiente del recurso público de la siguiente manera:

Para la planta temporal se destinaron $3.528.085 millones, con los cuales se fi-
nanciaron los 82 cargos creados con todas las prestaciones de ley correspondien-
tes. Los otros $5.115.741 millones se destinaron para los contratos que requirió la 
entidad durante el primer semestre del año para garantizar el servicio mientras 
se adelantaban los estudios de cargas laborales y la ruta de formalización, así 
como los contratos que no son misionales ni permanentes requeridos hasta el 
final de la vigencia. En este sentido, el plan de formalización laboral no solo se 
hizo a costo cero con el dinero anteriormente destinado para contratos, sino que 
supuso un ahorro de $3.930.089 millones, lo que equivale a una reducción del 31 
% en comparación a la vigencia anterior. 

Sin embargo, más allá de lo económico, el mayor beneficio es la protección y 
reivindicación de los derechos de las y los servidores públicos vinculados a la 
entidad en la planta temporal, pues cuentan con todas las garantías previstas 
en el código del trabajo y las prestaciones de ley.

Función Pública es 
un buen ejemplo 
de formalización 

laboral como entidad 
pionera, puesto que 

creó una planta 
temporal de 82 

cargos y la suplió 
mediante un proceso 

de selección basado 
en el mérito

Gobierno del cambio

207

Bio administración pública / DAFP



Juntémonos, el festival para tejer 
lo público

Juntémonos, el festival para tejer lo público es una estrategia de Función 
Pública que busca generar soluciones a las problemáticas particulares de 
cada territorio en favor de consolidar el buen vivir desde lo institucional, en 
conjunto con diferentes entidades nacionales y territoriales. Para ello, este 

proyecto promueve el diálogo entre el Estado y las ciudadanías diversas, resuelve 
dudas y facilita la interacción con las entidades, el acceso a la información y la re-
alización de trámites directamente en los territorios. De esta manera, Juntémonos 
busca tejer confianza entre las ciudadanías y un Estado que históricamente ha 
sido el gran ausente en la Colombia profunda, la Colombia olvidada. 

Para 2023, Función Pública tiene previstos 5 festivales a lo largo del país en 
municipios que no han contado con presencia institucional y que se han visto in-
mersos en el conflicto armado, pero que, a pesar de sus complejidades sociales, 
económicas, políticas, entre otros, son municipios pujantes, con la capacidad de 
ser motores de paz y de transformación social en sus territorios. 

En lo corrido del año, ya se han realizado 4 festivales en Ataco (Tolima), Haca-
rí (Norte de Santander), Puerto Guzmán (Putumayo) y Venecia (Cundinamarca). 
El festival restante está presupuestado para llevarse a cabo en noviembre en 
Tadó (Chocó).

Para escoger estos municipios se tuvo en cuenta que fueran municipios de quinta 
o sexta categoría y que estuvieran categorizados como ZOMAC (Zonas Más Afec-
tadas por el Conflicto Armado) o PDET (Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial). También se consideró el índice de pobreza multidimensional y las 
condiciones educativas, económicas, sociales, de vivienda y de salud. En otras 
palabras, se priorizaron municipios donde, históricamente, la presencia estatal 
ha sido el gran ausente. De esta manera, se busca que el proyecto llegue a mu-
nicipios donde realmente se necesita y que las comunidades beneficiadas sean 
aquellas que en la práctica no han contado con los mecanismos ni garantías para 
ser partícipes del Estado colombiano de manera real. En este sentido, Juntémonos 
es un mecanismo para que los colombianos y colombianas de las zonas rurales 
puedan acceder a sus derechos.

Juntémonos consta de tres etapas: en un primer momento, denominado 
pre-Juntémonos, Función Pública viaja al territorio para realizar una primera 
lectura del municipio, sus necesidades y las problemáticas de las ciudadanías, 
además de generar vínculos con las comunidades y las autoridades locales y 
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territoriales. Este diálogo es fundamental, pues no se trata de llevar una oferta 
institucional pensada desde Bogotá, sino de diseñar de manera concertada 
con los actores del territorio el portafolio de entidades y servicios que requiere 
el municipio, y de coordinar una agenda cultural que reivindique la cultura y 
tradición de cada región. 

El segundo momento es la ejecución del festival: durante viernes y sábado las 
entidades participantes están al servicio de las ciudadanías y se llevan a cabo 
eventos culturales en los que participan colegios, colectivos de jóvenes, colectivos 
de mujeres y agrupaciones artísticas de la región. De esta manera, se construyen 
sinergias con las entidades públicas para resolver las necesidades de la comuni-
dad en un espacio de encuentro y diálogo de saberes.

Finalmente, el tercer momento consiste en valorar el festival y hacer seguimiento 
a los acuerdos pactados entre las ciudadanías, las entidades participantes y las 
autoridades locales. Así, se busca que Juntémonos no sea una acción finita en 
territorio, sino que siente las bases para desarrollar proyectos y relaciones entre 
las entidades y la comunidad a mediano y largo plazo.

Con los primeros tres festivales realizados, el balance de la estrategia ha sido 
bastante positivo, tanto por la construcción de tejido social en los municipios 
como en la atención de solicitudes ciudadanas. 

Por citar algunas acciones de esta construcción de tejido social a manera de 
ejemplo, en Hacarí (Norte de Santander) se llevó a cabo la rendición de cuentas 
de paz, liderada por Función Pública con la participación de entidades como la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), el Ministerio de Justicia y del Derecho, la 
Unidad de Implementación del Acuerdo de Paz y la Agencia de Desarrollo Rural. 
También participaron la Alcaldía de Hacarí, la sociedad civil y los representantes 
de la Red de Veeduría Ciudadana de Mujeres del Catatumbo. Durante esta acti-
vidad se dio un espacio para dialogar sobre la implementación del Acuerdo de 
Paz en esta región del país y los avances y las acciones pendientes por partes 
del Estado, un tema fundamental en Hacarí, pues el 90 % de sus habitantes se 
reconoce como víctima del conflicto armado. 

En Ataco (Tolima), el festival estuvo acompañado por actividades culturales del 
colectivo de jóvenes Expresarte, que, a través de la cultura, las artes, los depor-
tes y la educación integral busca generar dinámicas de expresión y resistencia 
contra el conflicto armado y la violencia. Con presentaciones de Hip-hop, danza 
y música, los jóvenes de este municipio alzaron su voz para pedir un futuro libre 
de violencias en el municipio.
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El tejido social en Puerto Guzmán (Putumayo) se dio a través de la necesidad 
del pueblo por crear una festividad que representara al municipio y generara 
sentido de pertenencia entre los gusmaneses. Por este motivo, en el marco de 
Juntémonos y con el apoyo de las entidades, se llevó a cabo la segunda Feria 
de la Productividad y la Cultura Gusmanese, una apuesta de la comunidad para 
generar apropiación de su territorio.

En Venecia (Cundinamarca), además de la atención a las ciudadanías, Función 
Pública hizo un trabajo de pedagogía con el Colegio Venecia IED, para generar 
conciencia en los niños, niñas y jóvenes sobre lo público y su cuidado. También 
se le brindó apoyo institucional a la alcaldía de Venecia en los procesos de for-
malización de los empleos de las comisarías de familia.

Por último, en cuanto la atención a la ciudadanía, las más de 50 entidades que 
han participado en estos 4 festivales han atendido y dado solución a 27.966 con-
sultas ciudadanas en temas como restitución de tierras, atención a víctimas del 
conflicto armado, actualización de SISBEN, apoyo a proyectos productivos, regu-
larización de situación migratoria, capacitación y registro en minería artesanal y 
de subsistencia, prevención en consumo de drogas, oferta educativa, proyectos 
de transporte e infraestructura y cuidado del ambiente, entre otros. 

Servicio Social para la Paz

La llegada al poder del primer gobierno progresista en Colombia está tam-
bién transformando la práctica de lo que tradicionalmente se denomina 
administración pública, por lo que una de las novedades más notables ha 
sido que el Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP) 

incorporó en su quehacer acciones de paz, protección de la vida y rescate de la 
memoria, tareas que se están materializando a través de un grupo recién creado 
y que está integrado por servidores de la entidad.

La sintonización de la entidad con los asuntos de pacificación produjo la Ley 2272 
de 2022, que elevó la política de paz como una política de Estado, creó la figura 
del servicio social para la paz y le asignó a Función Pública un rol relevante en 
esa iniciativa. 

Actualmente, el Departamento trabaja para reglamentar la implementación efec-
tiva de este proyecto con los ministerios de defensa, educación, agricultura, in-
terior, salud, ambiente y cultura, así como el Instituto Colombiano de Bienestar 
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Familiar (ICBF), la Consejería Presidencial de la Juventud y la Unidad de Imple-
mentación del Acuerdo de Paz. 

El Servicio Social para la Paz es una propuesta encaminada a consolidar la paz 
en los territorios de Colombia a través de una alternativa al servicio militar obli-
gatorio, que brinda a los jóvenes la oportunidad de acceder a su primer empleo 
y de involucrarse activamente en la promoción de la paz, el fortalecimiento de la 
democracia y la protección de los derechos humanos. El programa les permitirá 
a miles de jóvenes contribuir al crecimiento económico, sostenible, inclusivo y 
equitativo del país al prestar un servicio en áreas sociales, ambientales, rura-
les y tecnológicas. El Servicio Social para la Paz ofrece 11 modalidades para 
que los jóvenes puedan desarrollar el servicio social, incluyendo enfoques en la 
diversidad, reconocimiento del Acuerdo de Paz, herramientas públicas para la 
paz, promoción de la cultura y el arte, enfoque en derechos humanos y derecho 
internacional humanitario, llamado a la reconciliación y transición energética. 

Todo lo anterior representa una reivindicación polí-
tica en contra de la militarización de la vida como 
respuesta al conflicto armado que busca consolidar 
la paz del país a través de la activa participación de 
los jóvenes en el fortalecimiento de la democracia 
porque reúne esfuerzos desde lo estatal para alejar 
a la juventud de la dinámica de la guerra. 

En Colombia, de acuerdo con cifras oficiales prelimi-
nares, unos 426 mil jóvenes son elegibles para el ser-
vicio militar y se estima que el programa de Servicio 
Social para la Paz beneficiaría a unos 50 mil jóvenes, 
para lo cual el Gobierno nacional destinaría unos 600 
mil millones de pesos en el cuatrienio (2022-2026). 

En la regulación del modelo del servicio social para la paz aún se están definiendo 
las generalidades de los compromisos que tendrán los participantes. No obstan-
te, una vez el programa se reglamente, de acuerdo con la Ley 2272 de 2022 en su 
Capítulo III, los jóvenes podrán participar en actividades de alfabetización digital 
en zonas rurales o urbanas; trabajar con víctimas del conflicto armado; defender 
los derechos humanos y el derecho internacional humanitario; generar estrate-
gias de refrendación y cumplimiento de acuerdos de paz; y promover jornadas 
de protección de la naturaleza, la biodiversidad, las fuentes hídricas, los hábitats 
marinos y costeros, los ecosistemas estratégicos y la riqueza ambiental y fores-
tal del país. También tendrán la alternativa de promover la paz étnica, cultural y 
territorial desde el derecho a la autodeterminación, a la autonomía y los usos y 
costumbres de las comunidades étnicas y la cultura campesina; proteger y cuidar 
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a las personas en condición de discapacidad y personas mayores en condición de 
vulnerabilidad; y promover la educación y las actividades relacionadas en materia 
de gestión del riesgo y cambio climático. 

Con un enfoque en la inclusión y el respeto por la diversidad, este programa no 
solo promete cambiar la vida de los jóvenes involucrados, sino también contribuir 
significativamente a la construcción de un país más pacífico, justo y sostenible. 
En última instancia, el Servicio Social para la Paz representa una inversión en el 
futuro de Colombia y un testimonio de la determinación del país para dejar atrás 
un pasado doloroso en busca de un futuro lleno de oportunidades y esperanza.

Referencias 
Ley 2294 de 2023 (2023, 19 de mayo). Congreso de la República, Diario Oficial No. 52.400.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2294_2023.html
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Introducción

Colombia ha albergado el anhelo de paz a lo largo de su reciente historia, 
una aspiración reflejada en diversos esfuerzos para superar un legado 
de violencia. Hoy, este deseo se manifiesta en un proceso de transición, 
respaldado por la firma del “Acuerdo Final de Paz” entre el Gobierno 

Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo 
(FARC-EP). Sin embargo, esta transición va más allá e incluye un diálogo profundo 
y transformador con diversos actores y situaciones que coexisten en el país. En 
este escenario, es esencial analizar el papel que las administraciones públicas 
desempeñaron durante el conflicto y, más importante aún, definir su función en 
la construcción de una paz que las involucre activamente.

En respuesta a esta necesidad, el Departamento Administrativo de la Función 
Pública (DAFP) estableció el “Grupo para la Paz, la Vida y la Memoria en las Ad-
ministraciones Públicas”, con el objetivo de impulsar la reflexión y la investigación 
y ejercer influencia en la reconfiguración del sector público como espacio para la 
construcción de paz. En consecuencia, se ha lanzado la Estrategia de Transver-
salización de la Paz, la Defensa de la Vida y la Memoria en las Administraciones 
Públicas. Esta estrategia busca integrar acciones concretas en las entidades pú-
blicas para fortalecer su compromiso diario con la paz en su gestión.

El propósito de este artículo es presentar reflexiones que guíen la implementa-
ción de la paz, la defensa de la vida y la memoria en las administraciones públicas, 
desde un enfoque proactivo y transformador. Se inicia con una introducción a las 
interpretaciones de la paz y su relevancia en el contexto de las administraciones 
públicas. Luego, se examinarán ejemplos internacionales de adaptación del sector 
público en escenarios de transición. Finalmente, se presentan algunas conside-
raciones clave para diseñar una propuesta que oriente la transformación de las 
administraciones públicas hacia la construcción de paz.
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El hacer de la paz y sus entendimientos: 
reconceptualización hacia una 
construcción colectiva

Históricamente, la paz ha resonado en el imaginario colectivo como un 
ideal anhelado, en especial, cuando la humanidad se encuentra sumida 
en conflictos y guerras. Esta aspiración, arraigada en la conciencia co-
lectiva, ha generado una serie de interpretaciones sobre cómo lograrla. 

A lo largo de la historia, se han escuchado términos como “la paz se gana”, “se 
impone”, “se acuerda” o “se construye”. Estas concepciones, lejos de ser meros 
postulados, reflejan las dinámicas de poder y las visiones del mundo que han 
predominado en distintas etapas históricas.

El enfoque liberal de la paz, que ha predominado en 
algunos periodos, ofrece una perspectiva que sim-
plifica la paz, viéndola como resultado de la victoria 
en el campo de batalla, de acuerdos diplomáticos o 
ceses temporales de hostilidades (Salas et al., 2020). 
Aunque estas perspectivas han influido en decisiones 
políticas y en la diplomacia internacional, han sido 
objeto de críticas por su tendencia a reducir la paz a 
términos simplistas.

Galtung (1976) introdujo una crítica profunda y una 
reconceptualización de la paz. Su propuesta se aleja 
de la mera ausencia de violencia directa y se enfoca en abordar las violencias 
estructurales y culturales. Así, se presentó la paz como un proceso de construc-
ción y transformación que se adentra en las causas subyacentes de los conflictos.

En este contexto, el marco teórico de Antonio Gramsci (2017) y su noción del 
“Estado ampliado” ofrecen una rica perspectiva. El autor propone que el Estado 
no se limite al aparato gubernamental, sino que incluya un espectro más amplio 
que englobe instituciones civiles y sociales. Esto implica que la construcción de la 
paz no es solo responsabilidad de las autoridades, sino un proceso colaborativo 
y dinámico en el que toda la sociedad juega un papel crucial. Las palabras de 
Lederach (2007) resuenan en este contexto, al enfatizar la “imaginación moral” 
en la construcción de la paz. La paz, según Lederach, es un ejercicio colectivo de 
autorreflexión, reimaginación y acción.

Así, la paz no es un destino final, sino un trayecto constante que requiere la par-
ticipación y el compromiso de toda la sociedad. Al abordarla desde perspectivas 
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transformadoras como las de Galtung y Lederach y contextualizarla dentro del 
marco del Estado ampliado de Gramsci, surge la necesidad de un cambio integral 
que abarque no solo estructuras políticas y económicas, sino también dimensio-
nes culturales y sociales. Esta reconceptualización invita a trabajar de la mano 
y trascender las visiones hegemónicas para forjar una paz que refleje un cambio 
profundo y auténtico en las dinámicas de la sociedad.

Las administraciones públicas en 
transiciones hacia la paz: reflexiones 
desde experiencias significativas

La historia contemporánea muestra cómo diversas naciones han navega-
do por complicados procesos de transición en los que se erigieron pila-
res de paz tras prolongadas etapas de violencia. Más allá del cese de la 
hostilidad, estas transiciones buscan transformar las estructuras y los 

paradigmas que fomentaron la violencia. Esta tarea, ineludiblemente, implicó 
reconfigurar el papel y funcionamiento del Estado y sus instituciones. A conti-
nuación se presentan tres casos emblemáticos: Sudáfrica, Argentina y Ruanda.

Sudáfrica: de la sombra del apartheid a una 
administración pública inclusiva
La experiencia sudafricana es testamento de la dualidad de la administración 
pública: un instrumento de opresión o una herramienta de transformación. El 
apartheid, instaurado en 1948 por el Partido Nacional al mando, no fue solo una 
política de segregación racial, sino una reconfiguración total del Estado para 
perpetuar la supremacía blanca. Las implicaciones de este sistema aún resuenan 
en el informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sudáfrica (1998).

El cambio comenzó a gestarse con Frederik de Klerk en 1989 y se consolidó con 
Nelson Mandela en 1994. La nueva administración no solo se propuso desarticu-
lar la arquitectura legal del apartheid, sino transformar la cultura organizacional 
del Estado. Estrategias como “Batho Pele”, iniciada en 1997, buscaban redefinir 
la relación entre el servicio público y la ciudadanía, poniendo a la diversidad y la 
inclusión en el centro de la gestión estatal (Malawi & Liebenberg, 2013).
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Argentina: la memoria histórica como 
piedra angular de la administración 
pública post-dictadura
Argentina vivió una de las dictaduras más feroces de Latinoamérica. El golpe 
de estado de 1976, bajo el estandarte del Proceso de Reorganización Nacional, 
desencadenó un régimen de represión que se extendió hasta 1983. Las estruc-
turas estatales no solo fueron cómplices, sino activos perpetradores, tal como 
lo documentó la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (1983).

En la transición democrática, Argentina se vio en la necesidad de reconstruir su 
tejido social y estatal. La memoria histórica se convirtió en un pilar de este proce-
so. El Estado argentino, reconociendo su papel durante la dictadura, ha impulsado 
políticas y programas que buscan resignificar espacios y eventos, que involucran 
a la administración pública en una misión de rememoración y educación. Este 
compromiso con la memoria no es solo un acto de justicia, sino una apuesta por 
una paz basada en el reconocimiento y la verdad.

Entidades públicas como el Instituto Nacional de Tecnología Industrial, la Co-
misión Nacional de Energía Atómica o el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas se han dado a la tarea de transformar su cultura de práctica 
desde acciones concretas de memoria. Dentro de las iniciativas se cuentan ejer-
cicios de reconstrucción narrativa de los hechos victimizantes ocurridos contra 
las y los funcionarios públicos de las entidades, así como la creación interna de 
comisiones de derechos humanos o de memoria y la conmemoración a las y los 
funcionarios que fueron víctimas.

Ruanda y la reconstrucción de una administración 
pública para el pueblo
No se puede obviar las lecciones surgidas tras el genocidio de Ruanda, al consi-
derarlo uno de los episodios de violaciones masivas de derechos humanos más 
significativos en tiempos recientes. La división racial y étnica, principalmente 
entre hutus y tutsis, es un legado del dominio colonial. Esta división se agudizó 
con el ascenso del partido Hutu y, particularmente, con la llegada de Juvenal 
Habyarimana al poder en 1973. Bajo su mandato, surgió un régimen totalitario 
abiertamente anti-tutsi que estigmatizó a esta población mediante propaganda 
y actos violentos (Des Forges, 1999). Este clima de exclusión culminó en un atroz 
genocidio, legitimado por políticas y órdenes de las autoridades estatales.

Tras el genocidio, la administración pública de Ruanda estaba devastada, no solo 
por el conflicto, sino por el masivo exilio de sus funcionarios. El Frente Patriótico 
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Ruandés, al asumir el gobierno, enfrentó un Estado desolado (Hausman, 2011). El 
primer paso hacia la paz fue reconstruir la administración pública, complemen-
tado por un proceso de reconciliación nacional. La Comisión Nacional de Unidad 
y Reconciliación (NURC) tomó el liderazgo a través de estrategias para unir a la 
sociedad ruandesa, incluyendo al renovado cuerpo de funcionarios.

La NURC implementó reconocidas iniciativas, como los Ingando y los Ndi Umun-
yarwanda (Santama, 2022). Los Ingando, campamentos solidarios, refuerzan la 
confianza y sanación, especialmente entre jóvenes y funcionarios. Los Ndi Umun-
yarwanda promueven diálogos para construir una identidad nacional más allá de 
divisiones étnicas. Estas políticas reflejan un esfuerzo por generar espacios de 
diálogo y colectivizar el recuerdo y superación del genocidio.

Las experiencias de Sudáfrica, Argentina y Ruanda ilustran cómo la paz moviliza 
transformaciones nacionales. En estos países, las administraciones públicas revi-
talizaron su capacidad imaginativa, descrita por Jean Paul Lederach, para superar 
lógicas violentas originadas en segregacionismo, racismo o represión. Se esfor-
zaron en dejar de ser instrumentos de victimización para convertirse en agentes 
de construcción de paz, aproximando a la sociedad como co-constructoras.

Un elemento recurrente en estos casos es la reconfiguración de la identidad 
nacional. Los violentos episodios y conflictos subyacentes motivaron la creación 
de nuevos proyectos de nación basados en elementos cohesionadores. La paz, 
entonces, se entiende como una reconstrucción de identidad colectiva, donde las 
administraciones públicas desempeñan un papel vital.

Cada país priorizó distintas áreas de transformación acorde con su historia de 
violencia. La paz no se buscó únicamente desde el fortalecimiento estatal, sino a 
través de la transformación de la relación Estado-sociedad. Así, las administra-
ciones públicas se instituyeron como agentes con memoria (Argentina), diálogo 
(Ruanda) y reflexión (Sudáfrica). Así, se concibió a las administraciones como 
entidades capaces de recordar, dialogar y auto reflexionar, así como verdaderos 
constructores de paz, más allá de simples institucione.
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Hacia una función pública constructora 
de paz en Colombia

Al igual que en las experiencias previamente mencionadas, Colombia ha 
emprendido un proceso de transición en busca de superar un conflic-
to armado con profundas raíces históricas. La confluencia de diversos 
actores armados, con variadas presencias territoriales y complejos re-

pertorios de violencia, ha situado al Estado en diferentes posiciones durante la 
contienda: en ocasiones impulsor de la violencia y en otras, como su víctima. Los 
hallazgos de la Comisión de la Verdad (2022) han evidenciado que, durante el 
conflicto, las “entidades del Estado fueron capturadas 
o infiltradas por grupos armados ilegales, transfor-
mando sus prácticas. Las administraciones locales en 
numerosos territorios fueron cooptadas. Se naturalizó 
la idea del Estado como un botín”. (p. 572).

Las administraciones públicas en Colombia han es-
tado inmersas en el conflicto social, político y arma-
do. A lo largo de este enfrentamiento, el Estado ha 
experimentado divisiones que han dañado la rela-
ción entre sus instituciones, así como entre los ni-
veles nacional y regional (Wills, 2015). Estas fisuras 
han permitido la infiltración de discursos, intereses 
y patrones violentos en la administración pública, le-
gando dinámicas institucionales que evidencian cómo 
“la desconfianza y la impotencia predominan en las 
relaciones de muchas comunidades con el Estado” 
(Comisión de la Verdad, 2022, p. 66). Paralelamente, 
las y los servidores públicos han sido víctimas del 
conflicto en el ejercicio de sus funciones, especial-
mente a nivel territorial.

Con la firma del Acuerdo Final de Paz entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP 
en 2016, Colombia optó por enfrentar los impactos de la violencia. Más allá del 
cese de hostilidades, se estableció una agenda de transformaciones en distintos 
ámbitos de la realidad nacional como pilares para una construcción de paz. Si 
bien el Acuerdo y sus instrumentos derivados proponen cambios en la sociedad, 
es esencial reflexionar sobre las transformaciones internas que el Estado debe 
realizar para convertirse en un auténtico promotor de la paz, y para ello, primero 
debe reconocer su papel durante el conflicto.
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Ante tal escenario, la pregunta sobre la reconfiguración del Estado es no solo 
pertinente, sino imperativa. La transición hacia la paz que vive Colombia exige 
que las administraciones públicas no solo se planifiquen, sino que se reinventen, 
alejándose de discursos y prácticas violentas que han marcado su estructura y 
cultura. El verdadero reto radica en que las administraciones públicas se con-
viertan en protagonistas en la construcción activa de la paz, y no solo en su ins-
tauración. Esta construcción debe ser vista como una política de Estado con una 
institucionalidad coherente, coordinada y comprometida, tanto a nivel nacional 
como territorial (Departamento Nacional de Planeación, 2022).

Desde esta óptica, la construcción de paz en las administraciones públicas debe 
integrar procesos de reflexión, ideación y acción en múltiples dimensiones, y 
permita que cada entidad del país se alinee con la paz desde su respectiva área 
de influencia. Para ello, es fundamental abordar tres ejes transformadores que 
potencien el desarrollo de habilidades institucionales: (1) fomentar una memoria 
orientada a la paz en las entidades públicas, (2) crear ambientes que consoliden 
una cultura de paz en el sector público, y (3) impulsar contextos para la restau-
ración de la confianza y la reconciliación con la sociedad civil.

El diseño de iniciativas que recuerden y reivindiquen la memoria para la paz, ins-
pirado en casos como el argentino, desafía a identificar cómo el conflicto armado 
ha permeado nuestras administraciones y cuál ha sido su actuar ante él. Esto 
se convierte en un prerrequisito para su metamorfosis. Al respecto De Gamboa 
(2019) expresa que la factibilidad de una transición en una sociedad se define por 
la capacidad de sus integrantes para “asumir roles morales y políticos ante su 
historia marcada por el dolor y la injusticia”. Los funcionarios y demás integran-
tes de la administración pública están convocados a asumir este papel, haciendo 
fundamental reconocer su posición en las estructuras y secuencias de violencia.

Las estrategias y políticas de memoria emergen como plataformas deliberadas 
de recuerdo y reconstrucción colectiva de experiencias pasadas, siempre orien-
tadas a responder a inquietudes presentes y a visualizar el porvenir (Groppo, 
2002). Así, la memoria trasciende un mero acto de remembranza; es un ejercicio 
de recordar con propósito esencial para cimentar nuevas identidades colectivas. 
La memoria, como herramienta, se torna crucial para la construcción de la paz 
dentro de las administraciones públicas. Esta propicia la cocreación de nuevas 
percepciones en relación con lo público y su gestión, que de por sí, representan 
cambios vitales en un contexto transicional como el colombiano.

En segundo término, es esencial la metamorfosis y la consolidación de las cultu-
ras de paz en las administraciones públicas, especialmente en el marco de una 
paz que se edifica día tras día. Así, urge redefinir los criterios que guían la cultura 
operativa de las entidades públicas, desmantelando las influencias violentas que 
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impregnan su dinámica. Fisas (1998) propone una transición hacia un “desarme 
cultural”, superando las lógicas de confrontación que, en ocasiones, se vuelven 
estándar en nuestras interacciones, y enfatiza la importancia de una educación 
orientada al manejo del conflicto y la valoración de la diversidad.

Por último, la experiencia sudafricana arroja luz sobre la necesidad imperante de 
renovar los patrones comportamentales dentro de la administración pública, lo 
que es crucial para erradicar conductas violentas. Según Galtung (1998), la vio-
lencia cultural se manifiesta a través de discursos y mitos que respaldan actos 
de violencia directa. Superar este tipo de violencia es esencial para prevenir la 
repetición de episodios violentos. El autor sugiere tres pilares fundamentales 
para construir culturas de paz: la no violencia, la creatividad y la empatía. Ima-
ginar administraciones públicas imbuidas de estos valores nos lleva a reconocer 
el poder transformador que las instituciones gubernamentales pueden tener en 
contextos de transición.

Transformación y papel de las 
administraciones públicas en la 
construcción colectiva de la paz: una 
visión integral desde Gramsci

La paz, en su esencia, trasciende definiciones limitadas y no se reduce 
meramente a la ausencia de guerra o conflicto armado. Se trata de un 
proceso multifacético, dinámico y colectivo. En este panorama, las admi-
nistraciones públicas ocupan un espacio de vital importancia debido a su 

estrecha interacción con la ciudadanía, colocándolas en una posición estratégica 
para contribuir activamente en la edificación de paz.

Históricamente, las administraciones públicas han sido percibidas como ejecu-
toras de políticas. Pero en el contexto de la construcción de paz, su papel va 
más allá. Se convierten en catalizadoras de cambio, impulsoras de diálogo y 
mediadoras entre los diferentes sectores de la sociedad. El estudio realizado 
por Hernández (2008) en Colombia resalta cómo, a pesar de las adversidades, 
comunidades y colectivos han logrado reconfigurar y adoptar valores pacifistas. 
Esto demuestra que la paz no es algo que simplemente se impone desde arriba, 
sino que se construye en colaboración con la comunidad.
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A través de la lente de Gramsci y su concepto del intelectual orgánico y la cons-
trucción de hegemonía, encontramos una orientación valiosa sobre cómo las ad-
ministraciones públicas pueden redefinir su papel a favor de la paz. Gramsci ve al 
intelectual no solo como un pensador, sino como un actor vital en el tejido social 
con la capacidad de fomentar el cambio. Para nuestro caso, concebir a servidoras 
y servidores públicos como intelectuales en relación con las ciudadanías, es parte 
de la estrategia de transversalización que venimos trabajando en el Departamen-
to Administrativo de la Función Pública para la construcción de la cultura de paz. 

Este enfoque subraya la necesidad de identificar ejes para una reconfiguración 
integral de las administraciones públicas. Más allá de las habilidades técnicas, 
es esencial una formación y capacitación que promueva una cultura de paz. La 
construcción de hegemonía, junto con la participación ciudadana, refleja valores 
de paz, justicia y equidad. En tanto que la transparencia y la memoria histórica 
fortalecen la confianza y el aprendizaje continuo. Y no se puede olvidar que garan-
tizar la protección y los derechos humanos es un deber inalienable de cualquier 
entidad pública.

Sin embargo, sería un error quedarse solo con una visión idealista. Se reconoce 
que el camino hacia la reconfiguración de las administraciones públicas, orienta-
das a la paz, no está exento de obstáculos. A pesar de eso, asumir este desafío 
es fundamental, ya que el bienestar colectivo depende, en gran medida, de la 
capacidad de estas entidades para alinear sus acciones con estos valores. Se 
enfrenta, así, un compromiso que resuena en las páginas de la historia y en la 
ética social.

Construcción de poder popular para 
la paz desde la perspectiva del 
“Estado ampliado”

A la luz de este compromiso, es imprescindible explorar otras perspec-
tivas que puedan enriquecer la visión, como la propuesta por Gramsci 
y su concepto del “Estado ampliado”. En tiempos donde las ciudada-
nías tienen un papel protagónico en la toma de decisiones públicas, 

esta idea es especialmente pertinente. El autor no percibe al Estado solo como 
un ente de control, sino como un guía en la construcción moral y cultural de una 
sociedad. Desde esta perspectiva, el Estado deja de ser una figura lejana y se 
convierte en un colaborador activo en la consolidación de consensos y la promo-
ción de valores compartidos.
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La relación dialógica propuesta por Gramsci, en la que el Estado y la sociedad 
se influyen mutuamente, invita a una profunda reflexión sobre cómo las admi-
nistraciones públicas, al interactuar con la ciudadanía, pueden desempeñar un 
papel crucial en la construcción de un poder popular orientado hacia la paz. La 
idea es que, en lugar de ser simples ejecutores de políticas, estas entidades y 
sus servidoras y servidores pueden ser verdaderos catalizadores de un cambio 
pacífico y colaborativo, donde el bienestar colectivo y ecológico es el objetivo final. 
El poder popular alude a un proceso en el cual las personas adoptan un papel 
activo y participativo en las decisiones que afectan su 
vida y su comunidad. Este poder surge desde la base, 
arraigándose en comunidades y organizaciones so-
ciales, y no desde las altas esferas del poder estatal.

En consonancia con lo dicho, surge una pregunta fun-
damental: ¿cuál es el papel de las administraciones 
públicas dentro de este panorama? Las administra-
ciones, al reconocer la importancia de la voz ciudada-
na, tienen la responsabilidad de facilitar mecanismos 
donde se valoren y atiendan estas voces. En este es-
cenario, la participación ciudadana no se trata sola-
mente de votar, consiste, también, en la creación de 
espacios como asambleas, foros y debates que se 
conviertan en verdaderos puntos de encuentro entre 
ciudadanía y gobierno, que tengan como resultado 
nuevos pactos sociales que profundicen la democra-
cia radical y se anclen en las realidades territoriales 
y las necesidades de las comunidades históricamente 
excluidas del modelo de desarrollo.

Con base en esta lógica, el Estado debe asumir un 
papel formativo y pedagógico fundamental, además 
de promover una educación que estimule el pensamiento crítico y la participa-
ción activa para forjar una ciudadanía empoderada. Además, resulta crucial que 
el Estado reconozca y fortalezca a las organizaciones sociales, puesto que son 
estas las que, en numerosas ocasiones, portan las voces más genuinas y repre-
sentativas de la comunidad, así como también contribuyen a la resolución de 
conflictos desde los territorios.

Más allá, de un mundo marcado por la globalización y donde el capitalismo pre-
valece, las administraciones públicas tienen la tarea de promover modelos eco-
nómicos alternativos basados en la solidaridad, lo común, la protección de las 
vidas y lo ecológico. Estos modelos, basados en la cooperación y el bienestar 
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colectivo, buscan una economía solidaria y popular que se alinee con las necesi-
dades reales de las comunidades.

En resumen, el enfoque hacia un Estado ampliado invita a reconsiderar la interac-
ción entre administraciones y ciudadanías. Bajo esta perspectiva, ambos actores 
se transforman en copartícipes en la construcción de un presente y un futuro más 
inclusivo y democrático. La paz no es simplemente un ideal distante; se teje en 
el día a día, a través de cada decisión y en el compromiso colectivo de todos los 
actores involucrados.

Reflexiones finales: transversalización de 
la paz en las administraciones públicas 
“memoria, protección y transformación”

Los periodos de transición simbolizan etapas de significativos cambios en 
las estructuras sociales e institucionales. Estas transformaciones tienen 
el potencial de modificar el conjunto de dinámicas que han amenazado y 
desprotegido la vida en sociedades específicas. En Colombia, estas ame-

nazas se entrelazan con complejas redes de violencia que han permeado todos los 
niveles de la sociedad, incluidas sus administraciones públicas. Reconocer esta 
realidad es crucial para concebir una transformación del sector público desde un 
enfoque de paz. Sin embargo, este reconocimiento, por sí solo, no es suficiente. 
Es imprescindible que existan compromisos en todos los niveles de la estructura 
estatal para garantizar la movilización de capacidades, ideas y potenciales alre-
dedor del ideal de paz.

Este marco de trabajo coincide con la concepción de paz como un acto de cons-
trucción continua, donde las administraciones públicas y sus servidores desem-
peñan un papel protagónico en la visualización de un país renovado. Es funda-
mental que la paz se convierta en un lenguaje común para las distintas entidades 
estatales, a fin de garantizar que su construcción sea una responsabilidad ética y 
política integral dentro de la estructura gubernamental. Esta aspiración no solo 
es viable, sino imperativa, para lograr una paz auténtica en Colombia.

Desde la memoria histórica, la promoción de una cultura de paz y el fomento de la 
confianza y reconciliación, resulta posible establecer bases sólidas para una cons-
trucción de paz que involucre a las administraciones públicas en toda su diversidad. 
Se requiere un compromiso en múltiples niveles que sea innovador, movilizador y 
transformador, manifestándose en acciones tanto grandes como pequeñas.
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La construcción de paz en Colombia, con su naturaleza multifacética, involucra 
una variedad de actores y retos. Las administraciones públicas, así como sus ser-
vidoras y servidores en este contexto, son fundamentales para el establecimiento 
de un orden social equilibrado, sostenible y capaz de resolver sus conflictos so-
ciales, económicos, políticos y culturales de manera pacífica. No son solo gestoras 
burocráticas, sino actores clave en la mediación entre el Estado y la ciudadanía, 
convirtiéndose en catalizadores del cambio y en defensores de derechos.

La perspectiva de Gramsci sobre el Estado ampliado apoya esta visión y sugiere 
que las administraciones públicas, como componentes esenciales del Estado, pue-
den moldear la cultura y la ideología nacional. Por ende, tienen un papel insusti-
tuible en la promoción de la reconciliación y una cultura de paz en Colombia. Por 
lo tanto, es vital que las administraciones públicas y sus servidores y servidoras 
se vean a sí mismas no solo como administradoras, sino como agentes activos 
en la construcción de paz. A pesar de los desafíos y la necesidad de aprender 
de los errores pasados, su determinación y compromiso son esenciales para que 
Colombia avance hacia una paz duradera e inclusiva.
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